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INTRODUCCIÓN
América Latina atraviesa por una etapa histórica crucial que 
habrá de definir el perfil con que ingresará al siglo xxi y  las 
principales líneas futuras de su desarrollo económico y  social.
En la actualidad se desenvuelven simultáneamente dos pro­
cesos históricos. Por una parte, la región ha logrado significati­
vos avances hacia la  democracia. La gran mayoría de sus países 
se hallan actualmente dirigidos por gobiernos electos. Al mismo 
tiempo, tanto en las democracias nuevas como en algunas anti­
guas, hay una búsqueda acuciante de fórm ulas para profundizar 
el sistema, tendiendo a la  constitución de “Democracias Activas" 
con fluidos y  orgánicos niveles de participación social en la  
gestión pública.
El otro proceso axial es el de la  crisis económica. Desde 
1980, la  región ha debido enfrentar un conjunto de severas res­
tricciones al desarrollo, que han resultado en retrocesos signifi­
cativos en los principales indicadores económicos, deterioros 
agudos en la  estructura productiva y  cuadros sociales de carác­
ter critico, con un 40 por ciento de la  población en situación de 
pobreza extrema.
En esta situación tienen intensa gravitación las políticas 
empleadas por los países desarrollados centrales para encarar 
sus propias dificultades económicas y  la  vulnerabilidad de las 
economías de la  región. En principio, ambos procesos, crisis eco­
nómica aguda y  democratización, presentan un alto nivel de 
incompatibilidad.
A pesar de ello, las posibilidades ciertas de enfrentar la  
crisis, superarla y  llegar a la  conformación de un modelo de
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desarrollo renovado, están ligadas a  la existencia de un sistema 
democrático activo. Éste es el espacio adecuado para diseñar y  
llevar adelante los grandes acuerdos nacionales y  movilizaciones 
colectivas que, imprescindiblemente, exige la  solución de la  crisis.
Corresponde al Estado un papel clave en la  tarea de poten­
ciar las posibilidades de concertación y  acción de la  democracia, 
en la búsqueda de nuevas alternativas de crecimiento y  produc­
tividad. Así, le compete crear las condiciones necesarias para  
impulsar la articulación social y  los acuerdos sectoriales y  glo­
bales; asimismo, le corresponde un papel relevante en campos 
prioritarios como el desarrollo efectivo de la  integración eco­
nómica regional, el avance sostenido en el área de la  incorpo­
ración de tecnologías de punta al proceso productivo, el incre­
mento del poder de negociación de las economías nacionales y  
la promoción de las potencialidades productivas de la  socie­
dad civil.
Éstas y  otras misiones estratégicas deben ser encaradas en 
un contexto histórico con umbrales de complejidad casi inéditos. 
La interdependencia de las economías nacionales respecto del 
sistema económico internacional determina complicados juegos 
de restricciones y de alternativas de decisión con incertidum- 
bres multiplicadas. Las nuevas funciones suponen el diseño y  
operación de políticas públicas de alta sofisticación, con el con­
siguiente crecimiento en las capacidades necesarias para elabo­
rarlas, llevarlas adelante, evaluar sus efectos, coordinarlas y  
compatibilizarlas, requiriéndose una reconversión profunda del 
aparato público actual. Se presenta así un reto decisivo para la  
democracia: construir el “Estado Necesario”.
La transformación del aparato público actual comprende, 
entre sus aspectos esenciales, cambios de fondo en las áreas de 
planificación y  gestión. La planificación puede —en las circuns­
tancias presentes— cumplir un papel mucho más efectivo que 
el desempeñado en el pasado. Los niveles de complejidad, in- 
certidumbre y  necesidades de concertación antes señalados, de­
mandan el empleo de instrumentos refinados de planificación. 
Las necesidades en juego son de cuño diferente a las tradiciona­
les y  exigen una revisión integral de las bases conceptuales y  de 
la praxis de la planificación. Como respuesta a esta realidad, 
están emergiendo propuestas para la  renovación de los mode­
los conceptuales y de las vías de acción de la planificación.
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El campo de la gestión y  reform a del Estado estuvo domi­
nado, en la región, por concepciones de definido corte form a­
lista, con significativos contenidos de traslación mecánica de 
tecnología, en diversos casos obsoleta en sus propios países de 
origen. La gerencia deseable para el Estado democrático efi­
ciente requiere otro orden de marco referencial e instrumentos 
técnicos actualizados y  estrechamente ligados al tipo de proble­
mas organizacionales propios de América Latina.
Actualmente sé está desarrollando un vigoroso movimiento 
de renovación, donde múltiples elementos conceptuales y  técnicos 
del viejo paradigma están cediendo paso a ideas innovadoras 
sobre cómo m ejorar la eficiencia del Estado, basadas en insu- 
mos de investigación sobre los problémas locales, y  conectadas 
con avances epistemológicos y  prácticos en curso de realización 
en la “frontera tecnológica moderna” en esta materia.
Uno de los aspectos centrales de las revisiones en curso es 
la articulación entre planificación y  gestión. La planificación 
tradicional subestimó, y analizó desde una perspectiva simplista, 
el problema de la  gestión. Por otro lado, el viejo paradigma de 
la gestión no planteaba mayores enlaces con los marcos globa­
les de planificación. La brecha de comunicación entre planes de 
desarrollo y  movimientos de reform a administrativa ha sido 
permanente, y, de por sí, un factor de obstrucción al progreso 
en ambos campos. La reevaluación en curso está acercando dis­
ciplinaria y  técnicamente los niveles de análisis y  las praxis res­
pectivas, como un prerrequisito básico para la m ejor compren­
sión del Estado, su transformación efectiva y el incremento de 
sus capacidades de acción.
Con el objetivo de abrir un espacio de análisis que per­
mita profundizar sobre los actuales avances y  continuar desa­
rrollando la interrelación entre planificación y gestión, el Insti­
tuto Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica 
y Social (ILPES), la Universidad de Buenos Aires (UBA) y el 
Centro Latinoamericano de Administración para el Desarrollo 
(CLAD), con la cooperación técnica del Programa Regional de 
las Naciones Unidas de Desarrollo de la Capacidad de Gestión 
del Sector Público (DCGSP), organizaron un Primer Encuentro 
Latinoamericano sobre Planificación Económica y Gestión Pú­
blica realizado en Buenos Aires en setiembre de 1987. El Én-
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cuentro contó con el auspicio de la  Presidencia de la  República 
Argentina, a  través de la  Secretaría de Planificación y  de la  Se­
cretaría de la  Función Pública y  el patrocinio de la Fundación 
Banco de la Ciudad y del Banco de la  Nación Argentina. Fue uno 
de los eventos centrales conmemorativos del X X V Aniversario 
del UPES.
Bajo la  presidencia honoraria del Doctor Raúl Alfonsín, 
presidente de la  República Argentina, el evento fue* presidido 
por el rector de la  UBA, Oscar Shuberoff, el director general 
del ILFES, Alfredo Costa Filho, el presidente del CLAD, Amoldo 
Gabaldón, el secretario de Planificación, Bernardo Grinspun, y  
el secretario de la  Función Pública, Luis Stuhlmbn. Fue planifi­
cado por un Consejo Académico integrado por el decano de la  
Facultad de Ciencias Económicas de la  UBA, Leopoldo Portnoy, 
el director del Área de Programación del Sector Público del 
ILPES, Juan Martin, la  secretaria general del CLAD, Ana Bro- 
wer de Du Bois, el director del Programa Regional de las Nar 
ciones Unidas para el Desarrollo de la Capacidad de Gestión del 
Sector Público, Bernardo Kliksberg y  el secretario académico 
de la Facultad de Ciencias Económicas de la  UBA, Abraham Gak, 
quien también tuvo a su cargo la Secretaria de Organización 
del Encuentro. Congregó a más de un centenar de altos directi­
vos de los sistemas de planificación económica y desarrollo  
administrativo de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, Guatemala, México, Panamá, Perú, Puerto Rico, 
República Dominicana, Venezuela y  Uruguay. La relación final 
de acuerdos fue expuesta por Abraham Gak (UBA) y  David 
Edelman (CLAD).
Esta publicación, realizada con el apoyo del Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo a través del Proyecto 
RLA/86/029 sobre Elaboración y  Difusión de Nuevas Técnicas 
en la Planificación y Programación de Políticas Públicas, tiene 
por finalidad dar una m ayor difusión a las ponencias que se pre­
sentaron a este prim er intercambio orgánico de especialistas 
en planificación y  gestión pública. Así, se propone un continuo 
de análisis, dividido en cuatro etapas sucesivas, que abordan  
cuestiones estratégicas para el tema global. Cada una de estas 
etapas es desarrollada aportando las perspectivas de la  planifi­
cación y  de la  gestión, procurando identificar niveles de integra­
ción entre ambas; es decir, los trabajos correspondientes a cada
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etapa son encarados por especialistas en cada disciplina, que 
reflexionan “en equipo” sobre los temas escogidos.
El intercambio se inicia con la inclusión, como presenta­
ción, de los discursos de instalación del Encuentro pronuncia­
dos por el director general del ILPES, el presidente del CLAD 
y el secretario de Planificación, en representación del presi­
dente de la República Argentina. Abre la reflexión técnica que 
el volumen se propone un análisis de los nuevos paradigmas 
en desarrollo en ambos campos. Alfredo Costa Filho expone las 
nuevas líneas de trabajo en planificación, y  Bernardo Kliksberg 
presenta los avances hacia un nuevo paradigma en gestión pú­
blica. En una segunda etapa de reflexión, se examina el im­
pacto de los cambios conceptuales en gestación en el diseño e 
implementación de políticas públicas. Oswaldo Hurtado Larrea, 
ex-presidente de Ecuador, comenta sobre los avances en plani­
ficación económica y  sus efectos sobre la  elaboración de polí­
ticas públicas. Eduardo Palma, ILPES, form ula señalamientos 
sobre aspectos claves de dichos efectos y  Carlos Blanco, secre­
tario ejecutivo de la Comisión Presidencial para la  Reforma 
del Estado de Venezuela, examina las nuevas concepciones sobre 
la reform a del Estado y  sus consecuencias en la elaboración de 
políticas públicas. En una tercera etapa, una vez planteado el 
marco general de las transformaciones en marcha y sus conse­
cuencias en materias de políticas públicas, se trabaja sobre los 
enlaces necesarios entre planificación y  gestión. Juan Martín 
desarrolla el tema desde la  perspectiva de la  planificación e 
Ignacio Pérez Salgado, director de Proyectos Nacionales del 
PNUD, desde la  perspectiva de la  gestión pública. En la  cuarta 
y últim a etapa, se procura explorar las consecuencias que los 
anteriores elementos de juicio deberían tener sobre la  form a­
ción superior de planificadores y  administradores públicos y  el 
papel de la Universidad al respecto. Leopoldo Portnoy analiza 
elementos a  considerar en el caso de la  formación de planifica­
dores y  Oscar Oszlak, asesor del gobierno de Argentina, pre­
senta líneas de trabajo y  experiencias renovadoras en la  form a­
ción de administradores públicos.
El objetivo de fondo de este prim er esfuerzo regional de 
integración de perspectivas y  trabajo interdisciplinario entre 
estas dos áreas vitales para incrementar la  capacidad de gober­
nar es, sobre todo, provocar la  apertura de un debate orgánico
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sobre la  importante agenda que está pendiente en la  región. 
Dicho debate, postergado y  casi marginado, puede realizar apor­
tes significativos a  los esfuerzos nacionales por responder a  uno 
de los principales retos que tiene por delante la  democracia, 
y  que es esencial para su profundización y  avance: la  construc­
ción del Estado necesario.
A lfredo Costa F ilho  





DEMOCRACIA, PLANIFICACIÓN Y  GESTIÓN PÚBLICA
A l f r e d o  C o s t a  F i l h o
En nombre del Instituto Latinoamericano y  del Caribe de Pla­
nificación Económica y Social y  en el mío propio, comienzo por 
expresar que nos parece altamente auspicioso que este encuen­
tro  tenga lugar en Argentina. Por un lado, al concentrarse en 
el tema de LA DEMOCRACIA FRENTE AL RETO DEL ESTADO 
EFICIENTE, esta localización adquiere un especial sentido sim­
bólico: toda América Latina y  el Caribe asisten con gran aten­
ción y  solidaridad al proceso argentino de reestablecimiento del 
Estado de Derecho, constitucional y  pluralista. Por otro lado, 
es un motivo de particular orgullo para el ILPES que este evento 
—uno de los más significativos en la  conmemoración de sus 
X XV años— ocurra precisamente en la  patria de su fundador, 
don Raúl Prebisch.
Congratulámonos con el CLAD y  con el Proyecto Regional 
de Naciones Unidas que le brinda cooperación, por la  elección 
de esta sede. Asimismo, es un acontecimiento sumamente feliz 
el haber contado con la Universidad de Buenos Aires como orgar 
nizador de este encuentro. Agradecemos el auspicio de la  Secre­
taría de la Función Pública y  de la  Secretaría de Planificación 
del gobierno argentino, esta última integrante del más alto 
foro intergubemamental que orienta la  labor del ILPES. Al 
Banco de la Ciudad de Buenos Aires agradecemos su eficiencia 
y hospitalidad, así como su patrocinio conjunto con el Banco 
de la Nación Argentina.
Tres grandes temas confluyen en la agenda propuesta: 
Democracia, Planificación de Economías de Mercado y  Gestión 
Pública. Todos se refieren a procesos históricos de gran tras­
cendencia, sujetos a un aprendizaje social que solo se puede 
evaluar cabalmente en una perspectiva de décadas o, aun, de al­
gunas generaciones. Todos ellos presentan en nuestra región 
trayectorias de gran complejidad. Herbert Simón, no hace mu­
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cho, dio como ejemplo de una trayectoria compleja el "itinerario 
de la hormiga”. Quizás la comparación valga para la  marcha de 
la democracia recuperada: que también avanza, se desacelera, 
casi se detiene, dobla a un lado, dobla al otro, pero no pierde 
su propósito y también carga un gran peso sobre sí misma. En 
su avance, la democracia va dejando detrás suyo el rastro deci­
sivo de una doble frontera: es como si se separase, grano a 
grano, de un lado, la sal amarga del despotismo y, del otro, el 
falso azúcar de la  anarquía social. Esto, en el ámbito interno . . .  
porque, ¿cuánto tiempo pasa, sin que desde el exterior no le 
arrojen  arena y, otras veces, piedras?
En la actualidad, la inconmensurable piedra del endeuda­
miento externo entorpece severamente la progresión de nuestras 
democracias. Hemos venido insistiendo en que ella es la verda­
dera piedra de toque, que conduce al conocimiento de cuáles son 
nuestras oportunidades efectivas de recuperación y  de desarro­
llo. Las relaciones de intercambio siguen declinando, continua­
mos perdiendo presencia en el comercio mundial, estamos a 
merced de una fluctuación errática de los tipos de cambio y  de 
saltos sorpresivos en las tasas de interés y, aun así, la deuda 
nos ha transformado en exportadores netos de capital. Simul­
táneamente, el Norte mantiene un control meticuloso sobre el 
proceso acelerado de innovaciones tecnológicas; con ello con­
centra más poder y  los engranajes de la  actual interdependencia 
bastan para reducir nuestros grados de libertad para form ular 
o concretar adecuadas políticas económicas y  sociales. Asimis­
mo, el debilitamiento del multilateralismo coincide con una 
nueva división del trabajo a escala mundial presionándonos, 
en conjunto, hacia otro ciclo histórico de marginalización y  
exclusión.
¡Estamos dando vueltas en un perverso círculo vicioso! La 
apertura política nos obliga a contemplar el desarrollo como acu­
mulación y producción física de bienes y servicios, pero tam­
bién como satisfacción real de las necesidades sociales que se 
han acumulado. Con firm e decisión, precisamos impulsar gran­
des transformaciones en nuestras economías de mercado para  
atender a estas necesidades. Sin embargo, algunas de las demo­
cracias recién resucitadas parecen sometidas a un régimen 
probatorio (como si unas fuesen otorgadas, otras tuteladas o 
toleradas) y, así, se conforma un cuadro institucional de rela­
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tiva libertad política, con reducido potencial reformista. En 
estas circunstancias, el nivel de desempeño de un gobierno 
democrático tiende a bajar, sobre todo en su rendimiento so­
cial . . .  y luego se diseminan las simientes del desencanto y del 
descontento. Se está, entonces, a un paso de que germinen y  
crezcan posiciones contestatarias en distintos estamentos de la  
sociedad civil. Recurrentemente, el círculo puede volver a ce­
rrarse  mutilándose, una vez más, la  libertad individual en 
nombre de la  seguridad del Estado, sustituyendo su legitimidad 
por un disciplinamiento social impuesto.
Dentro de este contexto, una nueva planificación puede 
desempeñar un importante papel movilizador de nuestras ener­
gías —dispersas en el sistema de mercado— para recuperar el 
desarrollo, con ritm o y calidad determinados por la  concerta- 
ción colectiva. Será, por cierto, distinta del pasado, ya que son 
otros los tiempos y, si perduran algunos problemas estructura­
les, tampoco sus soluciones serán las mismas. Nuestra recupe­
ración pasa indudablemente por la liberación de las energías de 
la  empresa privada, también por el fortalecimiento del sector 
público y —de toda forma— por una sutil combinación de la  
libertad de iniciativa con una orientación del desarrollo global, 
legitimada por el consenso social. S i esta región pretende ejer­
cer algún control sobre sus oportunidades futuras de desarro­
llo, necesitará —con seguridad— establecer un marco institu­
cional que combine, sabiamente, democracia con planificación 
y mercado.
En este marco, el ejercicio de las libertades políticas de­
berá ofrecer una doble protección al ciudadano común, defen­
diéndolo de la hegemonía de los intereses corporativos y, tam­
bién, de los propósitos autoritarios que partan del Estado. La 
agenda de preocupaciones de la  gestión pública se cruza, así, 
con los temas de la democracia y  de la planificación del desa­
rrollo. Es necesario discriminar allí las dos acepciones sobre 
el Estado: la de “aparato de poder”, dentro del cual se procesan 
las actividades de interés público, y  la  de Estado-Nación, en­
tendido como arena de interacción de los agentes sociales y  como 
expresión política de cada pueblo. En el prim er concepto, el 
Estado puede ser discreto y  debe ser eficiente; en el segundo, 
tiene que ser eficiente y  fuerte. En la democracia, el reto de la  
eficiencia del Estado se proyecta en ambos sentidos: en uno, se
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impone remodelar y  m ejorar el desempeño de la  burocracia; 
en el otro, la  tarea coincide con el desafío histórico de integrar 
nuestras sociedades nacionales y  preservar sus rasgos de identi­
dad y  soberanía.
Entendemos que el tema de la  reform a del Estado —que 
ciertamente centralizará muchos de los debates que ahora se 
inician— brindará la  oportunidad para discutir conjuntamente: 
democracia, planificación y  gestión pública. Democracia, por­
que importa que el Estado cuente con confianza cívica. Planifi­
cación, porque la  reform a del Estado adquiere sentido cuando 
va asociada a un proyecto colectivo de desarrollo. Gestión pú­
blica, como el gran telón de fondo para sistematizar un pensa­
miento sobre la  reform a del Estado y  convertirlo en propuestas 
concretas y  viables.
Finalizo con un acto de fe: que desde estas tres perspecti­
vas se coincida en la  urgencia para que los Estados de esta 
región estrechen sus vínculos de complementación económica 
y  de entendimiento político. Si no, será casi imposible que re ­
cuperemos el dominio sobre la formulación de nuestras propias 
políticas de desarrollo. Sin éste tendremos un débil comando 
sobre nuestras posibilidades de inserción dinámica en la  econo­
mía mundial del futuro.
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PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN PARA UNA DEMOCRACIA 
ACTIVA Y  PARTICIPATIVA
A r n o l d o  G a b a l d ó n
Para el Centro Latinoamericano de Administración para el De­
sarrollo (CLAD), actuar juntamente con la Universidad de 
Buenos Aires y  el Instituto Latinoamericano y  del Caribe de 
Planificación Económica y  Social (ILPES), como copatrocina- 
dor de un evento tan importante como el que estamos insta­
lando, es sumamente satisfactorio. Se trata, en efecto, de una 
reunión para analizar la  vigencia de la  planificación como ins­
trumento de gobierno para orientar el desarrollo, aspecto que 
en el contexto de la crisis económica adquiere especial relevancia.
Antes de adentram os en esta apasionante temática, permí­
tanme informarles brevemente sobre el» organismo que se me 
ha confiado el honor de presidir. El CLAD está integrado por 
21 gobiernos de América Latina y  del Caribe.
Nuestro Centro se ocupa de asesorar a los países miembros 
en la modernización de sus administraciones públicas. A través 
de sus intervenciones, el CLAD procura contribuir a modelar 
Estados más eficientes y  participativos, en donde la sociedad 
civil tenga m ayor capacidad de control de la  gestión pública y  
se constituya, por ende, en sólido apoyo para él afianzamiento 
de la democracia.
Entre los temas concretos sobre los cuales trabaja actual­
mente el CLAD podemos citar su Programa para la  Transfor; 
mación del Aparato Público, de manera que nuestros gobiernos 
estén en m ejor capacidad para enfrentar la  crisis económica 
que agobia a todo el continente; con el desarrollo de una geren­
cia pública profesionalizada, condición indispensable dentro de 
cualquier reform a administrativa para poder alcanzar adecua­
dos niveles de eficiencia; en la  gestión de programas sociales 
masivos; en la descentralización territorial para acercar el Es­
tado al ciudadano y  en la  promoción de mecanismos que hagan 
posible en términos prácticos la  participación social.
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El CLAD se ocupa también de asesorar en la introducción 
de los avances tecnológicos que se han hecho durante los últi­
mos años en el campo de las ciencias administrativas. En el 
diseño de programas de desburocratización utiliza como un eje 
básico de su acción la investigación rigurosa de las realidades 
organizacionales nacionales y  trata de estimular sistemática­
mente el desarrollo de la investigación .aplicada a la gestión 
administrativa en toda la  región.
Finalmente, el Centro se procupa por el establecimiento 
de una sólida red latinoamericana de información y  documen­
tación en el campo de la  administración pública.
Las anteriores funciones las adelanta el CLAD convencido 
de que por esa vía es posible aproximarse a una América Latina 
integrada y  solidaria, en donde la democracia constituya el úni­
co sistema de gobierno actuante.
No puedo dejar de form ular algunos comentarios generales 
sobre el tema central de la reunión que hoy comenzamos. Es 
necesario que los que creemos en la importancia de la  planifi­
cación, como un instrumento para aumentar la racionalidad en 
las decisiones del Esfhdo, estemos conscientes de que se ha 
venido a meños dentro del contexto latinoamericano en esta 
última década y  es preciso, por lo tanto, analizar objetivamente 
los factores que han incidido en tal situación de form á de poder 
hacer las correcciones pertinentes.
Éste será uno de los temas centrales a debatir y por eso 
no puedo perder la oportunidad de asomar algunas ideas al 
respecto. Considero en prim er término que una de las causas 
para que tal situación haya ocurrido reside en la brecha comu- 
nicacional que tradicionalmente ha existido entre el liderazgo 
político y  los planteles tecnocráticos. El pragmatismo como 
filosofía de gobierno lleva a muchos gobernantes a  pensar que 
la  planificación los ata, mermándoles margen de maniobra en 
su actuación. Como ha señalado Carlos Matus, “Lo que estamos 
presenciando en América Latina, con raras excepciones, es el 
dominio de la micropolítica sobre la gran política, del pragma­
tismo coyuntural sobre la imaginación y  voluntad del estadista, 
de la rutina sobre la creación. Presenciamos la  desarticulación 
de la táctica respecto a la estrategia del gobierno, y  esto con­
duce a la existencia de gobernantes gobernados por la  fuerza 
de los hechos”. Mas la culpa no es exclusivamente de los polí­
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ticos. Ellos tienen la responsabilidad de actuar en condiciones 
de serias incertidumbres frente a problemas sociales y  econó­
micos muy graves y  deben tom ar las decisiones con los ele­
mentos de juicio más a la mano. En circunstancias en que las 
oficinas de planificación, en la  mayor parte de nuestros países, 
han ido cayendo en manos de tecnócratas, que han hecho de 
la planificación un instrumento frío  para satisfacer metas que 
a veces no constituyen verdaderas demandas sociales, sino más 
bien deseos de una burocracia burguesa, estos entes han perdido 
su utilidad como soporte fundamental para la toma de decisiones.
La planificación, hemos visto por propia experiencia, de­
be tener alto contenido político. Hay que concebir la planifi­
cación, no solamente como una metodología para orientar la  
gestión pública en la búsqueda de la  eficiencia, sino como un 
instrumento para profundizar la democracia, a través de un pro­
ceso decisional que, a la vez que logre el m ejor uso de los 
recursos disponibles, involucre a los actores sociales corres­
pondientes. Es necesaria, pues, una planificación que le dé alta 
jerarquía a los mecanismos de concertación con el sector pri­
vado y también a la participación social, dándole sentido prác­
tico a la planificación local y regional, de manera que el pro­
ceso se lleve a cabo de arriba hacia abajo, pero también de abajo 
hacia arriba.
La planificación económica y social es un instrumento para  
la conducción del desarrollo. Por estar nuestros países sometidos 
a tal variedad de incertidumbres, la  planificación no puede 
obedecer a metodologías inflexibles, sino que debe considerar 
factores cambiantes frente a los cuales hay que proponer cami­
nos alternativos de acuerdo a las situaciones susceptibles de 
presentarse. De aquí, entonces, que la  planificación de nuestros 
países deba tener un alto sentido estratégico, pues de lo con­
trario pierde su valor.
Marcos Kaplan, enjuiciando los enfoques rígidos que han 
venido utilizando en su mayor parte los planificadores latino­
americanos, ha dicho: “La planificación resulta, así, no positiva 
ni creadora, inadecuada para prever, anticipar, orientar, ejercer 
un control dinámico para la generación deliberada del futuro. 
No suscita, moviliza, ni concentra el potencial de aspiraciones 
y energía de la sociedad según un proyecto colectivo”.
En Venezuela estamos sufriendo una situación de despres­
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tigio de la planificación desde hace algunos años, que estamos 
obligados a corregir. No habrá, en efecto, una acertada conduc­
ción a los asuntos del Estado, ni podrá dársele sentido a la 
participación social, si no logramos instaurar un sistema de 
planificación que corrija  las desviaciones que han hecho inope- 
rativo un instrumento absolutamente indispensable. De aquí 
que dentro de la  Comisión Presidencial para la  Reforma del 
Estado, creada por el presidente Jaime Lusinchi, le hayamos 
dado una alta prioridad a la  reivindicación de la  planificación. 
Dentro de las reform as del aparato económico hemos elaborado 
un anteproyecto de la Ley Orgánica para el Sistema Nacional de 
Planificación, con la esperanza de que una vez aprobada pase 
a constituir el marco de referencia para una planificación es­
tratégica y  democrática y se convierta en la  ayuda que requieren 
los dirigentes del país para poder orientar la  gestión pública 
hacia la consecución de progresivas metas de mejoramiento 
económico y  social.
Deseamos resaltar especialmente la  satisfacción del CLAD 
por compartir el esfuerzo organizativo tras este encuentro con 
el ILPES y la  Universidad de Buenos Aires. El ILPES ha sido 
tradicionalmente una institución de excelencia en el campo de 
la planificación económica y  social en la América Latina y  por 
eso nos enorgullecemos y  nos asociamos con entusiasmo en su 
25? aniversario.
Por su parte, la  Universidad de Buenos Aires, casa de 
altos estudios señera en América Latina, ha demostrado una 
vez más su contribución para que un evento de esta categoría 
fuera realidad, para lo cual ha colocado su enorme capacidad 
para ponerse en la vanguardia del desarrollo tecnológico y  res­
ponder a las necesidades de nuestros países.
Al director del ILPES, doctor Alfredo Costa Filho y  al equi­
po de la Universidad de Buenos Aires, conducido por su rector 
Oscar Shuberoff; el decano de la Facultad de Ciencias Econó­
micas, Leopoldo Portnoy y  el secretario académico de dicha 
Facultad, Abraham Gag, que tanta dedicación y  eficiencia han 
puesto en este encuentro, nuestras mayores expresiones de apre­
cio y  nuestra más alta complacencia por haber podido llevar a 
cabo, conjuntamente, este nuevo espacio de reflexión y  análisis 
sobre los vínculos de la  planificación y  la  gestión pública.
No puedo term inar estas palabras sin testimoniar una vez
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más nuestros agradecimientos por la  tradicional hospitalidad 
argentina. Asimismo, es justo reconocer el esfuerzo que el pre­
sidente Raúl Alfonsín viene haciendo por modernizar la  admi­
nistración pública argentina, en su empeño por consolidar 
definitivamente la  democracia en este generoso país. Enorme 
simpatía suscita en Venezuela su empeño por restablecer defini­
tivamente el único camino que puede garantizar el verdadero 
bienestar económico y  social, el camino de la  democracia activa 
y participativa.
Esperamos que este encuentro se realice dentro de francas, 
sustantivas y  no formales deliberaciones, centradas en nuestros 
grandes problemas, de manera que podamos sacar lecciones, 
los unos y  los otros, y  generar importante m aterial que pueda 
servir de referencia regional para la  formulación de diagnósti­
cos y, lo que es más importante aún, para la  consecución de 




DISCURSO DE INSTALACIÓN DEL PRIMER ENCUENTRO 
LATINOAMERICANO DE PLANIFICACIÓN Y  
GESTIÓN PÚBLICA
B e r n a r d o  G r in s p u n
El Sr. Presidente de la Nación, en la imposibilidad de asistir 
hoy a este acto inaugural, me ha solicitado personalmente que 
lo haga en su nombre y en el del gobierno argentino.
Es también en su nombre y  en el de nuestro gobierno que 
debo transm itirles la más cordial bienvenida a todos los parti­
cipantes aquí reunidos para dar inicio a este encuentro.
Es preciso destacar la relevancia y  complejidad de los obje­
tivos planteados. Los mismos se relacionan con la redefinición 
del papel del Estado y, por lo tanto, del de la gestión pública en 
los procesos de desarrollo económico y  social de los países de 
nuestra región. Los problemas que debemos enfrentar hoy no 
cuentan con soluciones preestablecidas y, de allí, la necesidad 
de un debate amplio, sistemático y  fundamentado, que solo es 
posible y  eficaz en un contexto que garantice el máximo grado 
de libertad política e intelectual.
El problema de fondo consiste en conciliar la  recuperación 
del crecimiento económico con justicia social y  fortalecer el 
modo de vida democrático. Para ello, es preciso adecuar las 
estructuras y  funcionamiento del Estado al nuevo papel que 
debe cumplir para el logro de los objetivos antes mencionados.
Lo expresado supone delinear y  construir un nuevo concepto 
de planificación y  de gestión de los asuntos públicos, ya que los 
paradigmas y  esquemas conceptuales actualmente disponibles 
no están en condiciones de responder adecuadamente a las nece­
sidades del momento actual. Esto requiere un gran esfuerzo de 
imaginación y  un intercambio de reflexiones y  experiencias, 
como las que a partir de este momento tendrán ustedes opor­
tunidad de realizar. Ésta, también, es una ocasión propicia para  
identificar m ejor los problemas, comparar sus diversas mani-
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testaciones nacionales y  a partir de allí delinear criterios y  es­
trategias de solución. Sabemos qué las democracias instauradas 
en buena parte de América Latina se debaten en la  más grave 
crisis económica que conoce la  región en lo que va del siglo. 
En este sentido, la crisis da lugar a acuciantes demandas de 
los sectores más desfavorecidos de la  población, que han visto 
llegar con la democracia la  hora de reivindicar la satisfacción 
de sus necesidades postergadas.
Estas justificadas demandas sociales desbordan la  capaci­
dad de respuesta de los Estados, que parecieran no estar en 
condiciones de responder, al mismo tiempo, a la  consolidación 
de los procesos democráticos, promover el crecimiento econó­
mico y  distribuir equitativamente la  riqueza socialmente pro­
ducida. Pero este dilema se resuelve si somos capaces, previa y 
paralelamente, de rom per las viejas rutinas e introducir las 
innovaciones conducentes de nuestros procedimientos, lo que 
implica dejar de lado paradigmas y  concepciones cuya racio­
nalidad obedece a condiciones históricas ya superadas.
El reconocimiento del desafío constituye ya un prim er paso 
para su solución. Ojalá que los frutos de este evento puedan 
servir para reforzar nuestras capacidades para enfrentar con 
éxito las tareas a que hemos sido convocados por nuestras res­
pectivas sociedades, lo que se  lograrla en gran parte al alcanzar 
una redefinición del papel y  del sentido de la  planificación y  
la gestión pública, en un tiempo de crisis. Bajo las actuales cir­
cunstancias concretas, nuestros pueblos esperan que sus élites 
intelectuales y  políticas aporten su contribución específica para  
garantizar soluciones eficaces y  oportunas a  los problemas 
planteados.
Permítaseme, por último, recordar que este encuentro se 
realiza dentro del marco de celebración del 25? aniversario del 
ILPES. La manera más fructífera de agradecer a este organis­
mo regional y  a su inolvidable fundador e inspirador, el Dr. 
Raúl Prebisch, lo realizado en todo este tiempo en beneficio de la  
región es propiciar un replanteamiento estructural del tema que 
se ha elegido como reflexión central en esta reunión. Será éste 
el m ejor homenaje al ILPES y  a  los hombres que en su seno, 
durante 25 años, siempre tuvieron la  honestidad intelectual y
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el valor m oral necesarios para poner en juicio lo ya logrado y  
cuestionar constantemente el enfoque y  el contenido de las res­
puestas que deben superar a  los tiempos y  a los desafíos nuevos 
de cada etapa histórica. Muchas gracias.
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PARA UN NUEVO DESARROLLO. . .
UNA PLANIFICACIÓN DIFERENTE
A l f r e d o  C o s t a  F i l h o
En el acto inaugural de este encuentro he tenido la oportuni­
dad de manifestar la  satisfacción del ILPES por haber podido 
incluir entre las conmemoraciones de sus 25 años este im­
portante encuentro entre planificadores y  administradores pú­
blicos. De hecho, cu lm in a aq u í u n a e tap a  de ap rox im ación  in s­
titu c io n a l y  de in tercam b io  in te lec tu a l en tre  e l ILPE S y  e l CLAD 
que ha marcado los últimos años y  que recibe hoy el auspicioso 
apoyo de la Secretaría de la  Función Pública y  de la  Universidad 
de Buenos Aires. Menciono al final la  Secretaría de Planifica­
ción, para destacar su respaldo a las actividades del ILPES que 
viene desde sus comienzos, cuando don Raúl Prebisch concibió 
el Instituto y  lo fundó en junio de 1962.
Los que abrimos esta prim era sesión de Trabajo debemos 
apuntar los cambios y  las tendencias más destacables en los 
dos temas de este encuentro; correspondiéndome el de la  Plani­
ficación en Economías de Mercado, y  al doctor Bernardo Kliks- 
berg, el de la  Gestión Pública. Lo ideal sería presentar aquí 
algunos aportes recientes de nuestras instituciones, respectiva­
mente el ILPES y el CLAD, en los temas establecidos, así como 
anticipar —desde nuestros puntos de vista— las percepciones 
que tenemos sobre las demás sesiones de trabajo. C iertam en te  
e s ta  p rim era  sesió n  se p re s ta r ía  p a ra  en fa tiz a r e l c a rá c te r u n i­
ta r io  e in teg rad o  de la  agen d a p ro p uesta. De mi parte no lo  
podré hacer, por razones de brevedad; me lim itaré al tema 
mismo de la  planificación y, al final, haré una breve referencia 
a su integración con la  gestión y  a su enseñanza, temas que 
serán debatidos en las sesiones siguientes de este encuentro.
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Prim era Parte 
LA NECESIDAD DE UNA NUEVA PLANIFICACIÓN
Una especie de teorema subyace aquí, que se resume en tres 
grandes proposiciones: un  casi-p o stu lad o : "La planificación es 
necesaria en las economías de mercado"; u n a h ip ó tes is : “En 
esas economías la planificación continúa mal" y  u n a te s is : "Si 
no se implanta una planificación m ejor tampoco se controlará 
la calidad del desarrollo futuro". Por cierto, la  fuente en que se 
inspiran las tres proposiciones son América Latina y  el Caribe 
cuyos 34 países constituyen una clara unidad geográfica, pero 
no un todo homogéneo para la reflexión sobre el desarrollo. En 
otros documentos, el ILPES ha tratado las particularidades de 
la  planificación en la región, razón por la cual me limito a re­
ferirlas en términos más generales. Tampoco trataré del desem­
peño de los organismos nacionales de planificación o de la  red  
institucional que, en cada país, tiene a su cargo las tareas de 
planificar. Debo añadir también que el ILPES está seguro de la 
importancia de su trabajo en el pasado y  si hoy asume una pos­
tura de revisión teórica y  metodológica de la  planificación, esto 
se debe a su certeza de que los tiempos y  los problemas del 
desarrollo han cambiado.
En rigor, como sabemos, los postule dos dispensan demos­
traciones . . .  pero como la  n ecesid ad  de p la n if ic a r en  econom ías 
de m ercado  es un  asun to  a ltam en te  po lém ico , lo he precedido de 
un “casi". Recuérdese que desde los extremos del espectro ideoló­
gico suelen provenir las más duras críticas a esta necesidad: 
de un lado,, en los casos en que se postula la  imposibilidad de 
planificar sin un control centralizado de los medios de produc­
ción; desde el opuesto, cuando se arrem ete contra cualquier 
regulación orientadora del desarrollo, privilegiando el sistema 
de precios como instrumento solvente, tanto para promoverlo 
como para conducirlo. La realidad no parece favorecer ni a una 
ni a otra de ambas posturas.
Múltiples argumentos pueden ser expuestos para abonar la  
necesidad de planificación en economías de mercado y  entre 
ellos los siguientes. Un p rim ero , p rá c tic o : coexisten en nuestras
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sociedades distintas form as de propiedad: estatal, privada, coo­
perativa, transnacional, además de algunas formas mixtas; cada 
una responde a designios propios que ameritan algún esfuerzo 
de coordinación a nivel de la sociedad como un todo. E l segundo, 
teó rico : se sabe que las ofertas y  demandas efectivas jamás 
coordinan automáticamente a largo plazo y, así, en esa perspec­
tiva, las economías de mercado exigen algún liderazgo político 
como gran elemento orientador. Un tercero , técn ico  (y  de im­
portancia más contemporánea): actualmente los sistemas de 
precios relativos orientan mal la asignación de recursos, por las 
siguientes razones: estructuralmente, porque los afecta el desa­
rro llo  vertiginoso de las nuevas tecnologías; coyunturalmente, 
porque padecen a la  vez de una doble inestabilidad: desde afue­
ra, sufren la fluctuación de las tasas de cambio a partir de 1973 
y, posteriormente, las maniobras con las tasas de interés y  con 
los precios de los productos básicos; desde adentro, porque la 
aceleración inflacionaria en gran parte de la  región distorsiona, 
de manera desigual, la formación de los precios. Un cuarto , 
tác tico : los propios organismos internacionales de cooperación 
económica han sido renuentes a apoyar a países desprovistos 
de programas, más o menos detallados, sobre el uso de los re­
cursos que ellos canalizan. Un quinto , estra tég ico : un plan, que 
indicara adecuadamente alternativas viables de desarrollo futu­
ro, podría constituirse en un vital instrumento para movilizar 
las energías disponibles en un país, y orientar m ejor su inser­
ción en la economía mundial del futuro. Un sexto  y  ú ltim o , 
ló g ico : la nueva dinámica tiende a pulverizar la división inter­
nacional del trabajo y  se hace acompañar de una "explosión de 
especialidades"; crece así, en nuestras sociedades ultradiversi- 
ficadas, la necesidad de un esfuerzo colectivo de selección, ar­
ticulación y  coherencia de sus objetivos e instrumentos de 
desarrollo.
Examinemos ahora la proposición que he designado como 
“nuestra hipótesis": pese a su necesidad, " la  p lan ificac ió n  con­
tin ú a  m a l”. Al respecto, habría un sinnúmero de indicadores 
de los cuales, una vez más, tomaré solamente algunos. Un p ri­
m ero , de c a rác te r em p írico : se viene registrando poca correla­
ción entre el desarrollo concreto y  sus correspondientes planes 
nacionales. Un segundo, de an á lis is  h istó rico  reciente; la  plani­
ficación anduvo mal en los '70, mientras se divulgaba la idea de
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que la captación de ahorros externos "baratos" atendía por sí 
sola las necesidades esenciales sobre el ritm o y  sobre la  calidad 
del desarrollo; y, contradictoriamente, cuando en los ’80 debiera 
ser irreemplazable, continúa postergada, delante de una clara  
preferencia de los gobiernos por las políticas de corto plazo, 
donde se termina por privilegiar siempre las variables financie­
ras por sobre las variables reales. Un tercero , m etodo lógico : en 
su gran ímpetu cuantificador, la  planificación continúa muti­
lando a la realidad para que quepa en modelos que ofrezcan 
la fantasiosa sensación de que la realidad misma está bajo con­
trol. Un cuarto , de conten ido socio lóg ico : continúa cierta ten­
dencia a “fetichizar” el Estado como el gran protagonista del 
desarrollo, mientras que, en las economías de mercado, la  ini­
ciativa empresarial jam ás debería ser omitida. Un qu in to  in d i­
cador, m ás b ien  u tó p ico : muchos planes continúan exagerando 
los cambios que pueden ayudar a introducir, tanto porque so- 
brevaloran la  solidaridad entre los agentes sociales concretos, 
como porque postulan no rara  vez, transformaciones no admiti­
das por las fuerzas que, en cada caso, detentan, hegemónica- 
mente, el poder. Un sexto , con a lgú n  buen hum or podríam os 
co n sid erar de tipo  “térm ico ”: en pleno "calor” de la  crisis actual 
muchos planificadores continúan ofreciendo como solución "con­
gelar” los problemas en un minucioso "documento del plan”, 
en cuyo caso, mientras se escribe el docum ento. . .  los demás 
agentes sociales escriben la  historia. Otros dos indicadores son 
más bien del entorno en el cual se inserta la  planificación. 
Un séptim o , de c a rá c te r é tico : cualquier plan suele ser encarado 
sospechosamente por quien pretende ejercer alguna modalidad 
de presión ad-hoc sobre la  asignación de recursos públicos; en 
esta perspectiva, aun el plan más tradicional puede ser resis­
tido como un factor que impide o dificulta un manejo inade­
cuado o improvisado de los recursos. Un octavo , de c a rác te r  
d o ctrin ario : la  planificación también va mal porque se su­
merge en una nueva ola neoliberal que, producida en los países 
más desarrollados, reflota —tanto en el debate académico como 
en los gobiernos del Tercer Mundo— las tesis que sostienen la  
necesidad de “desreglamentación” y  qqe exaltan las virtudes de 
un Estado anémico.
Finalmente, arribamos a la  tesis: “s i no p racticam o s un a  
p lan ificac ió n  m ejo r, renunciam os a  co n tro la r la  ca lid ad  d el
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d esarro llo  en  n u estra s econom ías de m ercado”. Me propongo 
abordarla según tres órdenes de ideas: inicialmente, llamando 
la  atención hacia la  dinámica económica actual que es —a nues­
tro  juicio— “sui-generis”; a continuación, puntualizando algu­
nas nuevas percepciones que deberían ser incorporadas al aná­
lisis y  a la  orientación del desarrollo en nuestras economías de 
mercado; y, por último, esbozando los principales requisitos 
que deberla cumplir una nueva planificación.
Una nueva d in ám ica económ ica
Estamos dentro de un nuevo torbellino de la  historia y  no 
basta con decir que la  historia se acelera; hace por lo menos 
dos siglos que su aceleración viene creciendo. Se trata  de un  
fenómeno más reciente, cuyos factores detonantes se dispersan 
por esta segunda postguerra. Por su complejidad y  trascenden­
cia, no cabe por cierto caracterizarla en los exiguos limites de 
esta exposición; sin embargo, algunas de sus peculiaridades son 
esenciales para los temas que aquí tratamos: planificación y  
gestión pública. Dos fenómenos distintos, pero articulados entre 
sí, deben ser señalados. Uno, e l cam bio  de fu n cio n alid ad  de la  
acum ulació n  de conocim iento  c ien tífico  y  tecno lógico : jamás 
en la  historia ha sido tan estrecho su vínculo con la  producción, 
si se la  toma a  escala mundial. Dos, que sim u ltán eam en te se  
a lte ró  la  e s tra te g ia  b ás ic a  de p roducción  y  com ercio  en  la s  
em p resas que o peran  a  e s ta  esca la . El prim er fenómeno aumen­
tó la ponderación de los “insumos de conocimiento" en las fun­
ciones de producción; el segundo se tradujo en un cambio 
acelerado de procesos y  productos (para maximizar las ganan­
cias) y  en el control de los mercados y  de las innovaciones tec­
nológicas (para minimizar los riesgos).
Ambos fenómenos, que se irradian desde los principales 
países desarrollados, están produciendo una acentuada disper­
sión en la  división internacional del trabajo, con una innegable 
"explosión de especializaciones”. Transnacionalización de la 
producción, revolución en las tecnologías de información, po­
larización de bloques de poder a escala mundial, nuevo patrón  
de competencia entre los propios países desarrollados, interna- 
cionalización de las comunicaciones, mayor y  más asimétrica 
interdependencia entre los distintos países, una articulación dis­
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tinta entre las diferentes esferas mundiales del capital (produc­
tivo, comercial y  financiero) y  el agotamiento del marco multi­
lateral de regulación de la  economía global, son otras tantas 
facetas de esta nueva dinámica, sobre las cuales no me extenderé. 
Como conclusión de esta parte solo quiero destacar dos grupos 
de consideraciones. P rim ero ; con la  d iv ersificac ió n  fren é tic a  de 
productos y  p rocesos p roductivo s —acom pañada de u n a n a tu ra l 
d iv ersificac ió n  en la  esp eciá lizac ió n  d el tra b a jo — se  to m aro n  
m ucho m ás co m p lejas n u estra s sociedades y , p o r ende, sus 
procesos de d esarro llo . Esto es verdad, tanto porque se m ulti­
plican las células y los grupos funcionales que constituyen el 
tejido social, como porque se tom a más imbricada y  recurrente 
la tram a de sus interrelaciones. En esta perspectiva, la  orien­
tación del nuevo desarrollo implica el uso de técnicas de análi­
sis y predicción mucho más potentes que las tradicionalmente 
practicadas en esta región. Segundo, e sa  m ism a d iv ersificac ió n  
d iso cia , en  e l esp ejo  de la  h isto ria , la s  im ágenes v irtu a le s  del 
fu tu ro  de lo s m eros re fle jo s  de hechos d el p asado . En otros 
términos: el presente pierde sentido como centro de simetría  
entre el tiempo pasado y  el futuro. En consecuencia, la orienta­
ción del desarrollo a largo plazo se confronta con nuevas ca­
tegorías de incertidumbre, que tampoco recogen cabalmente los 
modelos de planificación practicados hasta ahora, a despecho 
del innegable progreso que ellos han tenido.
E l requerim ien to  de nuevas percepcion es
La planificación y  la gestión pública en los años venideros serán 
muy afectadas, a  nuestro juicio, por esos cambios históricos. 
De partida, cumple renovar la aproximación teórica al desarro­
llo, que continúa impregnado de la noción de equilibrio y  asen­
tado sobre una fuerte tradición determinista. La nueva diná­
mica —de este final de siglo xx y  de los comienzos del próxi­
mo— exige que se encare el desarrollo como un proceso abierto 
y de alta complejidad, con una estructura divergente e intrín­
secamente inestable. Para la predicción, muchas series de tiem­
po pierden así su funcionalidad . . .  y  detrás de ellas pierden 
fuerza las escuelas que buscaban leyes rígidas o de regularida­
des estocásticas para explicar el cambio social. La creatividad 
del hombre, más asociada al aparato productivo internacional,
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hace que el “mañana” sea cada vez más distinto del “ayer”. 
Por otro lado, en las sociedades más complejas se multiplica­
rán las explicaciones de sus propias realidades y  sus gobiernos 
se verán forzados a  recoger esta multiplicidad; les será cada 
vez más difícil imponer hegemónicamente su propia visión como 
“la  visión correcta”. E sta  re la tiv iz ac ió n  d el sab e r ex ig irá  tam ­
b ién  nuevos conceptos de “co n tro l so c ia l”:  éste, por un lado, 
tendrá que ser altamente dinámico (pues ya no hay duda: “lo 
que no cambia se degrada” ) y, por otro lado, convendrá que 
sea democrático y  no conminativo (pues sería más fácil ejer­
cerlo en sociedades que desarrollaran su potencial de auto- 
regulación). S i planificar es preparar la  toma de decisiones y  
si “tom ar decisiones” implica siempre un ejercicio de poder, 
la nueva planificación será necesariamente concebida y  ejerci­
tada en situación de poder compartido. La concertación entre 
agentes sociales —ya defendible por razones éticas— sería tam­
bién técnicamente imprescindible en la conformación de las 
grandes decisiones colectivas.
Se im pone re fo rm u la r la  p lan ificac ió n
El ILPES viene insistiendo —desde hace algún tiempo— en que, 
en nuestras economías, la  antítesis de planificación “no es el mer­
cado”, sino, más bien, “la indiferencia ante el futuro”. En el 
límite, esto puede ser asi interpretado: en cualquier horizonte 
temporal futuro basta con que un camino viable de desarrollo  
sea preferido por un agente social con respecto a otros . . .  y  
estará allí presente la  necesidad de planificar. Pero bajando a 
un nivel más concreto, concluiré esta parte meramente puntua­
lizando algunas peculiaridades que, a  nuestro juicio, debería 
tener una nueva planificación, a  partir de esta segunda mitad 
de los años 80.
Punto A — Desde luego, debe garantizar coherencia a  la actividad 
interna del Sector Público y, al mismo tiempo, reducir 
la incertidumbre de todos los agentes sociales respecto 
del futuro (especialmente del sector em presarial que 
decide la asignación de capital en las tres esferas: pro­
ductiva, comercial y financiera);
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B — Necesita contem plar escenarios alternativos, sobre las 
posibilidades del .desarrollo, proceso éste que se sabe 
esencialmente inestable y  divergente;
C — En asociación con ello, debe emplear técnicas que pre­
paren ágilm ente decisiones en cada nueva situación  rea l 
del desarrollo económico-social (estuviera o no prevista);
D — Impone que se aparte de su tendencia determ in ista, 
especialm ente incorporando lo “cualitativo", y  de su  
trad ición au to ritaria , valorando la cooperación y con- 
certación entre los agentes sociales;
E — No bastará “concertar” la ejecución: Ja p lanificación  
solo tendrá sentido s i las d istin tas fuerzas que com­
parten  e l poder son consideradas desde su  in icio . En 
este orden de ideas, los modelos de programación eco­
nómica precisarán completarse con alguna considera­
ción explícita de variables sociales y  políticas.
F — P recisaría ser selectiva y  c la rifica r las opciones viab les 
de m ovilización de recursos (productivos, comerciales y  
financieros, tanto internos como externos) más decisi­
vas para acercar la sociedad a sus principales objetivos 
de desarrollo;
G — Es im prescindible que sea absolutam ente pragm ática  
(sin ser pedestre), apoyando el tratamiento y  la solu­
ción de los problemas más inmediatos del desarrollo. 
Productividad - salarios • ganancias despuntan como 
una trilogía muy concreta de variables que jamás se 
debiera omitir en la orientación concertada de las eco­
nomías de mercado.
H — De ningún modo la  p lan ificación deb iera constitu irse 
en un ejercicio  básicam ente form al —convertida en una 
mera técnica de captación y manipulación de infor­
maciones—, divorciándose de alguna interpretación ex­
plícita de la dinámica social que pretenda, de algún 
modo, afectar. En el pasado reciente, esta separación, 
entre su contenido socioeconómico y  su propuesta for­
mal de producción de decisiones, viene siendo una de 
las fallas que cabe superar.
I — Convendría que se reservara un tratam iento  especial 
p ara los program as de m ayor relevancia social y de 
apoyo a las capas más débiles y  no organizadas de la 
sociedad, para lo cual sería saludable acercarse, en par­
ticular, a la labor desempeñada por organismos no 
gubernamentales; la planificación debería perfeccionar
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técnicas que ayudaran a elevar su nivel de organización 
social y  de significación económica;
J  — También, conforme hace tiempo viene insistiendo el 
ILPES, los esfuerzos de p lanificación del desarro llo en  
la  región tendrían  que contener una solución viable y  
duradera del endeudam iento externo, tema que se ar­
ticula con diferentes aspectos de las relaciones de la 
región con el resto del mundo. Perseguir más y mejor 
desarrollo sin una solución adecuada de este problema 
básico parece hoy altamente utópico.
K  — Por fin, seria  im perdonable que prosiguieran los vacíos 
en tre las propuestas de p lanificación y  orientación del 
desarro llo  a  largo  plazo y  tres lineas de decisiones gu­
bernam entales corrientes: la que se refiere a la asignar 
ción de los recursos públicos; la que apunta a la articu­
lación coherente de las diferentes políticas instrumen­
tales de corto plazo y, en particular, las que hacen a la 
gestión pública propiamente dicha. Pero este último es 
el tema de mis palabras finales.
Segunda Parte
EL ACERCAMIENTO A LA GESTIÓN PÜBLICA Y  LA 
FORMACIÓN DE RECURSOS HUMANOS
En esta últim a parte —mucho más breve que la  anterior —quie­
ro  señalar algunos aspectos de las relaciones entre planificación 
y  gestión pública y  señalar unas pocas sugerencias sobre la  
formación futura de cuadros técnicos, temas que serán tratados 
con detalle en las próximas sesiones de este encuentro.
Respecto al prim er aspecto, no cab e d u d a de que p lan ific a ­
ció n  y  gestió n  p ú b lic a  se  h an  ign o rad o  m utuam ente en  e l p asado . 
Las culpas están de ambos lados —probablemente más del lado 
.de la  planificación—, pero no se trata  de transform ar este en­
cuentro en jun ritual colectivo para exorcizarlas. Quiero refe­
rirm e, sí, a  algunos equívocos que probablemente hayamos co­
metido ambos —planificadores y  administradores— por el hecho 
(además irrem ovible) de trabajar con ciertas tradiciones meto­
dológicas frecuentes en las ciencias sociales. Algunos, con una vi­
sión utópica del Estado han practicado un mecanicismo estricto, 
tomando la  organización burocrática como un paradigma webe-
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riano de racionalidad. Otros, han exagerado las analogías entre 
sus campos de especialidad y  el mundo orgánico y  se ha asimi­
lado la  sociedad al concepto de un cuerpo homeostático; de 
nuestra parte, se ha insistido en el “plan como anti-azar" y  de 
la  parte de la  gestión se han buscado las leyes “determinantes” 
del comportamiento burocrático. También, cuántos fueron —de 
uno y otro lado— los que deglutieron la teoría de sistemas y  
—a veces—, digeriéndola mal, abusaron de sus conceptos en 
similitudes forzadas entre fenómenos naturales y  los fenóme­
nos mucho más complejos de la  realidad sociopolítica.
Sobre cualesquiera de esas rutas, unos y  otros hemos cier­
tamente contribuido a que lo s tem as de p lan ificac ió n  y  d e gestió n  
p ú b lica  fu esen  om itido s —o poco p riv ileg iad o s— en  la  agen d a  
d el d eb ate p o lítico . Ésta parece ser una mancha común en las 
páginas de nuestras dos historias. S in  embargo, no se justifica  
que permanezca: ayudando a  racionalizar el proceso de deci­
siones públicas (lo  que deberíamos hacer los planificadores) o 
concibiendo y  operando la  propia organización del aparato 
estatal (lo que hacen los administradores), nuestras propuestas 
jamás tendrían que haber omitido las relaciones de poder, en 
las sociedades donde hemos trabajado.
En el presente, hay una serie de circunstancias que nos 
aproximan y entre ellas la  propia reflexión de autocrítica y  
renovación que estamos llevando a  cabo en el U P E S y  en el 
CLAD. De am bos lad o s, estam os convencidos de que p lan ific a ­
ción  y  gestió n  p u b lic a  deben co n trib u ir p a ra  e le v a r la  cap ac id ad  
de go b ern ar; asimismo, que solamente estamos entre los facto­
res necesarios para elevarla, pero no entre los factores suficien­
tes. La dependencia externa (o  la  interdependencia asimétrica); 
los problemas económicos y  sociales internos, acumulados de­
cenio tras decenio, y  el progreso alcanzado en la relación entre 
nuestros Estados y  nuestras sociedades, son factores más decisi­
vos que un pacto de cohesión entre planificadores y  adminis­
tradores. Al mismo tiempo, comprendemos que este pacto puede 
ayudar a eliminar al menos una parte de la  ineficiencia relativa  
de nuestros Estados.
Con m iras al futuro, me parece de vital importancia que 
hayamos acordado que hay similitudes entre nuestras labores, 
de las cuales destaco solo algunas. U na, el reconocer que lidia­
mos con instituciones humanas, por lo tanto con fuertes déficits
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de información y  con fenómenos donde no son suprimibles las 
fuerzas de tensión y  de conflicto. Dos, que, por debajo de la  soli­
citud genérica de m ayor eficiencia del Estado, debemos deslin­
dar las demandas especificas de agentes sociales concretos como, 
entre otros, empresarios privados, sindicatos, organismos no- 
gubemamentales y  capas de población poco o no organizadas. 
T res, que en nuestras economías mixtas, cuando operamos desde 
el aparato estatal, incidimos sobre fenómenos de dinámica so­
cial más complejos que los que afronta una empresa privada y  
que, sin embargo, siempre dispondremos de un poder de inter­
vención más limitado que el de sus directivos; por ello, la  mera  
comparación mecánica de indicadores de eficiencia entre los 
sectores gubernamental y  privado padece de una debilidad in­
trínseca: la  de medir con una falsa unidad común magnitudes 
que son fundamentalmente distintas. C uatro , estamos conven­
cidos de que —en los próximos años— tanto planificadores 
como administradores públicos tendrán que trabajar en condi­
ciones de extrema austeridad fiscal; la  limitación de recursos 
pesará como una espada de Damocles sobre todas nuestras pro­
puestas futuras que busquen elevar la  capacidad de gobernar. 
Por fin, cinco , reconocemos que todos nosotros operamos en 
un campo de fuerzas polarizado por relaciones concretas de 
poder y  que nuestras labores estarán muy condicionadas por el 
espacio abierto a la  participación ciudadana. De hecho, este 
último consenso nos llevó a  proponer juntos, como elemento 
galvanizador de este encuentro, el tema de “La democracia 
frente al reto del Estado eficiente”.
Con mis palabras de cierre quiero tocar, aunque sea apenas 
tangencialmente, el último tema de este encuentro, relacionado 
con la formación de los planificadores y  administradores pú­
blicos. Deseo solo plantear dos órdenes de brevísimas sugeren­
cias. En prim er lugar, que p arece conveniente d a r m ayo r én fasis  
a l cá lcu lo  d ec is io n al estra tég ico  y  la  gestió n  e s tra tég ic a : esto 
implica form ar especialistas casi obcecados por el largo plazo 
pero, al mismo tiempo, con una mentalidad favorable a tratar 
el cambio social acelerado y  no solo preparada para analizar 
la permanencia y  el equilibrio. Es necesario que también ten­
gan capacidad para actuar con solvencia y  agilidad ante las sor­




En segundo lugar, quisiera rem arcar que algunos aspectos 
de la formación futura de planificadores y  administradores pre­
sentarán obvias similitudes con la  formación necesaria del ciu­
dadano del futuro. Uno, habrá que adaptarlo profesionalmente 
al cambio estructural que se está produciendo en lo  económico 
y  en lo social, lo que involucra asentar toda la  educación futura  
sobre un nuevo realismo. Dos, habría que enfatizar la  formación  
de un nuevo hombre, atento al cambio, apto para vivirlo y  capaz 
de coexistir con la transformación social permanente sin perder 
su propia identidad. T res, sería importante adiestrarlo para el 
ejercicio combinado de nuevas racionalidades —a veces técnica, 
a veces política—, pero insistiendo simultánea y  permanente­
mente en la  prevalencia de los valores m orales básicos. C uatro , 
sería deseable poder reeducarlo para una convivencia social que 
privilegiará la  cooperación y  la  solidaridad por sobre la  com­
petencia y  el conflicto y  para una actuación política en la  cual 
pueda expresar conscientemente su voluntad en ese indefinido 
espacio que se abrirá entre la  inercia y  las herencias del pasado 
y  las innovaciones e incertidumbres del futuro. Por último, 
cinco , sería ideal que pudiera reivindicar la  modernización, 
pero acompañada de una adecuada combinación de libertad y  
de justicia; lo que exigiría ofrecerle condiciones para  una fo r­
mación cívica que hiciera de cada uno un defensor consciente 
de la  soberanía y  de la  identidad cultural de nuestros pueblos.
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I. EL “GRAN DEBATE”
Las principales fuerzas políticas y  sociales de América Latina 
han pasado a form ular de modo cada vez más explícito y  opera- 
cionalizado una serie de preguntas concretas sobre el Estado. 
Es lógico que estas preguntas vayan tomando form as más mar 
sivas y  acuciosas. Nuestros pueblos se debaten en una encruci­
jada histórica. Por una parte, avanza el gran proyecto de cons­
tru ir democracias estables, proyecto de “larga duración”, pic­
tórico de promesas. Por otra, la  presencia, a  partir de los '80, 
de la crisis económica más aguda por la  que ha atravesado la  
región en el siglo. Amplios sectores de la  estructura social perci­
ben que el Estado va  a jugar un rol absolutamente estratégico en 
la  resolución de este dilema histórico de fondo. En consecuencia, 
plantean de modo cotidiano cuestiones totalmente sustantivas.
¿Cómo hacer eficiente el Estado actual, que presenta niveles 
limitados de productividad en extensas áreas? ¿Cómo abrir ese 
Estado y  transform arlo en un Estado a  tono con las bases del 
proyecto democrático, en un Estado cercano a  la  ciudadanía, 
transparente y  dispuesto a  la  comunicación, al diálogo y  al con­
tro l social? ¿Cómo conseguir form ar una generación de gerentes 
públicos capaces de actuar con eficiencia técnica y  criterio na­
cional en la  toma de decisiones básicas? Las preguntas continúan 
y  culminan en una central: ¿será ello viable? ¿Por qué han fra­
casado una y  otra  vez las promesas en esa dirección, los planes 
más ambiciosos, los sucesivos proyectos de “reform a adminis­
trativa”?
¿Qué posibilidad existe, en términos de ciencia v  tecnología 
de gestión, de dar respuestas razonables a  estas preguntas? Ber- 
ñSfcTScháffer, quien dirigiera el Instituto de Desarrollo Econó-
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mico de la Universidad de Sussex, señala, respecto al “estado de 
las artes” en la materia, que “la administración pública, como 
convencionalmente es entendida y pensada, aparece como una 
materia inflada, autoimportante, aujtoindulgente, bastante peri­
férica a los hechos del comportamiento político y administrativo 
y a las fuerzas que modelan el cambio social”.1 Su incisiva carac­
terización describe lo que podríamos llamar paradigma tradicio­
nal en materia de reflexión y acción sobre la administración 
pública. ¿Será posible pasar de ese paradigma tradicional a otro 
estadio distinto que pueda dar algunas respuestas más efectivas 
que los fracasos que han colmado el escenario de las reformas 
del Estado? ¿Cómo hacer este tránsito? Ése es el tema central 
en que nos queremos concentrar. Creemos que hay cursos signi­
ficativos de cambio en este aspecto en la realidad regional con 
apoyo y referentes a nivel internacional, que son probablemente 
los inicios de una posibilidad seria de llegar a respuestas efecti­
vas. Nos proponemos explorar estos esfuerzos de revisión con­
ceptual y técnica. Para ello trabajaremos tres momentos de aná­
lisis sucesivos.
En primer término, se hallan en activo desarrollo cuestiona- 
mientos de fondo a los que nos permitimos llamar “cuellos de 
botella conceptuales" en materia de trabajo en la administración 
pública, ciertos estilos y modelos de razonar todo el problema 
que llevan necesariamente a caminos sin salida. Muchos de esos 
abordajes son actualmente impugnados por diferentes perspecti­
vas y aproximaciones. En un primer momento vamos a tratar de 
poner en foco algunos de estos cuestionamientos.
En segundo lugar, pasaremos de los esfuerzos críticos a la 
labor efe estructuración de propuestas técnicas alternativas tam­
bién en marcha.
Formularemos señalamientos sobre algunas de las líneas en 
que se están desarrollando los comienzos de una nueva frontera 
tecnológica en materia de análisis y gestión del aparato público.
En un tercer momento, examinaremos cómo, utilizando al­
gunos de los insumos intelectuales y prácticos suministrados por 
los dos procesos anteriores y en estrecha interacción con ellos, 
se está produciendo en América Latina un nuevo ciclo de movi­
1 V er P e te r Self. What’s gone wrong with public administration? 
Public A dm in istra tion  an d  D evelopm ent. Royal In s titu te  o f P ublic Admi­
n is tra tio n , octubre-diciem bre, 1986.
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mientos de reforma del Estado que puede denominarse la "re­
forma de la reforma”.
Vamos a desarrollar esta agenda a un nivel introductorio, 
tratando de aportar señalamientos esquemáticos que puedan dar 
idea de las líneas del “gran debate" en curso. Por otra parte, tra­
bajaremos solo a nivel de tendencias generales, sin ingresar en 
sus modos específicos de presentación diferenciada en las diver­
sas realidades.
II. CUESTIONANDO LOS “CUELLOS DE BOTELLA
CONCEPTUALES”
El modo de pensar el problema de la “administración públi­
ca convencional” presenta múltiples deficiencias que obstruyen 
el avance en la producción de acontecimientos y la generación 
de cambios efectivos en el aparato público. Veremos algunos de 
ellos, en nómina obviamente no taxativa.
A. Las insuficiencias del “discurso”
En primer lugar, es posible hacer un serio cuestionamiento a las 
insuficiencias metodológicas y epistemológicas características del 
tratamiento usual de todo el tema. Esto tiene relevancia a nivel 
científico básico, pero también la tiene en términos de opinión 
pública cotidiana. El discurso relativo al Estado tiende a ser, en 
América Latina, un discurso que practica, entre otros, los siguien­
tes “estilos”:
En primer lugar, es un discurso a-histórico. Pareciera que el 
tema de la administración pública, de su ineficiencia, del creci­
miento del sector de empresas públicas, etc., fuera un tema que 
se puede analizar al margen del proceso histórico-social gene­
ral, cuando, por el contrario, solo se entiende seriamente insta­
lándolo en el mismo. Ninguno de los procesos típicos del aparato 
público actual ha surgido de la nada, sino de un decurso cuya 
lógica es absolutamente imprescindible pesquisar para entender 
las fuerzas subyacentes y extraer conclusiones acerca de la po­
sibilidad de influirlas hacia el futuro. El “discurso” tiende a 
enfocar exclusivamente la coyuntura inmediata, sin ingresar en 
el análisis histórico. Allí pueden aparecer como “patologías" lo
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que son históricamente respuestas funcionales y obviarse los 
reales problemas estructurales acumulados a través de procesos 
de largo plazo.
En segundo término, el discurso es normalmente no desagre­
gado. Los rótulos son de carácter absolutamente global. Así, se 
habla de la administración pública “metafísicamente”. En cual­
quier Estado latinoamericano coexisten diversos tipos de apara­
tos públicos: el gobierno central, que es un tipo de administración 
de orden usualmente tradicional; el sector de empresas públicas 
es otra “administración pública”, más moderna; las entidades 
autónomas son otra distinta, y las burocracias regionales y mu­
nicipales otra. Entonces, ¿qué valor práctico tiene hablar de la 
administración pública en forma genérica? La administración pú­
blica global es heterogénea y altamente diferenciada. El discurso 
no desagregado lleva a una marcada pobreza en el análisis y en 
las conclusiones. Por ejemplo, algunas investigaciones significa­
tivas realizadas en los últimos años en Europa, sobre el fenó­
meno de la corrupción administrativa, ilustran lo que es basar 
un discurso en categorías absolutas o en abordajes desagregados. 
El manejo del tema es en América Latina genérico y cae en con­
clusiones “círculo vicioso” infecundas. Al tratar el problema en 
los casos europeos citados con rigor y producir estadísticas, se 
procuró establecer las relaciones entre los fenómenos de corrup­
ción y diversas variables y llegar a tipologías. Así, en algunos de 
estos trabajos se señala que probablemente es mucho más im­
portante la “clase” de corrupción que se da en el proceso de 
formulación de la política pública que aquélla más visible pro­
ducida en el proceso de implementación de la misma. Son dos 
formas de corrupción diferentes con efectos de diverso peso en 
el funcionamiento global.
El discurso es a-histórico, no desagregado y, en tercer térmi­
no, no es comparativo. Un criterio metodológico básico en el 
campo de lo social es tratar de ver las características que 
adquieren los mismos tipos de procesos, vis á vis con otras 
realidades regionales e internacionales. Ello enriquece las posibi­
lidades del análisis. Este criterio central de trabajo es poco apli­
cado en el modo como el discurso razona sobre la administra­
ción pública. No se paraleliza seriamente con procesos similares 
en otras áreas en desarrollo o con el mundo desarrollado.
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B. Las dificultades en los niveles de análisis
Una seria dificultad para avanzar es la que surge de los niveles 
de análisis en los que tiende a moverse el trabajo sobre la ma­
teria en la región. Por un lado, existe una perspectiva “macro” 
que trata el tema de la administración pública a nivel de “la 
gran teoría"; lo examina como una especie de derivado inferior 
del gran tema de la reflexión sobre el desarrollo económico-social, 
sobre la dependencia, sobre la teoría política del Estado Latino­
americano, etc. Dicho gran tema es absolutamente válido y fun­
damental, pero en sí mismo no capta la especificidad del aparato 
público, proceso histórico particular dentro del proceso histó­
rico global. Desde la sola gran teoría es imposible entender el 
aparato, porque su complejidad requiere una teoría particular 
que esté enmarcada y ligada a la gran teoría, pero que tenga sus 
propias aproximaciones metodológicas. En el otro extremo pre­
valece un enfoque “micro” exclusivamente concentrado en aspec­
tos puntuales del tema, como procedimientos, métodos, organiza­
ción formal, válidos en sí mismos, pero que de ninguna manera 
dan cuenta de la complejidad del comportamiento burocrático.
Tanto el enfoque macro, como el micro, suelen tener pronun­
ciados sesgos juridizantes. La gran teoría se presenta a veces a i 
lo relativo al aparato público como una gran teoría de derecho 
constitucional o administrativo y el enfoque micro se orienta 
normalmente a la formulación jurídica como su desiderátum. Un 
destacado catedrático de derecho administrativo español, Ale­
jandro Nieto, señala al respecto; “La perspectiva jurídica apenas 
si roza la superficie de las cosas y adquiere inevitablemente la 
sensación —por lo demás muy justa— de que no tiene acceso al 
verdadero núcleo de los problemas. El derecho administrativo 
enseña, en efecto, cómo puede defenderse el ciudadano contra 
las agresiones del poder público, pero nada o casi nada dice 
sobre cómo tiene que actuar la administración para ser mínima­
mente eficiente y para responder de manera eficaz a las exigen­
cias sociales. Para el derecho de administración es un mero 
aparato formal, atento solo a la legalidad en sus actividades, no 
al contenido de ellas ni mucho menos a su realidad”.2 El "macro”
2 A lejandro  N ieto, Los estudios sobre la administración pública: La
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y el “micro” y sus sesgos jurídicos marginan la dinámica cen­
tral propia del aparato público, con su enorme densidad, y al 
escapárseles se estrecha seriamente la posibilidad de entenderla 
y poder influir sobre la misma.
C. El caso dql tema del tamaño del Estado
Como producto entre otros aspectos de las características del 
debate al respecto, algunos temas son tratados con acentuada 
superficialidad. Un caso típico es el tema del tamaño del Estado, 
que casi sustituyó al tema de la eficiencia de la administración 
pública. Pareciera que el problema es exclusivamente de dimen­
sión. Se tiende a crear la imagen mítica de que si se reduce el 
tamaño se habrá conquistado ipso facto la eficiencia o poco me­
nos . . .  El tema entra a tomar otro cariz distinto cuando se agre­
gan elementos de análisis histórico y comparado.
El examen histórico da cuenta de las fuerzas estructurales 
que tienden a una ampliación del tamaño, y de su carácter alta­
mente difundido. Por otra parte, a nivel comparado, ¿qué quiere 
decir Estado grande, mediano y chico? De acuerdo al informe de 
1983 del Banco Mundial sobre el sector público, en la primera 
parte del siglo la relación gasto público sobre PBI era en los 
países desarrollados del 10 °/o. Actualmente es en esos países 
del 40 °/o. Ese 40 % es mayor que el tamaño del Estado en la 
gran mayoría de los países de América Latina. La relación es en 
Alemania occidental del 45 %.
Desde ya que hay diferencias fundamentales en lo que hace al 
tipo de Estado, su rol, etc., pero la comparación nos evidencia 
la infertilidad de tratar el tema exclusivamente desde el “reduc- 
cionismo” del tamaño.
Un trabajo reciente de investigación publicado en el Ame­
rican Economic Review, conducido por el profesor Rati Ram, de 
la Universidad de Illinois, arroja significativa evidencia empírica 
al respecto. El estudio toma 115 países durante 20 años (1960/80) 
y mide las correlaciones estadísticas entre el tamaño del Esta­
do y otros aspectos. Las conclusiones del trabajo son: a) cuan­
do creció el tamaño del Estado creció el PBI; b) al crecer el
necesidad de construir una disciplina que sea la base formativa de una 
clase directiva profesionalizada. M adrid, 1987.
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tamaño creció el producto bruto no gubernamental (economía 
privada); y, c) el crecimiento de ambos factores fue mayor en 
países de menor PBI inicial.3 El tema debería rediscutirse y al 
hacerlo probablemente la agenda cambiaría, pasaría del tema del 
tamaño al tema del rol histórico del Estado y de su capacidad de 
gestión para poder cumplir ese rol. En la medida en que el de­
bate es a-histórico y a-comparativo, se estanca en una lógica falsa.
D. El reduccionismo formalista
Un cuestionamiento, que está en una etapa avanzada, es el pro­
ceso de destrucción definitiva en la teoría gerencial moderna, 
del “reduccionismo formalista” de alta incidencia en los proce­
sos de reforma administrativa en América Latina.4 Toda esta 
concepción de la organización como conjunto de relaciones fun­
cionales y arreglos formales, a optimizar a través del organigra­
ma, procedimientos, manuales de normas, etc., resulta estrecha \ <7 
y unilateral frente a innúmeras investigaciones que resaltan la 
multiplicidad de variables operantes. Una reciente de Colebetch 
y Degeíinglbbré uh municipio inglés concluye: “para los partici­
pantes del gobierno municipal no es un organismo simple sino 
un mundo de actores diferenciados con intereses separados y a 
veces en conflicto, buscando los recursos necesarios para reali­
zarlos. El proceso en que están involucrados se caracteriza por 
conflicto, discontinuidad y ambigüedad, más que un claro movi­
miento hacia metas acordadas. El flujo de la acción no es jerár­
quico, las iniciativas pueden venir de abajo, así como de arriba 
de la organización, y de afuera como de adentro, y es con frecuen­
cia ilusorio decir que los consejeros deciden sobre la acción a 
tomar. Como los intereses están fragmentados, los participantes 
están constantemente involucrados en la búsqueda de coaliciones 
para apoyar sus actividades”.5 Frente a ese diagnóstico de reali-
3 R ati R am . Government Size and Economic Growth: a new frame-'. -
work and some evidence from cross-section and time-series data. The | 
A m erican E conom ic Review, m arzo , 1986. —i
(J^ E l a u to r  h a  tra ta d o  d e ta llad am en te  el tem a en  B. K liksberg, "E l 
p ensam ien to  organizativo: del tay lo rism o  a  la  teo ría  de la  organización". 
E d ito ria l Paidós, B uenos Aires, 1987, y en  B. K liksberg  (com p.) La reforma 
de la Administración Pública en América Latina, In s titu to  N acional de -■ 
A dm inistración  P ública de E spaña , M adrid , 1985. _
5 H. K. C olebetch y P. Degeling. Talking and doing in the work of
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dad en un gobierno municipal concreto de una ciudad inglesa, 
resulta obsoleto y limitado el viejo análisis formal de la organi­
zación, con su visión a priori de la misma como una serie de 
estructuras jerárquicas que funcionan de arriba hacia abajo, 
comunicaciones de abajo hacia arriba, etc. La realidad incluye 
esos elementos formales, pero es muchísimo más amplia que 
ellos y se caracteriza por el juego polifacético y contradictorio 
descripto. La aplicación de la visión formalista como método 
básico de percepción de las organizaciones constituye una traba 
seria para poder pensar y actuar eficientemente en relación 
a ellas.
E. La asimilación mecánica de gestión pública
y gestión privada
El discurso no desagregado y a-histórico tiende a tratar indi- 
íerenciadamente el problema básico de management del sector 
público y del sector privado, asimilándolos.
De allí extrae la necesidad de replicar, en el sector público, 
las categorías, objetivos y técnicas de la gestión privada, e, in­
cluso, sugiere la formación de los gerentes públicos en escuelas 
de “Business Administration” y en sus versiones limite la 
gestión directa de áreas públicas por empresarios privados 
exitosos.
Las evidencias de investigación van en otra dirección dis­
tinta a la asimilación mecánica.
Un simposio americano sobre productividad en el sector 
público organizado por la Universidad de Arizona concluye que 
no se puede hablar de productividad en el sector público, ni 
asimilándola a la del sector privado, ni tratando de igual modo 
a los tan heterogéneos sectores integrantes del mismo sector 
público. Destaca especialmente que en el aparato público se debe 
preguntar productividad para quién y para qué propósitos.6 La 
productividad de un ministerio de Relaciones Exteriores debe
administration. P ublic A dm in istra tion  an d  D evelopm ent, Royal In s titu te  
o f Public A dm in istra tion , octubre-d iciem bre, 1986.
6 R ita  M ae Kelly. An introduction and overview. Symposium: Produc­
tivity Societal Well-Being, and Public Policy. Policy S tud ies Review. A rizona 
S ta te  U niversity, feb rero , 1985.
50
UN NUEVO PARADIGMA EN GESTIÓN PÚBLICA
medirse con categorías diferentes a la productividad de una 
empresa de servicios y ambas difieren de la de un municipio.
Esas diferencias llevan a profundas disimilitudes en los "en­
cuadres gerenciales” y en las técnicas aplicables.
Un trabajo de campo reciente, orientado técnicamente por 
la Universidad de Boston, realizado en un país latinoamericano, 
trató de establecer criterios que permitieran medir la produc­
tividad de las empresas públicas a efectos de instalar un sistema 
de control de gestión. El trabajo descartó la noción de utilidad 
privada como posibilidad de medir la productividad de las em­
presas públicas, encontrando múltiples problemas técnicos por 
los que no sería el indicador adecuado. Entre ellos, problemas 
de definición contable, con los precios, de atribución, concep­
tuales y cualitativos como que no mide cobertura y calidad de 
servicio, etc. En su lugar propone con fundamentos significa­
tivos la noción de utilidad pública, que se mediría a través de 
un sistema de precios de sombra y de indicadores de desempeño. 
Ello tiene todo orden de implicaciones en términos de gerencia. 
Ambas investigaciones y muchas otras similares indican el “sim­
plismo” de la asimilación mecánica. Los principales centros de 
formación gerencial pública tienen entre sus bases de partida la 
superación de ese simplismo. Así, resalta la Escuela de Gobier­
no John F. Kennedy, de la Universidad de Harvaraf “En con­
traste con la educación para los negocios, el entrenamiento para 
la vida pública requiere una profunda comprensión del contexto 
político y constitucional de la gestión gubernamental, en donde 
la autoridad y el poder se hallan ampliamente difundidos. Mien­
tras que ambos, la empresa privada y el gobierno, demandan 
gerencia eficiente, los instrumentos manejados por un ejecutivo 
de negocios son con frecuencia las restricciones en las que el 
gerente público debe trabajar”.7 El Institut de Management 
Public de París destaca que la base de la noción de gerencia 
pública es “el reconocimiento de la especificidad de las orga­
nizaciones públicas”.8
7 Jo h n  F. K ennedy School o f  G overnm ent, H a rv a rd  U niversity , 1987-88.
8 L ’In s titu t d e  M anagem ent Public. CESMAP. P aris, 1984.
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P. Errores en la percepción de la excelencia gerencial
En América Latina se ha vinculado tradicionalmente la excelen­
cia gerencial con el clásico PQSDCORB de Gurick. Gerente 
“ideal” sería el que manejara con toda eficiencia las funciones 
fd e  panificación, Organización, tStaffing, , dirección, @ordinación, 
|Créport yípresupuestación, todas ellas vistas desde una perspec­
tiva formalista. Sería básicamente el gerente capaz de manejar 
la organización formal. La teoría gerencial moderna está en 
una etapa totalmente diferente. Investigaciones como las de 
Henry Mintzberg en Canadá, que revelaron sistemáticamente la 
actividad real de los gerentes exitosos, llegan a la conclusión de 
que tienen como grandes funciones la relación interpersonal, 
el manejo de información y la de decidir, que involucra compo­
nentes importantes de negociación institucional, y que el POSD- 
CORB es un aspecto menor de la labor.9 Investigaciones como 
la de John Kotter, en la Universidad de Harvard, van inclusive 
más allá, extrayendo de una muestra de gerentes de excelencia 
en los Estados Unidos que lo básico en su eficiencia es la capa­
cidad para “armar la agenda de decisiones”, discernir lo que son 
los temas estratégicos, y la capacidad de construir “la red de 
contactos” internos y externos que hace Viable la implementa- 
ción de las decisiones. Para ello, el gerente se concentra en “con­
versaciones” permanentes con una amplia red de interlocutores 
de adentro y afuera de la organización. A través de las conver­
saciones obtiene información “fresca" y “real” para la defini­
ción de la agenda y negocia contactos. El POSDCORB aparece 
nuevamente como un elemento secundario.10 Es necesario su­
perar este “cuello de botella” para llegar a tener gerentes efi­
cientes; si no, serán capaces para reglas de juego de la adminis­
tración que pertenecen a un pasado en términos de teoría 
gerencial.
Estos casos de cuestionamiento ilustran sobre algunos modos
9 H enry  M intzberg. La alta dirección: mitos y realidades. H arv ard  
B usiness Review, julio-agosto, 1975.
10 Jo h n  P. K o tte r. What effective general managers really do? H arv ard  
B ussines Review, noviem bre-diciem bre 1982. S eñala K o tte r: “E xiste  un a  
b rec h a  b a s ta n te  g ran d e  e n tre  el sa b e r  convencional acerca  de las h e rra ­
m ien ta s  y  funciones gerenciales, p o r  u n  lado, y  el com portam ien to  gerencial, 
p o r  el o tro ”.
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de pensar el tema que tienen arraigo en la realidad latinoame­
ricana, y chocan con los avances én teoría gerencial y las evi­
dencias empíricas sobre la realidad regional. Hay otros planos 
significativos donde es posible detectar cuestionamientos en 
marcha.
III. LA NUEVA FRONTERA TECNOLÓGICA
En la segunda etapa del análisis que nos proponemos, queremos 
plantear algunos desarrollos que van abriendo una nueva fron­
tera tecnológica. Algunos procesos científico-técnicos en curso 
en el campo de la teoría gerencial a nivel global y en el campo 
de las disciplinas que estudian la administración pública a ni­
vel particular constituyen direcciones de trabajos innovativas, 
con una promesa significativa. Nuestra presentación será sola­
mente ejemplificadora e introductoria, y de ninguna manera pro­
curará agotar la cuestión.
A. De la gestión de “simplismo” a la gestión de “complejidad”
Hay una primera línea a marcar, que es la orientación hacia el 
reemplazo de una visión simplista de la gestión por una visión 
compleja. El descubrimiento de la extrema complejidad de la 
acción en el campo social y en el organizacional, la dimensión del 
mismo y la búsqueda de instrumentos para manejar esta com­
plejidad, se presentan actualmente con muchos más interrogan­
tes que respuestas. Algunos hitos de referencia global sobre este 
tema probablemente se puedan encontrar en trabajos como los 
de Ilya Prigogine, Premio Nóbel de 1978 de Química, que echó 
las bases de lo que hoy se llama la “ciencia de la inestabilidad”. A 
partir de sus experiencias, que detectan que en el campo de las 
ciencias naturales existen fenómenos inestables y “misteriosos”, 
para los que hay que crear otro paradigma diferente al que se 
estaba manejando, traslada algunos de esos mecanismos de 
razonamiento al campo de las ciencias sociales y con un equipo 
multidisciplinario trabaja sobre la idea de que los sistemas so­
ciales uresentan un equilibrio inestable, con fronteras suma­
mente sensibles, donde la irrupción de variables significativas 
produce rupturas del equilibrio y circuitos aparentemente “en­
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loquecidos” de realimentación positiva. Lo básico no es traba­
jar con el supuesto equilibrio, sino con la discontinuidad; el 
estado normal es el de las estructuras disipativas. El tratar de 
comprender esa lógica del desequilibrio en lugar de creer en 
una racionalidad a priori, nos hace entrar en el reino de la alta 
complejidad. En las organizaciones esto está teniendo conse­
cuencias relevantes. Ilustrativamente, una reciente obra sobre 
el particular, de Nils Brunsson, se titula: "La irracionalidad 
como base para la acción y el cambio organizacional".
El investigador cuestiona el difundido modelo de toma rar 
cional de decisiones, que procura optimizar en las organizar 
ciones y se orienta a objetivos satisfactorios. Brunsson plantea 
que la aplicación estricta de este modelo lleva a la ineficiencia 
organizacional, porque detecta que el modelo actúa como inhi­
bidor de comportamientos fundamentales para que haya deci­
siones innovativas. Aplicado, el modelo enfoca especialmente las 
crecientes áreas de incertidumbre propias del contexto organi­
zacional actual y reacciona, afectando el compromiso, la moti­
vación y las expectativas para la acción y, finalmente, inhibién­
dolos. Propone la no aplicación en la gerencia concreta del mo­
delo y su sustitución por algo que llama “la ideología organiza­
cional’’, que sería un marco mucho más amplio, más plástico 
y flexible, con grandes orientaciones que deberán retraducirse 
en cada tipo de situación específica.11 Acá aparece la irraciona­
lidad dentro del “sistema", cuestionando un punto absolutamente 
básico como es el modelo de teoría de las decisiones, muy influ­
yente en algunos desarrollos de la gerencia moderna. Se trata 
de captar desequilibrios en la misma línea que, por ejemplo, 
la investigación del gobierno municipal de Inglaterra antes men­
cionada captaba las coaliciones cambiantes en relación a intere­
ses múltiples fragmentados que son la vida organizacional con­
creta y escapan a los supuestos de la racionalidad tradicional. 
Esto es mucho más complicado que trabajar con formalismo o 
racionalidad pura, pero es pasar del “simplismo” a probable­
mente una mejor aproximación a la realidad y, por tanto, a la 
posibilidad de tener más eficiencia en la acción.
11 N ils B runsson . The Irrational Organization: Irrationality as a Basis
for Organizational Action and Change. Willey, N ueva Y ork, 1985.
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B. La organización del futuro
Una segunda linea de trabajo de avanzada tiene que ver con los 
escenarios organizacionales proyectables hacia el futuro. En el 
campo de la gestión, el perfil de lo que se va configurando como 
la organización eficiente de las próximas décadas tiende a in­
cluir modelos y desarrollos altamente diferentes a los tradicio­
nales. Se visualiza el paso de la organización jerárquica vertical 
a la multiforme. Se trabaja en dirección a modelos que permi­
tan maximizar la flexibilidad organizacional. Frente a este con­
texto irracional y complejo, es fundamental que la organización 
sea capaz de reaccionar de inmediato y producir readáptaciones 
continuas. Ello requiere una plasticidad interna que es incom­
patible con los modelos rígidos a que conducen los planteamien­
tos formalistas del tipo del weberiano, tan difundido en la admi­
nistración pública de la zona. Se necesita contar con la capaci­
dad de agrupar y reagrupar fuerzas permanentemente, frente 
a objetivos y programas en rápido cambio. Avanzamos hacia una 
organización donde tendrá mucha incidencia el concepto matri- 
cial, donde la gente no va a hacer una tarea determinada durante 
mucho tiempo, sino a participar en proyectos que se irán finar 
lizando, dando paso a otros. Aplicando el concepto de flexibili­
dad y los aportes de la relevante corriente del "enriquecimiento 
del trabajo”, surgen matrices donde hay rotación de tareas y 
configuraciones organizacionales muy distantes de la división 
del trabajo tradicional. Se va hacia organizaciones por equipos, 
donde las decisiones estratégicas no serán producto de un “cau­
dillo” organizacional, sino que responderán a un trabajo de 
análisis de situación que necesariamente será de equipo. Avan­
zamos hacia organizaciones que van a promover la autorregula­
ción, que tiene que ver con descentralización, pero abarca mu­
cho más.
Los principales miembros de la organización tendrán nue­
vos roles. Dentro de la nueva situación, los supervisores, por 
ejemplo, no supervisarán divisiones, sino que se encargarán 
fundamentalmente de combinar o coordinar las relaciones entre 
los diferentes equipos autorregulados. El nivel superior de la 
organización trabajará especialmente campos como la vincula­
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ción estrecha con el contexto, la lectura de sus señales y la 
negociación interorganizacional en gran escala.
Estos y otros cambios de igual sentido son urgidos por la 
búsqueda de vías para alcanzar eficiencia, frente a un contexto 
organizacional en radical transformación. Algunas de las modi­
ficaciones mencionadas no son de un futuro mediato; ya han 
sido incorporadas a algunas de las organizaciones públicas y pri­
vadas más exitosas a nivel internacional.
C. Valor central de la participación organizacional
La tercera línea de trabajo avanzado, muy ligada a la anterior, es 
la que se refiere a la participación organizacional. Experiencias 
controladas realizadas bajo diversas modalidades y en diferentes 
contextos son concluyentes respecto a su impacto en el mejora­
miento de la eficiencia. Una amplia investigación del Instituto 
Internacional de Relaciones Laborales de la OIT, sobre los re­
sultados prácticos de la participación, ha identificado como 
ventajas concretas de la misma, de alta significación para la 
productividad: posibilidad de que el trabajador pueda aportar 
ideas útiles; comunicaciones ascendentes muy valiosas para la 
dirección; más aceptación del trabajo por los participantes; el 
trabajador más interesado en su trabajo; los participantes pue­
den trabajar de modo más inteligente, si están informados; 
puede actuar como incentivo de la eficacia de la dirección.
Afirma la OIT, en conclusión, que: “la cuestión que se plan­
tea en nuestros dias, al parecer, es la de saber no ya si debe 
haber o no participación de los trabajadores en las decisiones 
de la empresa, sino la de cómo y con qué formas se realizará 
esa participación”.12
D. De la reforma administrativa a la reforma del Estado
En las experiencias más innovativas en marcha en la región en 
reforma del sector público, el discurso ha cambiado y hablamos, 
en lugar de reforma administrativa, de reforma del Estado, 
expresión acuñada pioneramente por la actual Comisión Presi­
12 OIT. P artic ipac ión  de los tra b a ja d o re s  en  las decisiones de la em ­
presa . G inebra, 1981.
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dencial encargada del tema en Venezuela. Detrás del cambio 
semántico subyacen profundos cambios conceptuales. En la 
nueva frontera, la reforma no es la mera modificación de los 
aspectos puramente institucionales; se orienta a la transforma­
ción del aparato político básico del Estado en su conjunto, 
democratizándolo.
Por otra parte, en el discurso nuevo, transformación ha 
sucedido a modernización. No se trata solo de realizar ajustes 
técnicos modernizantes, ello es una de las dimensiones de los 
cambios buscados, pero se apunta a mucho más. Se trata de 
transformar correlaciones de poder, juegos de intereses, pautas 
culturales, resistencias al cambio, niveles tecnológicos, caudi­
llismos, etc.
E. La superación de la antinomia políticos vs. técnicos
La visión tradicional planteaba como punto sirve qua rum la 
eliminación de las incidencias políticas en la gestión y la con­
formación de un cuerpo de burócratas puros al estilo webe- 
riano. Las investigaciones al respecto indican que, tras la per­
sistencia de la politicidad en la designación de los altos rangos, 
no hay solo apetencias clientelísticas. Se trata, en América La­
tina y en el Tercer Mundo, de contar con una burocracia real­
mente identificada con los grandes proyectos de transformación 
nacional imprescindibles para el progreso histórico.
Por otra parte, en los mismos países desarrollados, hay 
significativos pasos hacia la politización de los altos cargos. 
Ame Leemans señala las prevenciones en cuanto al avance de 
la burocracia sobre el poder político y las tendencias a la repo­
litización de dichos cargos en toda Europa.43
Daniel Rowat identifica, en los países desarrollados, me­
didas concretas que se tiende a tomar ante casos como el del 
Canadá, donde úna comisión especial del Congreso, luego de in­
vestigar el tema, planteó que buena parte del poder verdadero se 
hallaba en manos de la alta burocracia. Entre esas medidas 
se halla la descentralización de decisiones, un control político
13 A m e F. Leem ans. La carrière dans la Fonction Publique: evolution 
recente dans tes pays européens. R evue In te rn a tio n a le  des Sciences Admi- 
n is tra tiv es . V olum en 53, 1987, N“ 1.
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mayor sobre los servicios autónomos, el nombramiento de ma­
yor número de consejeros políticos por los altos niveles guber­
namentales e, incluso, medidas para mejorar la representativi- 
dad social de la alta burocracia, tratando de evitar su pertenen­
cia exclusiva a las élites económicas y los consiguientes sesgos 
en su actuación.14
La nueva frontera está orientándose en América Latina a 
superar la antinomia tradicional, a través de la preparación 
y promoción, por diversas vías, de cuadros directivos político- 
técnicos que, al mismo tiempo que garantizan la identificación 
con el fortalecimiento de la democracia y los proyectos nacio­
nales básicos, tienen sólida formación técnica.
La orientacióij no es formar un tecnócrata puro, sino avan­
zar hacia la combinación entre un excelente técnico y un fun­
cionario ligado a las realidades nacionales y con sensibilidad 
frente a los dirigentes políticos y los sectores sociales masivos. 
Dicha combinación no es fácil de generar, pero parece un camino 
mucho más prometedor que procurar constituir “cuerpos de 
directivos neutrales” avalorativos ante los procesos de cambio.
En los países desarrollados se destaca que es necesario 
contar con funcionarios capaces de poner en práctica, por ejem­
plo, los programas de acción afirmativa, que significan discri­
minar a favor de determinados sectores de la población, como 
los postergados, las minorías, las mujeres, etc. En nuestro caso, 
dichas minorías suelen ser mayorías. Los discriminados y desfa­
vorecidos son, por las características de la crisis social y econó­
mica, amplios sectores de la población. La acción afirmativa re­
sulta, por lo tanto, más necesaria que nunca. Ello sugiere la 
necesidad de pasar de la simplista antinomia políticos vs. téc­
nicos a una presentación más compleja del problema.
Estas líneas de trabajo marchan más en la dirección de 
generar interrogantes que respuestas, pero probablemente abren 
pistas reales a la obtención de cambios y eficiencia.
14 Donald C. Rowat. Bureaucracy and Policy-making in developed 
democracies: the decline of bureaucratic influence. Revista Internacional 
de Ciencias Administrativas, Volumen 51, 1985, N? 3.
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IV. LA REFORMA DE LA REFORMA
La tercera y última etapa de reflexión que queremos desarrollar 
es introducir a cómo, sobre la base de la superación de los 
“cuellos de botella” conceptuales y la apertura de nuevas lineas 
de frontera tecnológicas, se están produciendo algunos proce­
sos innovativos de reforma del sector público, cuya experiencia 
aporta decisivamente, a su vez, a la elaboración de nuevos 
conocimientos científico-tecnológicos.
Algunos ejes de la “reforma reformada” son los que se des­
criben sintéticamente a continuación.
En primer lugar, la reforma ha dejado los cenáculos tecno- 
cráticos y ha pasado a formar parte de la gran agenda política. 
En países como Argentina, Uruguay, Brasil, Perú y Venezuela, 
entre otros, está hoy en el centro del debate político nacional.
Segundo, la agenda de reforma sobre la que se está traba­
jando es muy novedosa, respecto de la propia de la “administra­
ción pública convencional”. Se está trabajando en América La­
tina en temas como el de la participación ciudadana, la transpa­
rencia, el control social, el Estado creando condiciones favora­
bles a la articulación y movilización de las potencialidades de 
la sociedad civil, etc.
En tercer lugar, la estrategia reformista ha cambiado deci­
sivamente. De la etapa de las reformas administrativas, donde 
todo el tema era manejado por »na élite que iba a revelar la 
“verdad” de la reforma del Estado a toda la población, gene­
ralmente al final del período presidencial y con muy poca utili­
dad por cierto, hasta la variante no mucho más eficiente de 
tecnócratas mucho más sofisticados, aparentemente moderni­
zantes, pero elitistas y manipuladores en la medida en que no 
impulsan procesos de concertación, sino que tratan de digitar 
soluciones sociales, se está pasando a estrategias que ponen el 
énfasis en la concertación social. Se plantea que no habrá refor­
mas si no hay grandes concertaciones al respecto de fuerzas 
políticas y sociales mayoritarias, incluyendo en esa concertación 
a los ciudadanos y a los protagonistas directos, los funcionarios 
del Estado.
Hay en este momento significativos modelos en América
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Latina, como la innovativa estrategia adelantada en Venezuela 
por la Comisión Presidencial para la reforma del Estado, diri­
gida hacia la celebración de amplios pactos políticos de largo 
plazo sobre los temas centrales de la reforma.
En cuarto término, la conducción de la reforma ha cam­
biado totalmente de manos, yendo del monopolio de los juristas 
y de los administradores a ámbitos disciplinarios más vastos. 
Las nuevas reformas se están procesando por equipos multidis- 
ciplinarios, donde hay políticos y especialistas de diversas áreas 
de las ciencias sociales, además de los participantes anteriores, y 
el nivel de creatividad ha aumentado.
En quinto lugar, un punto fundamental de este nuevo ciclo 
de movimiento de reforma es la búsqueda de lazos efectivos 
entre planificación y gestión pública.
Hay procesos significativos a niveles particulares de dife­
rentes realidades nacionales y un amplio proceso regional im­
pulsado por entidades como ILPES y CLAD, con apoyo del 
PNUD. Se trata de articular una visión integrada en lugar de 
trabajar en estancos que, por tales, restringen severamente sus 
posibilidades de eficiencia.
Una sexta dirección de la reforma es que enfatiza las po­
tencialidades del trabajo a nivel de integración regional en todos 
estos temas. Se trata en forma creciente, a través de organis­
mos como el ILPES, en el campo de la planificación y el CLAD, 
en el de la gestión, de marchar juntos compartiendo fracasos y 
posibilidades, orientación que ha demostrado tener una pro­
ductividad en términos de optimización de recursos escasos 
mucho mayor que la de estar copiando al unisono alguna receta 
de algún foco modernizante externo.
Un séptimo punto de esta nómina incompleta, solo explora­
toria, es la demitificación con fuerza cada vez mayor de la su­
puesta ineficiencia congènita del Estado, mito planteado propa­
gandísticamente por sectores interesados. No se discute que el 
Estado actual tenga amplias áreas de ineficiencia y que una 
reforma profunda es imprescindible. Pero sí se discute que la 
ineficiencia del Estado sea un “hecho de la naturaleza”. No 
hay datos de investigación serios a nivel comparado que respal­
den ese aserto, que estaría basado en claros sesgos ideológicos 
y sí, por el contrario, hay nutrida evidencia empírica en sentido 
contrario. Así, por ejemplo, en una reciente obra analizando “la
60
UN NUEVO PARADIGMA EN GESTIÓN PÚBLICA
investigación sobre la eficiencia gubernamental”, dos investiga­
dores americanos, Downs y Larkey, señalan que: “los gobiernos 
son más eficientes y las empresas privadas menos eficientes de 
lo que popularmente se cree”. Junto a la investigación compa­
rada exponen en la obra una serie de casos de los Estados Uni­
dos, de empresas privadas y entes públicos que corroboran esta 
afirmación.15 En América Latina, asimismo, pueden encontrarse 
en casi todos los países organismos o programas estatales que 
han funcionado a niveles de excelencia gerencial por periodos 
prolongados, demostrando que sí puede haber eficiencia pública.
En la reforma de la reforma está la concepción de que la 
ineficiencia es un hecho innegable y es decisivo que se ataque, 
pero que no tiene que ver con cierta inferioridad congènita del 
sector público con respecto al privado, falacia cuestionable en 
todos sus aspectos básicos.
Finalmente, la reforma de la reforma está orientada por 
una idea-fuerza directriz. No solamente el sistema democrático 
es compatible con la eficiencia estatal, sino que la única posibi­
lidad real de obtener ambas metas es en este marco de conjun­
ción. La democracia crea un marco de referencia favorable a los 
rasgos centrales de la “organización” del futuro, como la parti­
cipación, favoreciendo, por ende, la eficiencia. Potenciar eso, 
virtualizarlo, es el problema real. En cambio, a esta altura de 
los acontecimientos históricos y de la investigación existente al 
respecto, es posible afirmar con fuerte sustentación que auto­
cracia sí es equivalente a ineficiencia. EH caso de las experien­
cias recientes en el Cono Sur lo ha ilustrado en forma termi­
nante. Cada imo de los elementos de lo que sería un modelo 
gerencial moderno, orientado hacia la eficiencia, es incompa­
tible con aspectos fundamentales del modelo autocràtico.
En esta conjunción de democracia y eficiencia está el desafío 
y la gran promesa. La cuestión es si la comunidad científico- 
técnico-profesional, que trabaja alrededor del tema, será capaz 
de aportar en esa dirección.
15 G eorge W. Downs an d  P a tr ic k  D. Larkey. The search for Government 
efficiency. N ew  Y ork, R andom  H ouse. 1986.
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AVANCES EN PLANIFICACIÓN ECONÓMICA E IMPACTO 
SOBRE LA ELABORACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS
O s w a l d o  H urtado L arrea
No soy un planificador profesional ni un experto en las 
técnicas de la planificación. Soy un político y en esta condición 
formularé algunas reflexiones sobre el impacto de la planifica­
ción én la elaboración de las políticas públicas, deducidas de 
mis experiencias durante el ejercicio de la vicepresidencia y de 
la presidencia de la República del Ecuador.
Como vicepresidente, tuve a mi cargo la oficina de planifi­
cación del Estado y dirigí la elaboración del plan de desarrollo 
1979-84 que ejecutó el gobierno democrático inaugurado des­
pués de una década de dictaduras y presidí el Consejo Nacional 
de Desarrollo, organismo creado por la nueva constitución polí­
tica con la atribución de fijar las políticas económicas, sociales 
y de población y elaborar los correspondientes planes, integrado 
por representantes del gobierno, del empresariado, de los traba­
jadores, de las universidades, de los municipios y del Congreso 
Nacional. Además, en 1980 me correspondió la formulación del 
primer plan operativo anual que desde entonces se ha conver­
tido en una práctica habitual del ente planificador ecuatoriano.
Al asumir la presidencia de la república en 1981, por el 
trágico fallecimiento del presidente Jaime Roldós, me tocó eje­
cutar el plan que había preparado, singular y excepcional coin­
cidencia poco común en la historia de la planificación.
En razón de la crisis económica internacional que se agudizó 
aquel año, del colapso producido por la deuda externa en 1982 
y de un devastador invierno que destruyó la agricultura, prin­
cipalmente de exportación, y una parte de la infraestructura, 
el plan debió ejecutarse en condiciones económicas adversas, 
extremadamente complejas y difíciles en lo político y social. 
En tales circunstancias, el gobierno se vio obligado a convertir 
la coyuntura en el centro de sus preocupaciones; debió conce­
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bir e instrumentar políticas de corto plazo que no constaban en 
el plan y realizar ajustes para los que no estaba preparada una 
sociedad acostumbrada a la estabilidad, buscando hasta donde 
fue posible no perder de vista las políticas, programas y pro­
yectos fundamentales contenidos en el plan de desarrollo, esto 
es, el horizonte del mediano y largo plazos.
Aportes
En Ecuador, lo mismo que en todos los países de América Lar 
tina, los estudios realizados por los planificadores han aportado 
una visión de conjunto sobre las condiciones económicas y so­
ciales prevalecientes y sobre su probable evolución futura, de 
enorme importancia para las autoridades y, en general, para la 
sociedad. La planificación ha propuesto políticas, programas y 
proyectos orientados a dinamizar el crecimiento económico y a 
transformar las estructuras sociales, para tomarlas más justas 
y equitativas. Ha establecido criterios de prioridad y de selecti­
vidad que han permitido un mejor uso de los escasos recursos 
disponibles. Ha coordinado la ejecución de las diversas tareas 
gubernamentales para que ellas se cumplan coherente y eficien­
temente en función de las previsiones establecidas. Y ha evar 
luado los resultados obtenidos a través de un seguimiento que 
también ha sido útil para realizar correcciones oportunas y 
necesarias en el rumbo de las diversas acciones gubernamenta­
les, de acuerdo a las cambiantes realidades latinoamericanas.
La planificación también ha tenido un importante papel 
en la concepción y programación de fundamentales obras de 
infraestructura física —carreteras, centrales eléctricas, puertos, 
aeropuertos, hospitales, centros educacionales, locales deporti­
vos, etc.—; en la industrialización de la región gracias a las 
políticas proteccionistas que se ejecutaron y a las leyes de 
fomento que se expidieron; en el cambio de la estructura de 
tenencia de la tierra y en la ampliación de la frontera agrícola; 
en la creación de importantes instituciones financieras orienta­
das a dotar de recursos al desarrollo económico y social; en la 
expedición de leyes y de reformas legales que han introducido 
transformaciones en las instituciones públicas y en las estruc­
turas socio-económicas; en la fundación de entes estatales que 
han desarrollado nuevos sectores productivos, han dinamizado
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los existentes, han facilitado la provisión y extensión de servicios 
públicos y han promovido el desarrollo regional; en la canali­
zación de la cooperación técnica y financiera internacionales; 
en los proyectos de integración regional y fronteriza; en el 
acopio de estadísticas, en la investigación económica y social 
y en la formación de técnicos y especialistas para la administra­
ción del desarrollo.
Todos éstos son méritos indudables de la planificación que 
contribuyeron a la transformación que experimentó América 
Latina entre los años 50 y 70, gracias a la cual creció económi­
camente, a veces espectacularmente, y mejoró las condiciones 
sociales de sus habitantes, en el caso de los sectores medios en 
forma significativa.
Debilidades
Para los fines de esta reunión, más que los éxitos alcanzados, 
importa señalar las debilidades de la planificación, sobre todo 
si se tiene en cuenta que en los próximos años su papel se tor­
nará cada vez más complejo.
A pesar del supuesto implícito, con el transcurso de los años 
ampliamente constatado, de que el subdesarrollo y el desarrollo 
tienen condicionantes y manifestaciones sociales y culturales, 
la planificación habitualmente se ha concentrado en lo económi­
co. Cuando los aspectos sociales y culturales han sido tratados, 
se han reducido principalmente a lo cuantitativo antes que a lo 
cualitativo, y los programas que se han formulado se han que­
dado en las generalidades y no han señalado los medios y los 
instrumentos para alcanzar los objetivos propuestos.
El carácter predominantemente técnico y economicista de 
los grupos humanos que trabajan en las organizaciones de pla­
nificación ha atribuido un papel, a veces unilateral y despropor­
cionado, a la técnica y a la economía en la formulación de los 
planes y en los efectos que derivarían para el resto de la socie­
dad. No se ha tenido en cuenta el papel de las variables políticas, 
que tanta influencia tienen en la conducta de las sociedades y 
en el proceso de toma de decisiones, variables que en el caso 
de caminar en sentido contrario al de los programas previstos 




No ha existido interés en los temas de la organización po­
pular y en el diseño de programas que hagan factible su par­
ticipación en la solución de algunos de sus problemas y, en ge­
neral, en los de la sociedad. La contribución al desarrollo de la 
llamada economía informal y de los sectores sociales afectados 
por una pobreza extrema no ha sido suficientemente valorada 
y promovida. Si se recuerda que en algunos países latinoame­
ricanos la mitad de la población se encuentra en esta situación, 
la importancia de una política sobre este sector es mayor.
El hecho de que la planificación se haya concentrado prin­
cipalmente en el sector público y de que sea indicativa para 
el sector privado, no le ha permitido establecer relaciones ade­
cuadas con el empresariado, cuyas actividades no se han inscrip­
to en las prioridades y en las metas establecidas por los planes. 
Este problema es relevante si se tiene en cuenta la importancia 
que tiene la inversión privada en los países latinoamericanos. 
Más grave y negativa ha sido esta relación en los casos en que 
los planificadores han sido vistos como adversos y hasta enemi­
gos de las actividades privadas.
Planes supeditados a un financiamiento fuertemente depen­
diente de los excedentes originados por el sector externo de la 
economía han quedado librados a las variaciones impredecibles 
del mercado y de las finanzas internacionales, que al tomarse 
en los últimos años negativas para América Latina han provo­
cado modificaciones sustanciales en las previsiones financieras 
y como consecuencia de la ejecución de los programas y pro­
yectos. En las décadas prósperas este condicionante externo no 
fue negativo, pero en los años 80 la incertidumbre en la que se 
ha debatido la economía latinoamericana ha tomado extrema­
damente difícil la tarea de los planificadores.
El interés de la planificación en los grandes proyectos y la 
influencia política y económica de las grandes ciudades han 
dejado poco espacio para el desarrollo regional y han reducido 
el efecto de algunas políticas descentralizadoras, de modo que 
ha continuado la tendencia a la concentración de la inversión, 
de la riqueza y de la población en los grandes centros metropo­
litanos en perjuicio del interior, de las provincias y de las zonas 
rurales. Esta tendencia no ha podido ser alterada por la plani­
ficación; al contrario, ella se ha agravado constituyéndose para 
el próximo siglo la urbanización y el deterioro de la vida urbana
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en uno de los mayores problemas sociales latinoamericanos.
La planificación, acostumbrada a trabajar en períodos de 
estabilidad y fuertemente influenciada por los problemas y las 
soluciones estructurales, ha demostrado evidentes debilidades 
para enfrentar el corto plazo, vacío que actualmente se toma 
evidente y grave por la importancia que ha adquirido la coyun­
tura, en vista de los desequilibrios de los sectores externo e in­
terno de la economía, producidos como consecuencia de la crisis. 
En su enfrentamiento, los gobiernos han encontrado en los pla­
nificadores pocas respuestas y soluciones a los apremiantes y 
angustiosos problemas económicos y sociales derivados de la cri­
sis, diariamente demandadas por una opinión pública a la que, 
con razón, lo que le importa son los problemas de todos los días.
El escaso interés de la clase política tradicional en la téc­
nica y en sus consejos no ha hecho de los políticos interlocuto­
res adecuados de los planificadores. Cuando para un gobierno 
todo es prioritario, cuando el cositerismo orienta la conducta 
de las autoridades, cuando la retórica electoral estimula las de­
mandas selectivas, cuando los legisladores y los Congresos en 
sus decisiones no toman en cuenta las restricciones económicas 
y las prioridades gubernamentales, la planificación se toma im­
posible y los planes fracasan.
Retos
Con miras a contribuir a los fines de este Primer Encuentro 
Latinoamericano sobre Planificación Económica y Gestión Pú­
blica, voy a señalar algunos retos fundamentales, que la pla­
nificación deberá enfrentar en los próximos años.
La reanudación de un crecimiento económico suficiente, 
estable y duradero, probablemente constituye el mayor desafío 
que la planificación debe hoy encarar en América Latina y 
el Caribe.
En el futuro próximo los planificadores no dispondrán de 
los abundantes recursos financieros y económicos que les per­
mitieron sustentar sus ambiciosos planes en los años anteriores 
a la crisis. Siempre, en la historia económica de América Latina 
y en el desarrollo de la región, la economía mundial tuvo un 
papel determinante. Cuando los precios internacionales de los 
productos básicos y las relaciones de intercambio han sido favo-
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rabies, la región ha progresado. Pero, desde la década de los 70, 
los valores de las materias primas han mostrado enorme ines­
tabilidad y su tendencia general ha sido mantenerse deprimi­
dos. Es previsible que continúe el deterioro de la inversión ex­
tranjera y de poco servirán los esfuerzos que se hagan para 
atraerla. América Latina, principalmente por razones políticas, 
no es una zona de interés, de modo que los esfuerzos realizados 
por algunos gobiernos para promoverla, mediante el estableci­
miento de incentivos y la supresión de restricciones, no han pro­
ducido los resultados esperados. Tampoco es previsible que 
pueda repetirse el movimiento de capitales que sustentó el 
desarrollo latinoamericano de los años 70; al contrario, hoy 
prácticamente han cesado los flujos financieros hacia la región 
y más bien América Latina se ha convertido en una exportadora 
neta de capitales.
En estas condiciones, América Latina no podrá basar su 
desarrollo en el ahorro extemo y tendrá que interponer todo su 
esfuerzo y su mayor imaginación para diseñar políticas, signa­
das por la escasez y la austeridad, que permitan sustentar el 
desarrollo de la región en el ahorro interno.
En la búsqueda del crecimiento económico debe ocupar un 
lugar central el tema de las exportaciones. Si no mejoran el 
volumen y el valor de las exportaciones latinoamericanas, el 
desarrollo futuro de la región no podrá edificarse sobre bases 
firmes. En consecuencia, los mayores esfuerzos de los planifi­
cadores deberían concentrarse en la identificación de las ven­
tajas comparativas de cada país, en la búsqueda de nuevos pro­
ductos de exportación, en el incremento del volumen y en el me­
joramiento de la calidad de aquellos bienes que ya tienen un 
mercado en el comercio internacional.
Es sabido que los años 80 han representado para el pueblo 
latinoamericano una grave y perniciosa distribución regresiva 
de su ingreso. Las altas tasas de inflación, los ajustes limitados 
de salarios, la agudización del desempleo y la paralización de 
algunos programas sociales, han empeorado las condiciones eco­
nómicas y sociales de amplios sectores de la población. Si 
actualmente el nivel de ingreso de los latinoamericanos corres­
ponde al que ya tenían hace diez años y, hasta fines de siglo, 
se ven escasas posibilidades de que esta situación cambie y 
mejore, sería grave, injusto y políticamente insostenible que,
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cuando termine este milenio, constatemos que el ingreso de los 
latinoamericanos es el mismo que ya tuvieron 20 años atrás. 
En estas circunstancias los problemas de la redistribución del 
ingreso, de la atención de las necesidades básicas, de la conten­
ción de la inflación y de la reducción del desempleo, también 
deben ocupar un lugar principal en la atención de los planifi­
cadores latinoamericanos.
En la búsqueda de la reactivación económica y de solucio­
nes a los problemas sociales, particularmente de los sectores 
que sufren extrema pobreza, una clara definición de los ámbitos 
del sector público y del sector privado y de su papel luce ne­
cesaria y útil en la hora actual de América Latina.
Si se quiere asignar a la inversión privada un papel en el 
desarrollo futuro de la región, conviene que ella sepa con ciar 
ridad cuáles son los ámbitos que le son reservados. Concomi- 
tantemente, es indispensable una clara definición de las áreas 
de la actividad económica reservadas al sector público y de la 
naturaleza y amplitud con las que el Estado ejercerá su papel 
regulador. En estos temas existe en América Latina una mito­
logía que es necesario desvanecer. La privatización a ultranza 
predicada por algunas corrientes económicas no corresponde a 
la experiencia histórica de la región, tampoco a la del mundo 
industrializado y ni siquiera a la de los países del sudeste asiá­
tico, cuyo “milagro'' económico hoy es propuesto como modelo. 
Se olvida que en todos estos casos el Estado ha tenido un im­
portante papel en el logro del crecimiento económico. Tampoco 
la extensión del sector estatal de la economía es un medio idó­
neo para asegurar, por sí solo, el progreso económico de nues­
tros países, como lo han demostrado algunas experiencias lar 
tinoamericanas.
Sin una racionalización de la participación del Estado en 
las actividades económicas y sin una definición de las áreas 
reservadas al sector privado, no podrán superarse los actuales 
conflictos e ineficiencias que tantos obstáculos han interpuesto 
al desarrollo latinoamericano. Pienso que la propiedad pública 
no debería ir más allá de las áreas estratégicas que tengan una 
influencia determinante en el desarrollo nacional, y no debe 
extenderse a actividades económicas irrelevantes cuya adminis­
tración estatal no se justifica politicamente, como suele suceder 
actualmente en América Latina.
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De poco sirve a los intereses generales de una sociedad un 
Estado con enormes responsabilidades económicas, si no es 
capaz de ejercerlas competente y eficazmente. América Latina 
no puede continuar ocultando o minimizando el hecho de que 
la gestión y la administración pública con frecuencia son 
ineficaces económica y socialmente, debilidad que incide nega­
tivamente en el desarrollo de la región. La “búsqueda del Estado 
eficiente”, que esta reunión ha tomado como lema, debe pasar 
a constituirse en otra de las preocupaciones de los planificado- 
res y de los políticos democráticos.
La estabilidad económica, que tan útil les fue a los planifi­
cadores en las décadas anteriores para la formulación de sus 
programas y proyectos, según las previsiones más consistentes, 
no se repetirá en los años siguientes, que estarán signados por 
la incertidumbre; y planificar en la incertidumbre será una 
tarea harto difícil.
La crisis de la economía internacional inicialmente definida 
como transitoria se ha vuelto estructural. Han sufrido violentas 
fluctuaciones el valor de los precios de los productos básicos y 
el de las principales monedas con las que comercia América 
Latina, las tasas de interés y el crédito externo, variables que 
han afectado negativamente la evolución de la economía al inte­
rior de cada país, tomando aleatorias todas las previsiones téc­
nicas y por tanto los planes en que ellas se han basado. Un año 
de espectacular crecimiento económico puede ser seguido de 
otro de crecimiento negativo, y viceversa.
Si la incertidumbre va a constituirse en la única certeza 
posible, es indispensable que los planificadores pongan su ma­
yor atención en el seguimiento de la economía internacional y 
en los problemas de la impredecible coyuntura. Como hacia 
el futuro no habrá nada cierto, la planificación deberá acostum­
brarse a trabajar con diversos escenarios y con planes flexibles 
que puedan irse acomodando a las variaciones que se produzcan 
y encontrar mecanismos idóneos para relacionarlos con el me­
diano y largo plazos.
En los años de la presente década se ha producido una re­
volución democrática que la planificación no debe perder de 
vista. En la década anterior y en las que la precedieron el mapa 
político de América Latina estaba dominado por las dictaduras.
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Ahora, en cambio, el espacio democrático cubre casi toda la 
geografía de la región.
La planificación se acostumbró a trabajar con los gobiernos 
autoritarios, en los que no existía la participación y no conta­
ban la oposición y las discrepancias; en ellos, el ejercicio de un 
poder hegemónico eliminaba cualquier disenso. En las demo­
cracias, los criterios de la oposición y los intereses de las 
diversas fuerzas sociales y económicas intervienen e influyen 
en el proceso de decisiones, la participación de la función le­
gislativa puede alterar los proyectos gubernamentales y la exis­
tencia de un orden jurídico que debe respetarse y toma menos 
expeditos los procedimientos y más aleatoria la continuidad, 
factores que tanta importancia tienen para la planificación.
Planificar para la democracia implica una mutación en los 
hábitos y procedimientos de los planificadores. Debe tenerse 
en cuenta que una sociedad democrática no es un mecanismo 
que funciona mecánica y exactamente sino una convergencia de 
fuerzas, intereses y conflictos que es necesario armonizar o 
arbitrar. En consecuencia, los planificadores, en la formulación 
de los planes, deben siempre tener presentes las variables polí­
ticas y encontrar los medios idóneos para que las decisiones 
gubernamentales se enmarquen dentro de la coherencia estable­
cida por el plan, tarea nada fácil a pesar de los cambios positi­
vos que se advierten en los nuevos liderazgos latinoamericanos.
Si el problema de la deuda seguirá pesando tanto o más que 
en los años precedentes en el desarrollo futuro de América Lati­
na, la planificación no puede dejar de tener en cuenta un hecho 
económico tan importante. Si América Latina en el futuro sigue 
transfiriendo más de 30 mil millones de dólares anuales al mun­
do industrializado, simplemente la reactivación económica no 
será posible y la distribución del ingreso empeorará. De lograr­
se una solución real al problema de la deuda, entendiéndose 
como tal la reducción sustancial de los abonos que hoy hace 
América Latina por intereses y los que debe hacer por capital, 
será posible solucionar en parte el problema del financiamiento 
y abrir posibilidades al desarrollo de la región.
Explorar las posibilidades que se abren para el desarrollo 
latinoamericano en el caso de que la deuda deje de pesar onerosa 
y negativamente en las balanzas de pago es uno de los escenarios 
con los que deberían trabajar los planificadores en el futuro pró-
73
OSWALDO HURTADO LARREA
¡rimo. En este caso, deben buscarse los medios para que estos 
recursos se destinen a resolver los problemas fundamentales 
del crecimiento económico y de la distribución del ingreso, y 
no a gastos innecesarios o no prioritarios o a la fuga de capi­
tales, como ha sucedido en otras ocasiones.
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E duardo P a lm a
Introducción
Cumpliré la misión de comentar la ponencia del Dr. Hurtado 
Larrea. En rigor, me limitaré a ubicar en un cierto contexto 
histérico-social los diferentes asertos de un documento carac­
terizado por su concisión y claridad.
La ponencia aborda cuatro tópicos: en el primero, de natura­
leza introductoria, se precisa la perspectiva personal del autor 
para abordar la planificación y la gestión pública. Dicho tema 
central de este seminario es enfocado en un tríptico conceptual: 
de una parte, los aportes y debilidades de la planificación latino­
americana en las últimas décadas y, de otra, los retos de la pla­
nificación y de la gestión pública al aproximarse a la última 
década del presente siglo.
Los comentarios mantendrán la secuencia de la ponencia: 
perspectiva de análisis, aportes, debilidades y retos de la plani­
ficación. Con todo, en cada caso, se distinguirán con la mayor 
nitidez posible los juicios de la ponencia y los comentarios en 
tomo de los mismos.
a) Perspectiva de catálisis
El doctor Hurtado Larrea afirma que sus reflexiones acerca de 
la planificación se deducen de su experiencia en el ejercicio de la 
vicepresidencia y la presidencia de la República de Ecuador.
Para una mejor comprensión de su óptica de análisis, con­
vendrá mostrar el itinerario de su propia experiencia señalando
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un “antes” del ejercicio de las magistraturas, un “durante” su 
ejercicio y un “después” de concluir el mandato presidencial.
Estos tres momentos caracterizan situaciones latinoameri­
canas muy típicas. En efecto, en el momento anterior al tiempo 
electoral del binomio Roldós-Hurtado Larrea, como presidente 
y vicepresidente de la República, el sistema político ecuatoriano 
transita desde un régimen autoritario a un régimen democrá­
tico bajo la modalidad, en la jerga politológica, de una demo­
cratización pactada entre las fuerzas políticas civiles y las 
fuerzas armadas ecuatorianas. Dicha democratización fue con­
cebida y ejecutada como un plan político destinado a generar las 
instituciones políticas más idóneas para construir una demo­
cracia estable. En aquel plan se involucró una parte significar 
tiva de la élite política ecuatoriana, incluido el propio autor de 
la ponencia en comentario.
El meollo del plan se afincaba en un intento de fortalecer 
la sociedad política, sus instituciones y partidos, a fin de erra­
dicar las prácticas demagógicas del pasado reciente.
Los procesos ocurridos durante el comienzo de la actual 
década dejarían en evidencia que el tiempo de maduración de 
las instituciones políticas era un largo período.
De ahí deriva la experiencia vivida por el doctor Hurtado 
Larrea —similar, por lo demás, a la de todos los actores reales 
y relevantes de la vida política—, que lo inclina a desconfiar de 
los intentos de racionalizar por completo la vida política.
La experiencia del ponente en el ejercicio del poder está 
marcada por el advenimiento de sucesos y procesos dramáticos 
y no previsibles.
Como vicepresidente, le correspondió al doctor Hurtado 
Larrea diseñar el Plan nacional de desarrollo del gobierno de­
mocrático. Este plan intenta, tal vez por primera vez en la his­
toria de la planificación latinoamericana, mantener y consoli­
dar la democracia política como objetivo principal, enmarcando 
el resto de las metas en el servicio a ese objetivo prioritario.
La muerte prematura y trágica del presidente Roldós, llevó 
al diseñador del plan a tener que ejercer la tarea de ejecutarlo.
El impacto de la recesión internacional termina con la 
euforia del cambio social por la vía democrática. A la crisis 
económica de origen externo se-suma la crisis de la agricultura
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en la zona de la costa, desvastada por las condiciones climáticas 
vividas durante el invierno de 1982.
Es en este marco de restricciones que se inicia la relectura 
del plan de desarrollo en condiciones de adversidad. La preocu­
pación por el corto plazo se vuelve el único horizonte para las 
decisiones. En verdad, tres son los órdenes de preocupaciones 
gubernamentales: en primer término las inherentes a la crisis 
económica y financiera y sus negociaciones internas y externas; 
en segundo término, impedir que los beneficios obtenidos por 
el sector popular durante los años 1979 y 1980 se pierdan por 
efecto de la inflación, la reducción de los salarios reales, el 
desempleo y la disminución de los servicios sociales otorgados 
por el Estado; y, finalmente, que los planes de modernización 
de la infraestructura mantengan su curso previsto. Pero sobre 
toda otra consideración la preocupación fundamental era man­
tener la sucesión presidencial democrática para consolidar las 
nuevas instituciones políticas.
En estos años, el doctor Hurtado Larrea ha completado su 
experiencia acerca de la política y la planificación, situado ahora 
como analista observador del proceso en tareas de reflexión 
académica y como político opositor al actual gobierno del 
Ecuador.
El “antes”, el "durante” y el “después” constituyen una 
trama en la experiencia y la reflexión que enseguida se explíci­
ta a través de los aportes, debilidades y retos de la planificación.
1. Los aportes de la planificación
El listado de aportes de la planificación que enumera el doctor 
Hurtado Larrea es impresionante. Contrasta su reconocimiento 
con las críticas a veces demoledoras que se le consagran en otros 
ámbitos y países. Cabría preguntarse si se trata de una mención 
de cortesía o si ella responde a una visión equilibrada del aporte 
de la planificación al desarrollo del Ecuador.
No hay una mera cortesía en los juicios del ponente. Se 
trata de una cuestión diferente y sustancial: la época en que han 
ocurrido las grandes transformaciones en cada país. En Ecua­
dor, las grandes transformaciones sociales de los años sesenta 
y setenta están asociadas a la planificación nacional. Así, ad-
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quieren un verdadero sentido las diferentes dimensiones enu­
meradas como grandes contribuciones. En primer término, lo 
que podría llamarse “una función latente” de la planificación 
latinoamericana: su contribución al conocimiento de la socie­
dad y la economía de cada país. Asimismo, como respuesta a 
los problemas comprobados, un amplio despliegue de instru­
mentos de políticas de desarrollo.
Otra dimensión que el doctor Hurtado Larrea destaca como 
un gran aporte es la planificación física. En efecto, la moderni­
zación de la infraestructura en Ecuador y en América Latina ha 
sido fruto dé una programación que muestra notable perseve­
rancia en sus objetivos y estabilidad en la modalidad de prose­
cución de sus diferentes metas. Hay que recalcar que esta mo­
dalidad de planificación ha contado con mi consenso social muy 
profundo, lo que explica su continuidad y el éxito en el cumpli­
miento de sus objetivos.
Enseguida señala la contribución de la planificación al cre­
cimiento y la redistribución durante el período que se inicia 
después de la Segunda Guerra Mundial, y que primero se altera 
en los años setenta y después concluye con la crisis económica 
internacional iniciada a comienzos de esta década. En dicha fase 
del desarrollo destaca el aporte a la sustitución de importa­
ciones, a la industrialización, a la modernización de la agricul­
tura, a la ampliación de la cobertura de los servicios sociales, etc.
En breve, el doctor Hurtado Larrea juzga positivo el aporte 
histórico de la planificación, en un juicio dotado de equilibrada 
serenidad.
2. Debilidades de la planificación
Las críticas a las teorías y prácticas convencionales de la pla­
nificación, son, también, enumeradas, sin falsa retórica.
En primer término, señala como un mal recurrente el eco- 
nomicismo que menoscaba u oculta la causación social y cul­
tural del subdesarrollo. El flagelo del economicismo, cuando se 
concentra en los aspectos sociales del desarrollo, enfatiza las 
dimensiones cuantitativas en desmedro de las cualitativas de los 
fenómenos y procesos sociales. Recuérdese que el doctor Hurtar 
do Larrea, al enfocar el desarrollo social del Ecuador, ha enfati­
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zado el carácter de “mundos superpuestos” para mostrar la 
brecha económica, social y cultural entre las poblaciones de 
su país.
El ponente alude a la profesionalización de los planificado- 
res en América Latina, donde predominan sin contrapeso los 
especialistas en ciencias económicas.
Esta reducción de las teorías y las prácticas de la planificar 
ción a un monismo disciplinario evoca un agudo aserto de Lu­
den Nizard, profesor de Grenoble. Hace algunos años, Nizard 
comprobaba que el ejercicio de planificar alude a tres moda­
lidades de teoría y de acción: reducción de la incertidumbre, 
reducción de la incoherencia y reducción de la heterogeneidad. 
Naturalmente, no son las mismas disciplinas ni, por tanto, los 
mismos profesionales a lo que resulta connatural cada una de 
aquellas tareas. Por de pronto, el doctor Hurtado Larrea, como 
político y científico político, doble papel desde el que juzga, es 
muy sensible al déficit analítico en lo relativo a las variables 
políticas. Sin embargo, esta crítica no es extrapolada, como suele 
ocurrir, hasta el punto de cuestionar el aporte específico de la 
ciencia económica como disciplina y de los economistas como 
profesionales.
Implícitamente, el doctor Hurtado Larrea confia en una 
acción interdisciplinaria, lo que naturalmente conlleva riesgos 
y tensiones.
Otro aspecto que critica como deficitario es la desarticula­
ción entre planificación nacional y promoción del mundo y la 
economía marginales. Sobre este punto neurálgico caben varios 
interrogantes: ¿no será la planificación nacional el órgano es­
tatal adecuado para asumir la defensa de los discriminados, si 
la razón de la pobreza extrema radica en una profunda, sistemá­
tica y acumulativa discriminación?; ¿no correspondería asumir la 
discriminación positiva ahora en favor de los excluidos?
Otro tema sustancial planteado por el ponente hace relación 
con el papel del empresariado.
Sobre este tema su juicio es muy significativo, ya que su 
propia experiencia gubernamental de relacionamiento con los 
gremios empresariales fue a veces distante cuando no conflic­
tiva. Nick D. Mills ha descrito los diferentes y cambiantes con­
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flictos por los cuales atravesaron las relaciones entre el gobierno 
de Hurtado Larrea y los gremios empresariales.1
El doctor Hurtado Larrea plantea como insoslayable la 
contribución del empresariado privado al desarrollo económico, 
ya que la inversión privada carece de sustituto en la región.
A continuación, el autor reflexiona acerca de tres dimensio­
nes deficitarias de la planificación. Estas reflexiones abordan 
problemas menos visibles o procesos de más larga duración.
La primera reflexión apunta a la centralización creciente 
que experimentan los países de la región.
Este tema no ocupó un lugar de preferencia en la agenda 
de la vida política de Ecuador en el período 1979-84. (El hecho 
que no ocupase un lugar central en la discusión política no sig­
nifica que no fuese un problema.) Al parecer, tal situación ha 
continuado actualmente. El crecimiento de Quito y Guayaquil, 
especialmente de esta última, plantea nuevos problemas y cre­
cientes inequidades regionales. Los mecanismos económicos y 
políticos amplían o reproducen la concentración.
Es bien evidente que la descentralización entra en la escena 
de una concentración metropolitana bipolar que expresa la an­
tigua brecha entre la Costa y la Sierra.
La segunda reflexión apunta a una cuestión recurrente en 
la época de la llamada crisis de la planificación. La recesión 
económica internacional obliga a los gobiernos a trabajar en el 
corto plazo.
Pues bien, las herramientas de la planificación tradicional 
no son útiles para una coyuntura tan apremiante. Entonces, 
ocurre con frecuencia que el órgano estatal encargado de la 
planificación pierde importancia y prestigio al interior de la es­
tructura gubernamental.
La última reflexión del doctor Hurtado Larrea apunta a un 
problema significativo. Se trata del escaso interés que muestra 
la élite política por su perfeccionamiento técnico. De este modo, 
los flagelos de la vida política son recurrentes: populismo, de­
magogia e irresponsabilidad. Todos aquellos vicios no reciben 
sanción colectiva, por lo cual se reproducen permanentemente. 
De este modo, la idea de fortalecer la sociedad política es una
1 Nick D. Mills, Crisis, conflicto y consenso. Ecuador, 1979-1894. Cor­
poración Editora Nacional (CORDES), Quito, Ecuador, 1984.
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fantasía mientras no se corrijan los mecanismos fundamentales 
en la decisión pública. Como anotaba Medina Echeverría, “el 
plan es un medio de comunicación política”; ¿qué hacer enton­
ces para que los mensajes políticos se inscriban en un registro 
de comunicación donde se intercambien las diferentes opciones 
que enfrenta cada sociedad? En América Latina predomina el 
régimen presidencial de gobierno a través de un espacio político 
unitario. Al parecer, el camino para racionalizar la democracia 
sin menoscabarla es fortalecer el Congreso nacional, como órga­
no decisional, y los diferentes gobiernos regionales y locales. 
Estas vías de reflexión comienzan a explorarse a través de la 
región. Sobre este punto el doctor Hurtado Larrea ha señalado 
su preocupación y su experiencia.
3. Los retos de la planificación
El primer reto de la planificación latinoamericana está consti­
tuido por la reanudación de un crecimiento económico suficiente.
No es habitual que los políticos tengan una conciencia tan 
aguda de la necesidad de crecer. Sin embargo, la experiencia 
gubernamental enseña que los conflictos de suma cero son rui­
nosos para la estabilidad democrática.
No escapa a la previsión del doctor Hurtado Larrea que el 
crecimiento necesario y deseable implica un cuidadoso empleo 
de políticas que fomenten el ahorro interno. Es un tiempo de 
escasez que obliga a la austeridad. Además, las economías latino­
americanas deben reinsertarse en el mercado mundial a través 
de un aumento del volumen y del valor de sus exportaciones.
El crecimiento económico tiene un objetivo final: la distri­
bución equitativa. La crisis ha agudizado las desigualdades so­
ciales por la vía de la reducción del salario real, el aumento del 
desempleo, la disminución de programas sociales. Ante estas 
realidades, la planificación latinoamericana debe redoblar es­
fuerzos con vistas a mejorar la redistribución del ingreso, la 
atención de las necesidades básicas, la contención de la inflación 
y la reducción del desempleo.
En el plano de las instituciones económicas urge, en opi­
nión del doctor Hurtado Larrea, una delimitación de los campos 
de la actividad privada y pública. Esta esfera de discusión a 
menudo ha sido oscurecida por la pasión y la mitología. La
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privatización a ultranza y el estatismo son posiciones que no 
sobrepasan el principio de realidad en América Latina. Reite­
rando asertos anteriores, el ponente enfatiza el papel insusti­
tuible del sector privado. Lo anterior supone definir las áreas 
estratégicas reservadas a la acción económica estatal.
En la ponencia no se define la noción de área estratégica, 
salvo en su carácter de relevante para la economía nacional. Al 
respecto es inevitable preguntarse: de una parte, ¿es posible 
una definición en abstracto de tales áreas estratégicas?, y de 
otra, ¿es eficiente para la promoción de la actitud privada man­
tener difuso el limite de tales áreas estratégicas?
Con todo, el doctor Hurtado Larrea no concibe al Estado 
eficiente como un Estado de gran tamaño y con múltiples res­
ponsabilidades económicas y sociales. En su opinión, fortaleza 
y tamaño son conceptos diferentes, ya que ocurre con frecuencia 
que el tamaño desmesurado conspira contra su fortaleza. Pre­
servar la capacidad operativa del Estado, en su opinión, es una 
tarea común para los planificadores y los políticos democráticos.
Otro reto de gran importancia para la planificación latino­
americana lo constituye el seguimiento de la economía interna­
cional. En efecto, la crisis se ha vuelto una constante. La vulne­
rabilidad externa de las economías de la región ha alcanzado 
umbrales críticos en razón de las fluctuaciones en el valor de 
los productos básicos, de las monedas con las que comercia 
América Latina y de las tasas de interés y del crédito externo. 
El doctor Hurtado Larrea acuñó una frase lapidaria: “si la incer- 
tidumbre va a constituirse en la única certeza posible”, la tarea 
de seguimiento de la economía internacional pasa a un lugar 
de primera importancia en el orden del día de la planificación.
Desde otra perspectiva, surge un nuevo reto para la planifi­
cación latinoamericana. En los últimos años ha cambiado el 
contexto sociopolítico de América Latina. Asistimos, en opinión 
del doctor Hurtado Larrea, a una revolución democrática. Más 
que un ciclo de gobiernos democráticos después de una fase de 
regímenes autoritarios, el cambio actual radica en una profun- 
dización de las exigencias de la cultura democrática. En su opi­
nión, este reto es muy profundo para la actividad planificadora 
habitualmente mal acostumbrada por hábitos y prácticas auto­
ritarios. Al respecto nos previene: “Debe tenerse en cuenta que 
una sociedad democrática no funciona mecánica y exactamente
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sino en una convergencia de fuerzas, intereses y conflictos que 
es necesario armonizar o arbitrar". Una vez más es evocada la 
profunda intuición de Medina Echavarría acerca de la afinidad 
electiva entre planificación y democracia.
Como es de rigor en la actualidad, el ponente no elude el 
tema sagrado de la deuda externa. En efecto, según su opinión, 
la transferencia por parte de América Latina al mundo industria­
lizado de más de 30 mil millones de dólares anuales anula toda 
eventual reactivación económica. Resulta inevitable, entonces, 
para la actividad planificadora, explorar “en el caso de que la 
deuda deje de pesar onerosa y negativamente en la balanza de 
pagos" otras vías para el destino de dichos recursos con una 




POLÍTICAS PÚBLICAS Y REFORMAS DEL ESTADO
Carlos B lanco
Introducción
Desde 1984 se inició en Venezuela una experiencia muy impor­
tante con la creación de la Comisión Presidencial para la Re­
forma del Estado (COPRE).1 E lobjeto de este trabajo, en su 
primera parte, es mostrar el alcance que esta labor está teniendo 
en Venezuela, con la idea de que pudieran encontrarse en ella 
elementos valiosos para procesqs análogos en otros países. 
Desde luego con la plena conciencia de que ninguna experiencia 
es transferible, pero con la convicción de que es perfectamente 
posible encontrar allí elementos de análisis que pudieran cola­
borar en la conformación de un camino democrático de cam­
bios profundos en nuestras sociedades.
Muchos de los elementos aportados son exclusivamente vá­
lidos para Venezuela, pero pueden ser una forma de compartir 
experiencias, de rectificar los errores que en éstas se cometan 
y de acumular enseñanzas de uso colectivo. Vamos a hacer una 
somera revisión del trabajo en que estamos empeñados.
CREACIÓN DE LA COPRE
La COPRE es creada por decreto del presidente Jaime Lusinchi 
el 17 de diciembre de 1984, a diez meses de haber asumido la 
primera magistratura. Esta comisión fue el producto de, por 
una parte, un cierto ambiente de opinión generado en el trans­
curso de la campaña electoral precedente, en la cual todos los 
partidos y candidatos comenzaron a plantear la necesidad de 
proceder a realizar reformas profundas en el Estado y la socie­
1 El decreto de creación de la COPRE está al final de este trabajo.
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dad venezolanos. Los problemas económicos, institucionales y 
administrativos, que venia afrontando el país desde que las 
condiciones fiscales se hicieron primero fluctuantes y después 
negativas, estimularon una reflexión en la dirección política 
nacional sobre las diversas y comprometidas circunstancias que 
se enfrentaban y que, ya en ese entonces, amenazaban con 
profundizarse.
De otra parte, la propia disposición del presidente Lusinchi 
y del que para entonces era el ministro de la Secretaría de la 
Presidencia —hoy canciller—, Simón Alberto Consalvi. Éstos, 
junto al doctor Ramón J. Velásquez, senador y eminente hom­
bre público venezolano, y quien esto escribe, comenzaron un 
proceso de consultas entre personalidades de diferentes partidos 
e instituciones representativas del país, con el propósito de estu­
diar las características, los alcances, la integración y las tareas 
específicas que pudiera tener una comisión que se planteara 
acometer el tema de la reforma del Estado en Venezuela.
Al cabo de varios meses de consulta el presidente de la 
república procedió a nombrar la COPRE en diciembre de 1984, 
lo cual inició un proceso muy importante para la democracia 
venezolana, a pesar de los contratiempos habidos en esta desa­
fiante empresa.
Otros intentos
En toda la experiencia democrática venezolana, desde 1958 en 
adelante, los gobiernos han prestado atención —mucha o poca, 
según los casos— al tema de las reformas. Lo ilustra el hecho 
de que se han nombrado comisiones diversas con el propósito 
de producir transformaciones en la administración pública, de 
acuerdo con lo que fue la tendencia fundamental en la oleada 
democratizadora de finales de los cincuenta y comienzos de 
los sesenta.
Sin embargo, lo que cabe señalar es que esas reformas en­
fatizaron lo relativo a los aspectos administrativos; intento nada 
desestimable y con algunos logros en su haber, pero que obvia­
ba el hecho de que los cambios administrativos del sector pú­
blico son, ante todo y sobre todo, hechos político-institucionales. 
Esto indica que, si no hay una convergencia real y profunda de
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reformas en otros planos, será muy poco —y a veces muy fugaz— 
lo que allí se logre.
Con la COFRE se cambia la naturaleza misma de la concep­
ción de las reformas en Venezuela, pues por primera vez se 
plantea el tema en un sentido integral, tal como lo señala el 
texto del decreto presidencial en referencia.
Se establece que el cometido de la COPRE es proponer al 
presidente de la república las modificaciones del Estado y de 
las relaciones entre éste y la sociedad que permitan una mo­
dernización global en el sentido que más adelante se aludirá.
Esta concepción permite plantear desde el mismo comienzo 
que el proceso de cambios tiene un sentido político global, lo 
cual engarza perfectamente, tanto con las demandas que se ha­
bían venido expresando de distinto modo en la sociedad, como 
con los planteamientos que los partidos y candidatos habían 
desarrollado en la campaña electoral de 1983.
Características de la COPRE
La comisión fue designada con treinta y cinco miembros, inclu­
yendo al doctor Ramón J. Velásquez como presidente y al 
autor de este trabajo como secretario ejecutivo. Los integrantes 
fueron seleccionados por el presidente de la república entre 
personalidades representativas de los partidos políticos más 
importantes (Acción Democrática, Social-Cristiano Copei, Mo­
vimiento al Socialismo, Movimiento Electoral del Pueblo y Unión 
Republicana Democrática), así como importantes empresarios, 
miembros activos de las fuerzas armadas nacionales, sindicalis­
tas, académicos y otros intelectuales.
No faltaron, entonces, algunas voces autorizadas y compren­
siblemente críticas que señalaron lo inmanejable y poco opera­
tivo que habría de resultar un equipo de composición tan nu­
merosa. “Saco de gatos” lo llamó agresiva e injustamente un 
importante personaje del mismo partido de gobierno.
Bien pronto se mostró que era posible no sacrificar la ope- 
ratividad de la comisión y que, más bien, su integración garan­
tizaba una pluralidad y representatividad de diversas tendencias 
en la opinión pública e institucional del país. Aun cuando los 
integrantes no se escogieron en términos de una representación 
formal de los partidos e instituciones a los cuales pertenecen,
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para darles mayor libertad en su acción, en la práctica sus ca­
nales de comunicación permiten que las propuestas que la 
COPRE presenta ostenten apoyos fundamentales en la sociedad.
Esta composición no solo permitió lineas de relación bas­
tante fluidas con partidos y otras formas de existencia institu­
cional, sino que también aseguró desde el comienzo mismo la 
conjuración de una posible —en realidad muy frecuente— visión 
tecnocrática, “administrativa” y legalista de las reformas.
Desde el mismo comienzo la reforma fue concebida como 
un proceso político fundamental, con obvias expresiones en 
otros planos, pero que alcanzaba su eficacia y su legitimidad 
real en la medida en que se la asumiera como un intento de 
modificación de las relaciones de poder que se constituyen y 
expresan en el Estado.
Esta concepción fue la que permitió desarrollar una táctica 
bastante exitosa, antes de que las resistencias al proceso co­
menzaran a expresarse con toda su fuerza.
Al concebirse la reforma del Estado en términos de su 
significación política, los tipos de resortes que se activan para 
el éxito estratégico del proceso son bien distintos a los que en 
Venezuela se han utilizado a los fines de impulsar los procesos 
de cambio administrativo y legal. Por supuesto que las refor­
mas en muchos casos deberán, inevitablemente, expresarse en 
mecanismos de modernización administrativa y actualización o 
creación de normativas legales, pero lo que está claro es que 
solo concibiendo la reforma como una rearticulación política 
de la sociedad es posible generar fuerzas suficientes para que 
se logren sus principales objetivos.
Un aspecto de particular relieve es el de las' atribuciones 
de la comisión, tal como lo establece el decreto de su creación. 
La tradición con respecto a este tipo de estudios, a veces muy 
serios, es que son entregados al gobierno en las proximidades 
del fin del período constitucional. El resultado de esta moda­
lidad es que cuando está concluyendo un período de gobierno 
no hay posibilidades políticas de acometer ningún cambio serio 
y profundo; lo que queda de esos esfuerzos son cambios meno­
res y estudios mayores que van a reposar a las gavetas de 
ministros y de expertos.
La modalidad novedosa que se ha introducido en el caso 
venezolano es que, efectivamente, se le ha encomendado a la
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comisión la elaboración de un Proyecto de Reforma Integral 
del Estado (PRIE), labor que se concreta en una propuesta 
global sobre los cambios en Venezuela y que, por razón de su 
propia naturaleza, estará desarrollada para mediados del año 
1988, cuando le falten pocos meses a la actual administración 
para llegar al término de su mandato.
El PRIE tiene una importancia fundamental, pues se aspira 
a que constituya una base sólida para una discusión nacional que 
permita el diseño de un proyecto estratégico de transformacio­
nes para los próximos años. Más que un agregado de proposi­
ciones, se piensa que podría constituirse en una plataforma orgá­
nica y coherente para la movilización de las fuerzas sociales 
proclives a las reformas que se han venido planteando y que 
estarán recogidas en el PRIE.
Sin embargo, si las responsabilidades de la comisión se 
limitasen apenas a este aspecto, indudablemente fundamental, 
no habría posibilidades de superar la suerte de otros intentos cu­
yos resultados coinciden con el fin del período de gobierno y el 
agotamiento político que caracteriza estas etapas. En el decreto 
de creación se establece, adicionalmente, la competencia en mate­
ria de asesoría al presidente de la república; tal atribución ha 
permitido que la COPRE no se limite a los estudios de mediano 
o de largo plazo, sino que pueda tener la capacidad para hacer 
planteamientos y propuestas de corta plazo.
Esta peculiar condición ha sido muy importante, pues ha 
colocado a la comisión en condiciones de una intervención po­
tencial activa en los procesos institucionales y administrativos 
cotidianos, lo cual también ha tenido un efecto muy importante 
en el estimulo a un grado superior de conciencia colectiva en 
relación al tema.
La COPRE ha sido percibida como un instrumento que, 
junto a la capacidad de diseño estratégico, recupera una posible 
aptitud para la intervención coyuntural. A consecuencia de ello, 
se ha hecho presente en el debate político; los actores funda­
mentales de la escena pública se han apropiado —desde las 
más diversas posiciones— de la discusión sobre el destino de 
las reformas que se han venido planteando.
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Las lineas estratégicas básicas
La estrategia reformadora que ha orientado el trabajo de la 
COPRE se basa en dos elementos fundamentales: la democrar 
tización y la eficiencia del Estado y la sociedad. Estos elementos 
han venido a constituir las lineas maestras del esfuerzo que se 
desarrolla. La democratización surge como la demanda de una 
sociedad con un sistema político democrático, que, por razones 
históricas y de ejercicio continuo de un régimen de libertades, 
ha experimentado logros incuestionables, pero, al mismo tiem­
po, muestra en algunos sentidos signos de agotamiento y de 
necesidad de remozar prácticas sociales diversas.
Ha sido la precia maduración democrática de los venezola­
nos lo que ha permitido que, al cabo de treinta años, nuevas y 
mayores demandas se hagan al propio sistema político. Un 
incremento de la participación y de la representatividad se 
viene convirtiendo en demandas crecientes de la ciudadanía; 
exigencias que vienen a chocar con un Estado de características 
fuertemente centralizadoras y donde los partidos políticos cons­
tituyen las piezas decisivas de su existencia y de su acción, sin 
que otras formas de presencia de la sociedad civil tengan herra­
mientas idóneas para procesar sus demandas.
La segunda gran linea es la relativa al desarrollo de un 
Estado eficiente. El Estado venezolano, en razón del tipo de 
crecimiento generado por el petróleo y de una peculiar articula­
ción de fuerzas sociales, ha copado —por decirlo asi— la mayor 
parte de los espacios del cuerpo social. Esto se ha traducido en 
la conformación de una sociedad altamente estatalizada, no 
solo por la directa intervención que produce, sino por los con­
dicionamientos diversos que activa. Este Estado, que más que 
intervencionista es "invasor", en la medida en que los procesos 
se hacen más complejos y en tanto que la crisis económica 
—caída de los precios petroleros y alto nivel de endeudamiento 
extemo, como factores básicos— se hace más profunda, está 
requerido de redefinir sus formas de acción.
Es evidente que sobre la base de los patrones tradicionales 
de comportamiento, se ve progresivamente incapacitado de cum­
plir adecuadamente sus funciones; ni los recursos ni el tipo de 
administración que lo caracterizan permiten afrontar con algunos
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grados indispensables de libertad los desafíos que tiene. El 
Estado venezolano está compelido a un reto de eficiencia, tanto 
en el plano económico como en el social.
En muchas ocasiones se ha dicho que una insistencia en la 
democratización lleva, como derivación casi inevitable, a pri­
vilegiar los rasgos populistas que han ostentado los Estados 
latinoamericanos. Y se intenta contraponer la línea democrati- 
zadora a una de carácter “eficientista”, que estaría más tentada 
a sacrificar los aspectos de la participación en beneficio de un 
uso racional, ajustado, de los recursos. La verdad es que la 
oposición entre democracia y eficiencia ha sido bandera para 
combatir a las democracias en períodos de languidecimiento y 
para justificar las insurgencias militares en su contra; lo cierto 
es que el sacrificio de las libertades en ningún caso se ha tradu­
cido en eficiencia en el funcionamiento del Estado y la sociedad; 
pero de todas maneras no deja de haber sectores para quienes 
esa contraposición es inevitable y persiste en cualquier plantea­
miento sobre la cuestión.
Para la COPRE se ha planteado, por el contrario, que las 
líneas de la democratización y de la eficiencia no solo no son 
contradictorias sino que son —desde un cierto ángulo— per­
fectamente complementarias.
En efecto, la democratización tiene un claro significado po­
lítico, pero, además, es posible admitir que también tiene una 
arista muy importante referida a la producción. Si se toma en 
cuenta que buena parte de los problemas del Estado venezolano 
derivan de su excesiva centralización, un proceso democratiza- 
dor podría permitir que otros niveles institucionales distintos 
al poder público nacional, como las regiones, estados, munici­
pios y organizaciones locales, pudieran participar en los diversos 
procesos de gestión pública, cosa que, o no hacen, o hacen 
muy limitadamente.
La democratización social puede permitir la descongestión 
estatal e incidir en materia de eficiencia administrativa e ins­
titucional de manera significativa. Este proceso permitiría la 
apropiación creciente, por parte de otros niveles de la sociedad, 
de formas de intervención, acción y gestión, donde ,las diversas 
modalidades de existencia de la sociedad civil podrían tener 
genuina participación. Por eso insistimos que la profundización
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de la democracia es un hecho social integral, político, econó­
mico y cultural.
La eficiencia que se plantea no es aquella concepción tec- 
nocrática, desprovista de aliento social, ajena a las determina­
ciones que el sistema político democrático se formula. Por el 
contrario, es posible asumir que debe ser una manera en la que 
el Estado pueda ir convirtiendo sus instituciones en instrumen­
tos para una progresiva participación ciudadana. La eficiencia 
de contenido social tiene la posibilidad de constituirse en la 
base de una intensa modernización del Estado.
La estrategia de la COPRE
Desde el mismo momento de su instalación formal en enero de 
1985, la Comisión tuvo la clara percepción de que más tarde o 
más temprano algunas resistencias significativas comenzarían 
-a aparecer. El ambiente de aceptación general del cual gozó en 
sus inicios, en la medida en que se iniciasen las proposiciones, 
se transformaría en un ambiente de oposición nada deleznable.
Para sus integrantes estaba claro que no era posible ni 
realista avanzar en un proceso de transformaciones de contenido 
democrático, si la propia acción de la comisión no era, ella 
misma, democrática. Era, evidentemente, un problema el que 
una instancia conformada desde “arriba” pudiera impulsar su 
acción sin que los de “abajo” participaran; el resultado —si no 
se lograba este propósito— no podría ser otro que una forma­
ción altamente elitesca, sin calor social y sin fuerza. También 
se tenía adecuada conciencia de que, en principio, la reforma 
del Estado se refería prácticamente a todos los ámbitos de la 
existencia social; por lo tanto, podía haber la tentación de pre­
tender reformarlo todo y al mismo tiempo, tarea imposible, 
desde luego. Pero, si se hubiese creado esta ilusión, cualquier 
logro habría sido contabilizado como demostración de incapa­
cidad de obtener la totalidad de objetivos aspirada.
Teniendo en cuenta estas circunstancias, la COPRE se plan­
teó la conveniencia de diseñar una estrategia que permitiera 
eludir los riesgos anotados. Para tal objetivo se planteó que Tina 
primera etapa debía ser de consultas al liderazgo nacional. Se 
convocó a los ex-presidentes de la república, a los secreta­
rios generales de los partidos más importantes y a algunas de
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las personalidades independientes más relevantes. Asimismo, la 
expectativa creada en diversos sectores de las provincias, per­
mitió que se extendiera la consulta a otras regiones del país.
Este proceso no solo facilitaba una comunicación directa 
con sectores y personalidades representativas, sino que también 
contribuyó a la generación de una simpatía y al apoyo a tareas 
de la Comisión. Tal concepción es lo que ha permitido que las 
demandas de cambio, de diversa procedencia, de distinto alcance 
y a veces hasta contradictorias, fuesen encontrando una super­
ficie de condensación en las propuestas de la COPRE. De ser un 
organismo oficial y elitesco, sin perder este carácter, ha logrado 
convertirse en una referencia nacional para los objetivos de 
transformación democrática y de modernización.
Este ambiente de opinión, compartido por sectores del par­
tido y de la oposición, por instituciones empresariales y sindi­
cales, por asociaciones vecinales y gremiales, es lo que ha ro­
deado al trabajo que se realiza de respeto y de resguardo frente 
a las incomprensiones y resistencias que sé han abierto.
Sin duda, las propuestas de la COPRE han pasado a cons­
tituir las bases de un proyecto nacional cada vez más compar­
tido por las diversas expresiones organizadas de la sociedad.
Igualmente, se ha resistido la tentación —a decir verdad, 
no siempre con éxito— de incorporar en los estudios y proyec­
tos todo lo que se proponga desde los propios miembros de la 
Comisión y desde afuera de ella. La idea central es que resulta 
imposible políticamente y absurdo técnicamente pretender que 
una organización de esta naturaleza trate de abarcar demasia- 
do, lo cual no puede conducir a nada distinto que a obstaculizar 
su propia gestión.
Por estas razones se ha preferido escoger aquellos proyec­
tos que podrían tener más apoyo social, capaces de ser genera­
dores de procesos de reforma ulterior mediante el desencadena­
miento de actitudes y de mecanismos propicios al cambio. Se 
trata, entonces, de tocar los núcleos neurálgicos de cuya modi­
ficación es posible esperar una dinámica en cascada hacia 
transformaciones que se deriven de esas fundamentales.
El principio de generar cambios que sean genuinos y no 
meros retoques circunstanciales, pero que, al propio tiempo, 
se muestren factibles dentro de la correlación de fuerzas políti­
cas y sociales del país, ha sido norte de la acción de la Comisión.
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Se podría pensar que es una concepción tímida, pero es esencial 
mostrar y demostrar que los cambios profundos en algunas 
áreas son perfectamente posibles; de esta manera, franjas cada 
vez más extensas de ciudadanos pueden asumir las reformas 
como hecho normal del desenvolvimiento social. Si así fuese, se­
ría evidente que la disposición ciudadana para aceptar y promo­
ver modificaciones institucionales, políticas y administrativas, 
se fortalecería de modo notable.
Esta conducción de la Comisión es lo que ha pemiitido que 
muchas de las principales manifestaciones de la sociedad civil 
—que en Venezuela, por razones históricas, son precarias toda­
vía aunque crecientes— se hayan ido articulando en sus objeti­
vos con las propias propuestas formuladas por la COPRE. De 
manera que mutuamente se han ido desarrollando y alcanzando 
ámbitos más amplios de repercusión.
La organización interna
La Comisión adoptó, desde sus inicios, un esquema de los va­
riados temas que supone un intento tan ambicioso como el de 
la reforma del Estado, y, al mismo tiempo, que pudiese ser lo 
suficientemente operativo. Con este propósito se crearon tres 




c. Reformas Económicas y Sociales
Adicionalmente —por la importancia de la cuestión en Ve­
nezuela—, se creó un grupo especial de trabajo, dependiente de 
la presidencia de la Comisión, para la Reforma del Área Judicial.
Estos cuatro equipos de trabajo tienen, cada uno, un comi­
sionado responsable, que dirige la labor dentro de su respecti­
vo ámbito.
La plenaria de la COPRE es el máximo organismo de deci­
sión, pero, dado el número de sus integrantes, se constituyó un 
comité coordinador en el cual participan el presidente, el se­
cretario ejecutivo, los cuatro coordinadores de las subcomisio­
nes y cuatro miembros de la Comisión, escogidos por el presi­
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dente de la misma. Éste es un organismo que se reúne sema­
nalmente y que orienta la actividad permanente. Todos los 
miembros, salvo el secretario ejecutivo que está a tiempo com­
pleto, tienen carácter ad-honorem.
Al lado de esta organización de los miembros, existe un 
cuerpo de profesionales contratado por la Comisión, distribuido 
bajo el mismo esquema de subcomisiones, atendiendo directa 
y permanentemente los diversos proyectos que existen. Además, 
hay profesionales que prestan su colaboración bajo la figura de 
“comisión de servicios” y están adscriptos a diversos organis­
mos de la administración pública. Sin dejar de destacar que 
se ha tenido la colaboración espontánea para temas específicos 
de profesionales de muy disímiles áreas.




c. Administración y Servicios
Los profesionales adscriptos a los proyectos y el seguimiento 
de éstos están bajo la directa supervisión de la Dirección de 
Proyectos.
En esta suscinta descripción de la organización interna 
cabe destacar que las subcomisiones se crearon bajo el criterio 
de que no todas las materias podían ser objeto de considera­
ción, pues seria atentar contra el criterio de la selectividad 
en los temas.
Por otra parte, cabe destacar un fenómeno administrativo 
en la conducción de la Comisión, que es la concurrencia de la 
estructura organizativa de los comisionados y, en forma para­
lela, la del personal de apoyo. Sin pretender que esta caracte­
rística no produzca, a veces, algunos cortocircuitos, lo cierto 
es que ha permitido Una permanencia del trabajo y también 
un mayor enriquecimiento de las perspectivas en los diversos 
análisis que se realizan. Esta convergencia ha permitido la con­
currencia de la veteranía y experiencia de muchos de los comi­
sionados, junto a los enfoques novedosos de la gente más joven 
que forma parte del personal profesional.
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El camino para conceptualizar la reforma del Estado
La noción de reforma del Estado es, desde luego, tan compleja, 
que bajo su resguardo pueden caer múltiples concepciones, pun­
tos de vista disímiles y discusiones teóricas y políticas sin fin. 
No deja de ser una tentación y —¿por qué no decirlo?— una 
necesidad, abordar las diferentes resonancias que tiene un tema 
de esta naturaleza; tan decisivo para la suerte de la democracia 
latinoamericana.
Sin embargo, para el caso de la COPRE, esta tentación de 
abordar en un principio de modo teórico el problema repre­
sentaba un riesgo de incalculables proporciones. En efecto, era 
posible que, si se hubiese escogido esta vía, los miembros de la 
comisión habrían estado compelidos a una discusión infinita, 
abordada desde las distintas posiciones ideológicas, políticas, 
profesionales y hasta grupales. Buena parte del tiempo habría 
transcurrido en las definiciones “de principio”.
Ante este riesgo se asumió otro, quizás tan peligroso como 
el primero, pero efectivamente —tal como los resultados lo de­
muestran— más manejable. Se procedió a articular un plan de 
organización y de trabajo en cuyo marco las distintas posiciones 
pudieran expresarse, pero en mi terreno donde la discusión 
fuese más flexible. No era lo mismo discutir sobre la concep­
ción general del Estado y de sus reformas, que hacerlo respecto 
de proyectos concretos, en cuyo caso los contenidos ideológicos 
y políticos se referirían a un terreno común de discusión.
Fue así como se logró ir construyendo una cartera de proyec­
tos que reflejaba en su extensión, modo de abordaje y profun­
didad, el consenso práctico alrededor de las diversas cuestio­
nes. De este modo se construyó un terreno común donde los 
miembros de la Comisión encontraron un espacio en el cual, 
prácticamente, se pudieran procesar los puntos de vista diver­
sos que obviamente concurrían al propósito reformador.
Desde luego no se trataba de obviar la discusión de fondo, 
sino más bien de buscar un campo propicio y una oportunidad 
precisa, en la cual se pudiera realizar. Se pensó que lo mejor 
era que, después de compartir por algún tiempo— alrededor de 
tres años— un esfuerzo común, en el proceso de reordenación
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y síntesis, se pudiera llegar a una concepción global y bastan­
te homogénea.
Así planteadas las cosas, se marchó desde los inicios de 1985 
hasta comienzos de 1987 en los proyectos; fue en este momento 
que se asumió el diseño sobre el proyecto de reforma integral 
del Estado, que pretende condensar la visión de la Comisión 
sobre el tema, en su sentido más general y profundo. Se con­
sidera que en estas circunstancias hay el suficiente trecho an­
dado en forma común como para introducirse en una discusión 
que, al comienzo, lo que hubiera producido es una distancia 
muy grande entre los miembros de la COPRE.
Pero hay un problema más esencial en este modo de abor­
dar el trabajo; se trata de que el tema de la reforma del Estado, 
aunque es objeto de mucha discusión y análisis, se puede afir­
mar que, en el caso venezolano al menos, no ha sido un tópico 
construido al calor de un proceso social real. Por lo tanto, la 
especulación, los prejuicios y los intereses corrían el riesgo de 
tomar el lugar de la reflexión, la investigación y la práctica so­
cial. Solamente se podía —y se puede— abordar la dimensión 
de esta cuestión en el proceso mismo de su construcción real, 
del impulso concreto a las reformas.
No es, por supuesto, un camino recorrido en toda su ex­
tensión, ni mucho menos; pero es hoy en Venezuela una cuestión 
lo suficientemente trajinada como para pensar que existe un 
nivel de madurez para abordar las implicaciones más comple­
jas que sugiere. Modestamente, se puede decir que se ha acotado 
el campo de discusión.
La centralización de la sociedad venezolana
No se puede, en el marco de este trabajo, hacer un análisis 
extenso de las fuerzas que llevan a plantear, en la situación ve­
nezolana, un proceso de este alcance. Sin embargo, algunas lineas 
pueden ser planteadas de manera breve.
El sistema político democrático en Venezuela, por condi­
ciones históricas de larga data y por la necesidad de reforzar 
su estabilidad en una circunstancia muy difícil, se desarrolla 
de una manera extremadamente centralizada. El centralismo 
se advierte tanto en un desequilibrio ostensible entre los dife­
rentes componentes del poder nacional, con un claro privilegio
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del poder ejecutivo respecto de los poderes judicial y legislati­
vo, como en relación a un predominio del poder nacional res­
pecto a las instancias regionales, municipales y locales. La figu­
ra del presidente de la república y la jefatura que en los hechos 
se le atribuye ilustran con claridad la naturaleza del proceso.
Este exceso de centralización encontró marco adecuado en 
las condiciones de un país de desarrollo extremadamente desi­
gual, en el cual la provincia —sobre todo con el advenimiento 
de la riqueza petrolera— se convirtió en la pariente pobre del 
centro; carente de fuerzas sociales para hacerse sentir.
Pero la centralización es más que un fenómeno espacial o 
institucional, aun cuando allí se exprese con toda nitidez. Es, 
más bien, el desarrollo de una articulación de fuerzas sociales 
que se ha expresado en una altísima concentración de poder 
en los más diversos campos de la vida social. Los partidos, las 
organizaciones empresariales y sindicales, los gremios y asocia­
ciones, ostentan estructuras también muy centralizadas.
Tales procesos tienen que ver con la naturaleza de la formar 
ción de la sociedad venezolana, donde es posible identificar un 
Estado que en este siglo es el gran “creador” de las más diver­
sas instancias de la nación. Por eso, se puede afirmar que la 
sociedad venezolana es, en este siglo, una “sociedad estatal”, 
con una débil sociedad civil, que apenas en los últimos años 
comienza a dar demostraciones desusadas de vitalidad, redefi- 
niéndose a sí misma y, desde luego, al propio Estado.
Ciertamente, la maduración democrática de la sociedad y 
un esfuerzo —de diversos resultados—, de acuerdo a las formas 
redistributivas típicas del populismo latinoamericano, han con­
ducido a una rearticulación creciente de las fuerzas sociales en 
Venezuela. No han tenido potencia real para producir cambios 
decisivos, pero despuntan como tendencias irrefutables en di­
rección a modificaciones sustanciales.
El papel de los partidos políticos
Los embriones de los partidos políticos en Venezuela se desarro­
llan en medio de la dictadura de Juan Vicente Gómez, que con­
cluye con la muerte del dictador en diciembre de 1935. Son las 
primeras y principales formas de agrupación ciudadana, con­
virtiéndose desde las entrañas de la tiranía y en los primeros
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resquicios de la libertad, en forjadores de otras formas de orga­
nización social. Los partidos crean los sindicatos, los gremios, 
las organizaciones estudiantiles, y las más diversas formas de 
cohesión social. Son instrumentos sociales independientes del 
Estado y de sus instituciones, salvo en el breve período del pri­
mer gobierno de Acción Democrática que va de octubre de 1945 
a noviembre de 1948, cuando el presidente Rómulo Gallegos 
es derrocado.
Sin embargo, cuando se recupera la libertad en 1958, los 
partidos políticos venezolanos comienzan un fulgurante proceso 
de conversión progresiva en partidos-de-Estado. El pacto para 
estabilizar la democracia, y el control que ejercen sobre las de­
más formas de existencia social organizada, van determinando 
que la democracia venezolana se construya como una democra­
cia de partidos.
La combinación de tina presencia avasalladora del Estado, y 
que el rostro de éste sea el de los partidos, hace que las orga­
nizaciones políticas copen los intersticios de la sociedad. Y, con 
el fenómeno de la centralización, tenemos como resultado irnos 
núcleos dirigentes de los partidos que pasan a administrar de 
manera directa el conjunto de la sociedad. Las organizaciones 
gremiales, las municipales, las asociaciones estudiantiles, y otros 
niveles, son básicamente regenteados e influidos por esos nú­
cleos dirigentes partidistas. La independencia de las organizar 
ciones ciudadanas o no existe o es muy precaria; aunque desde 
luego el fenómeno tiende a modificarse en el periodo reciente.
Una débil juridicidad
Una circunstancia que es correlativa a este mecanismo de con­
centración de poderes y de partidización excesiva de la sociedad 
venezolana es, precisamente, una débil juridicidad. Esto, por su­
puesto, no es un fenómeno atribuible a la carencia de leyes 
apropiadas, ni mucho menos de una Constitución —como la 
vigente, de 1961—, que es ampliamente compartida por el país. 
El problema consiste en que no se han generado los contrapesos 
institucionales y sociales en el marco de los cuales adquiera 
plena vigencia el dispositivo jurídico. En estas condiciones es 
fácil colegir que la libertad es siempre precaria por obra de 
fuerzas que no tienen más límites que los de sus intereses.
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El poder partidista, tal como se ejerce en la actualidad, 
rebasa las posibilidades institucionales de la democracia misma. 
Las decisiones ejecutivas, legislativas y judiciales, las estatales 
y municipales, las de la administración central y las de la admi­
nistración descentralizada, tienen frecuentemente como instan­
cia real a las direcciones de los partidos; tanto en los que ejer­
cen el gobierno, como de los que estando en la oposición pueden 
formar parte de la articulación de poder institucional fáctico.
En estas condiciones es perfectamente comprensible que 
los agentes económicos y sociales, definidos en principio fuera 
del marco de la acción partidista y estatal, estén forzados a 
articularse en ella. De allí surge, para citar un aspecto rele­
vante, que muchos empresarios, que ideológicamente están con­
tra lo que en su retórica habitual es la “intervención del Estado”, 
por la vía de los hechos estén no solamente engranados en esa 
intervención sino que también son de los principales estimula­
dores de su continuidad y profundización. Es la vía que aparece 
como más factible para generar una “intervención” que los 
favorezca en el proceso productivo; tal práctica conduce a pro­
fundizar la falta de juridicidad prevaleciente. No hay reglas 
claras, como debería ser de acuerdo a la mejor tradición del 
derecho, sino que hay bisagras que la mecánica de poder 
consagra.
Desde luego que ésta es una situación que hay que entender 
con todos los matices del caso, y con importantes esfuerzos para 
modificarla, pero constituye la matriz básica alrededor de la 
cual se da el fenómeno jurídico en Venezuela.
Crisis económica y reformas
Lo que habían venido siendo aspiraciones que lentamente se 
asentaban en los diversos estratos de la sociedad, como obje­
tivos deseables en el devenir político e institucional, adquieren 
una nueva condición a la luz de los problemas económicos por 
los que viene atravesando Venezuela y que, con las peculiarida­
des del caso, son muy parecidos a los que afectan al conjunto 
de las economías latinoamericanas.
Una fabulosa deuda externa de alrededor de $ 30.000 millo­
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nes2 y una caída significativa de los ingresos por concepto de 
exportaciones petroleras3 constituyen las notas agudas de un 
proceso de deterioro económico muy importante.
A nuestra manera de ver, estos elementos han coadyuvado 
decisivamente a hacer más intensa la recesión de la economía 
venezolana. Pero es posible sostener que ésta tiene raíces más 
profundas y que la deuda externa es una expresión de ese pro­
ceso. En el caso del petróleo, como se sabe, la producción vene­
zolana no es decisiva en el contexto mundial y en la OPEP, de 
allí que el desplome de los precios no es imputable a Venezuela; 
pero lo que sí es cierto es que la naturaleza de su repercusión 
interna obedece a una matriz de comportamiento estructural.
En lo que al proceso de reforma del Estado se refiere es 
evidente que no se trata de conjurar de modo artificioso una 
crisis de raigambre muy profunda en lo que ha sido el compor­
tamiento de la producción, que se corresponde con variables 
exógenas sobre las cuales el grado de incidencia es precario y 
en un contexto internacional desfavorable para las economías 
endeudadas de América Latina. Pero es posible advertir que la 
profundidad de la crisis —en nuestro caso— tiene que ver con 
algunas modalidades de acción institucional que impiden un 
desempeño apropiado en el campo económico.
Se puede señalar que, con la tradicional abundancia de re­
cursos en una economía petrolera, la necesidad de una estrate­
gia económica estaba bastante diluida. En este caso, dicha abun­
dancia permitía suplir con cierta comodidad las carencias de 
diseño, ejecución y control. Cuando no hay una estrategia econó­
mica coherente, las políticas que se construyen tienden a ser 
absolutamente circunstanciales, aptas para ir “tapando los hue­
cos” en la medida en que se presenten; la sobreabundancia 
relativa de recursos permite crear la ficción de que todo se 
puede atender al mismo tiempo.
Tal proceder crea una de las más importantes ficciones
2 El saldo de la deuda externa al final de 1985 y 1986 representó el 
46,7 % y el 78,8 % del PIB durante esos años. Asimismo, significó un 223 % 
y 584 % de los ingresos por exportaciones petroleras, que a su vez fueron 
el 90 % y 83 % de todas las exportaciones para el período 1985-1986.
3 El precio del petróleo cayó en 1986 a un promedio de 12,8 $/barril 
después de haber alcanzado magnitudes promedio de 26,7 $/barril en 1984, 
Esto ha significado una merma del ingreso petrolero de 14.800 millones 
de U$S en 1984 a 8.700 millones de U$S en 1986.
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institucionales del Estado venezolano, la idea de que no hay 
decisión que se deba tomar hoy si puede ser tomada mañana, e, 
incluso, que una decisión —como opción entre, alternativas— 
no es necesariamente aconsejable. Aunque suene estrafalario, y 
desde luego nadie argumentaría responsablemente en esa direc­
ción, el resultado práctico es éste.
Hay otro fenómeno concomitante con el aludido y que 
consiste en que el personal de la administración pública en el 
área económica —así como ocurre en otros planos— no tiene 
impulsos institucionales para ser especializado y permanente. A 
esto concurre, desde luego, el clientelismo partidista que se co­
necta con la ausencia de profesionalización, principalmente en 
los niveles de la gerencia pública.
La ausencia de estrategia económica y de profesionalización 
de la gerencia pública, la presencia de políticas episódicas y 
frecuentemente contradictorias, y de mecanismos aleatorios 
en la toma de decisiones, concurren con un dispositivo institu­
cional y administrativo que es expresión básica de un Estado 
rentista, más ocupado en distribuir —aunque la distribución 
sea injusta— que en producir. De allí que sea posible apreciar 
que la dispersión de políticas se concreta en una dispersión de 
instituciones al interior del Estado, con atribuciones múltiples 
cada una y con solapamientos fundamentales entre sí.
Esto no es una dinámica puramente institucional, sino que 
es la operación de poderes al interior del Estado, que por su­
puesto no se resuelve sino con una redistribución de esos po­
deres en una dirección renovadora.
No es nuestra intención radiografiar los elementos de la 
crisis económica que experimenta Venezuela, sino, más bien, 
ilustrar sobre la carencia de dispositivos confiables en el Estado 
venezolano para articular respuestas en la dirección apropiada.
Es posible afirmar, en consecuencia, que si no hay modifi­
caciones sustanciales en la conducción del Estado en materia 
económica, la recesión —no desmentida por incrementos pun­
tuales en el producto bruto interno— no hará más que pro­
fundizarse.
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Consecuencias sociales
Las repercusiones sociales de este proceso son desvastadoras si 
se miden por los raseros históricos de Venezuela. El deterioro 
del salario real, el desempleo —como se sabe, frecuentemente 
encubierto por el incremento del empleo “informal”—, el creci­
miento alarmante de franjas de población en estado de pobreza 
crítica, la depauperación de las clases medias que han venido 
siendo el principal producto social de la democracia y su más 
importante sostén, configuran un panorama desalentador.
El Estado ha tenido en todo el periodo democrático una 
preocupación social fundamental, pero básicamente orientada 
con el criterio de que las políticas sociales se ocupan de “corre­
gir” los efectos traumáticos de políticas económicas cuyos cole­
tazos dañan a sectores más o menos numerosos de la población.
De este modo, las políticas sociales han sido secundarias en 
cuanto al plano estratégico, derivadas —en forma de contraste— 
de los lincamientos de política económica. Las características 
señaladas anteriormente y la subsidiariedad del campo social 
determinan que exista una dispersión efectiva de los instrumen­
tos públicos de acción social. Se gasta mucho dinero en este 
campo, pero la eficacia marginal de los egresos públicos se 
puede decir que no solo es decreciente sino que también en 
muchos años es francamente negativa.
El caso de la educación es particularmente sensible, pues 
hasta el presente el régimen democrático ha ampliado de una 
manera impresionante la matrícula escolar, pero a partir de un 
cierto umbral el problema de la educación no es solo una cues­
tión de expansión cuantitativa, sino de elevación cualitativa. En 
este sentido, el crecimiento del gasto ha mostrado que, si no se 
modifican otras variables, es muy difícil que pueda dar cuenta 
de las exigencias de carácter estructural que tiene el sistema 
educativo. En un cierto sentido es una educación distante de 
las demandas de una sociedad que pugna por transformarse y, 
en ocasiones, se puede decir que contradice ese propósito.
Para el Estado democrático, se hace entonces indispensable 
producir una corrección sustancial de estos comportamientos, a 
riesgo de que se presenten condiciones sociales inmanejables, 
se vulnere la estabilidad democrática y se contradiga de manera
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abierta lo que son los objetivos de un sistema político como el 
que prevalece de manera continua desde 1958.
Los cambios son necesarios y  posibles
Del bosquejo presentado, es posible colegir que la sociedad ve­
nezolana está requerida por un conjunto de transformaciones 
urgentes, capaces de renovar el proyecto democrático. Y éste es el 
problema fundamental. En efecto, el reto de la democracia ve­
nezolana en particular, y probablemente el de la democracia 
latinoamericana, es demostrar que el pendular entre democra­
cias que ante las crisis no pueden sino languidecer y los regí­
menes autoritarios puede tener una salida en democracias 
sólidas, fuertes, capaces de modernizarse, aptas para asumir 
las transformaciones como parte intrínseca de sus modos de 
ser y desarrollarse.
Quizás, en su sentido más profundo, la reforma del Estado, 
después de un tiempo extremadamente rico en experiencias, 
pueda ser conceptuada esencialmente como una redistribución 
democrática, horizontal y vertical, del poder social; horizontal 
en el sentido que va desde los centros espaciales hacia la 
periferia regional; vertical en el sentido que va desde los núcleos 
de poder hacia la ciudadanía en sus diversas formas de expresión.
Esta redistribución del poder podría sugerir una movili­
zación de fuerzas sociales que no cabe dentro de los mecanis­
mos normales de la democracia. Desde luego, esto está por 
verse y es, quizás, la gran apuesta histórica de quienes promo­
vemos y participamos en este proceso. Sin embargo, es posi­
ble decir que ese reacomodo se viene produciendo de manera 
sensible, pues la convicción de que ya no es posible seguir en 
la forma en la cual hemos venido administrando y construyendo 
el país está bastante enraizada en sectores muy influyentes de 
la sociedad.
Los partidos políticos son frecuentemente señalados como 
factores de estancamiento, debido a la multiplicidad de intere­
ses creados y a la articulación de capas de sus dirigentes con 
el poder económico constituido; sin embargo, allí también hay 
procesos interesantes. El fenómeno de la concentración exage­
rada del poder se da en los partidos también, y por ello no solo 
los que están ajenos a la militancia partidista, sino también
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muchos dirigentes y militantes de esas organizaciones, son victi­
mas de esa mecánica concentradora de influencias y decisiones.
Un ejemplo de lo que es posible es la propia COFRE, donde 
destacados dirigentes políticos han participado en la confección 
de propuestas y las han aprobado en la imanimidad que ha 
caracterizado las decisiones de la Comisión. Sin dejar de señalar 
que un destacado dirigente del partido de gobierno, el doctor 
Amoldo Jqsé Gabaldón, ex-ministro del presidente Carlos Andrés 
Pérez, es el actual presidente de la COFRE.
Teniendo en cuenta estas rearticulaciones es posible plan­
tear la posibilidad de las reformas. En Venezuela se está dando 
una reagrupación, donde los partidarios de los cambios están 
convergiendo, aun por encima de las barreras partidistas, insti­
tucionales y grupales.
Esta nueva situación es lo que permite plantear que en la 
campaña electoral que ya se abre, tan temprano como siempre, 
para las próximas elecciones de diciembre de 1988, un elementó 
de definición crucial será el de la reforma del Estado. Progresi­
vamente, todos los aspirantes a la candidatura presidencial se 
han ido definiendo favorablemente en relación a estas trans­
formaciones, por lo que es previsible que el próximo gobierno 
llegue niás comprometido que lo que pudiera haberse imaginado 
hace pocos años a la realización de cambios sustanciales en 
el país.
Por esta visión de lo que acontece en Venezuela es que la 
COPRE, al mismo tiempo que va presentando propuestas de 
reforma al gobierno nacional, está trabajando arduamente en la 
proposición del Proyecto de Reforma Integral (PRIE), para ser 
presentado al presidente de la república y a todos los partidos 
y candidatos en los primeros meses de 1988, con el objeto de 
generar los compromisos pertinentes para su realización más 
cabal en el próximo gobierno.
En relación al actual gobierno, es indudable que tiene el 
mérito histórico de haber percibido la naturaleza de los pro­
blemas y de haber constituido una instancia bastante indepen­
diente, como ésta de la cual nos ocupamos, para promover la 
dinamización del proceso de cambios; sin embargo, por razones 
de las circunstancias políticas, de las contradicciones del partido 
de gobierno, por haberse abanderado la oposición con los pro­
yectos de la COPRE, y por otras razones, no se han impulsado
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los proyectos que podrían haber tenido cabida y  vigencia. Pero 
es una conquista irreversib le para Venezuela e l haberse creado 
una plataform a que concilie las aspiraciones de renovación con 
la  profundización de la  dem ocracia y de la  m odernización in sti­
tucional del Estado.
PROYECTOS PRESENTADOS  
AL GO BIERNO  NACIO NAL
1) Implementación administrativa del programa 
productivo, alimentario y social (PRO-PAS)
E l objetivo central por el cual es elaborado e l program a, de 
acuerdo a l propio documento, es el de “prom over e l desarrollo  
de las capacidades y potencialidades de la  población de menores 
recursos a fin  de que ésta pueda, a p a rtir de si m ism a, m ejorar 
sus condiciones generales de vida”.
En relación a los alcances del program a, está concebido 
como una po lítica  que contem pla varios ám bitos de acción y 
cuatro (4 ) subprogramas.
Subprogram a de nutrición.
Subprogram a de salud.
Subprogram a de capacitación e incorporación a la  pro-' 
ducción.
Subprogram a de desarrollo com unitario.
2 ) Opinión sobre él anteproyecto de reforma parcial 
de la ley orgánica de administración central
A solicitud del E jecutivo nacional, la  com isión presidencial para  
la  reform a del Estado som etió a su consideración el antepro­
yecto dé reform a parcial de la  ley orgánica de la  adm inistración  
central.
3 ) Reformas del sistema político
Fue presentado ante el E jecutivo nacional y actualm ente, en 
proceso de discusión en e l Congreso, el documento “Propuestas
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para reform as políticas inm ediatas”, que fue producto de un 
debate intenso por parte de los comisionados, y representa un  
fundam ental aporte para nuestro sistem a dem ocrático.
Aspectos a los que hace m ención e l documento:
a ) Profundización de la  dem ocracia en los partidos po­
líticos.
b ) Reform a de la  ley orgánica del sufragio.
c ) Elección popular, d irecta y secreta de los gobernadores 
de las entidades federales.
d ) Reform as a la  ley orgánica del régim en m unicipal.
e ) Financiam iento de los partidos políticos.
4 ) Opinión acerca del Anteproyecto de Ley Orgánica 
del Sistema Nacional de Salud
Consistió, de m anera especial, en la  revisión de las propuestas 
más relevantes form uladas por la  Com isión Rectora de Salud, 
quien rem itió  los mismos con e l fin  de que se les hiciesen obser­
vaciones consideradas pertinentes especialm ente en su aspecto 
adm inistrativo.
5 ) Posibilidad y conveniencia de la restitución de las 
garantías económicas
Sobre la  idea de que las causas que originaron la  suspensión 
de las garantías económicas m ediante el decreto N? 674 del 
8 de enero de 1962, ya no existen, y habiendo m antenido du­
rante un lapso de 25 años restringido e l artícu lo  96 de la  Cons­
titución  nacional, la  com isión presidencial para la  reform a del 
Estado ha considerado necesaria la  revocatoria de ta l decreto. 
E n ta l sentido, e l equipo de trabajo  del área realizó un análisis 
que recogió los planteam ientos centrales de los diferentes sec­
tores consultados, así como las expectativas que en relación  
al tem a se han venido generando.
Algunos criterios sobre los cuales se producen las propues­
tas definitivas:
-  La restitución de las garantías económicas no origina  




-  E stim ularía la  prom ulgación de leyes por el Congreso 
nacional en aquellas áreas que han sido señaladas en el texto  
constitucional, a saber: Ley de Regulación M onopólica, Ley de 
Industrias Básicas y Ley de P lanificación, entre otras, que pro­
bablem ente no han sido propuestas por el E jecutivo nacional 
n i por el Congreso debido a que la  suspensión del artícu lo  96 
de la  Constitución nacional no lo  ha posibilitado, n i hecho 
necesario.
6 ) Instructivo sobre simplificación e información de los 
procedimientos administrativos de atención al público
T al proyecto im plica la  reducción á l m ínim o de los trám ites  
y procedim ientos que debe realizar el ciudadano para cum pli­
m iento de las obligaciones exigidas por el Estado; esto se lo­
g raría m ediante la  revisión de los mecanismos adm inistrativos 
del sector público, y en esta form a se podrían obtener algunos 
correctivos que, de aplicarse, p erm itirían  una óptim a agiliza- 
ción de los procedim ientos adm inistrativos de atención a l pú­
blico.
“Con base en el diseño elaborado por la  COPRE, el presi­
dente de la  república, en uso de la  atribución que le confiere 
el ordinal 1? del artícu lo  190 de la  Constitución y de conform idad  
con el artícu lo  181 de la  m ism a, dictó una instrucción sobre 
sim plificación e inform ación de los procedim ientos adm inistra­
tivos de atención a l público”, el cual tra ta  de im pulsar un pro­
ceso de sim plificación y racionalización de los procedim ientos 
adm inistrativos de m ayor recurrencia. Su aprobación im plicó  
la  elaboración de instrum entos de seguim iento y control de 
los mismos en los diferentes organismos públicos del Estado 
en los cuales se im plem entó.
7 ) Proyecto de acuerdo de profesionalización de los niveles 
directivos y supervisónos en el sector público
En relación a éste se form ularon los lincam ientos generales 
para una po lítica integral de recursos humanos en el sector 
público, lo  cual dio origen a una m atriz de proyectos, que cubre 
aspectos relevantes de una reform a estratégica en esa área. 
Form ando parte de esa m atriz de proyectos, se está desarro-
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liando el de “Profesionalización de los niveles directivos del 
sector público”, que tiene como objetivo form ular modelos ex­
plicativos que perm itan la  com prensión de las variables que 
obstaculizan o viabilizan dicha profesionalización. La prueba 
piloto  se desarrolló en la  C ontraloría General de la  República, 
dada la  autonom ía norm ativa de que goza dicha institución y 
la  proyección que daría a l m odelo, a l in c lu ir elementos mismos 
en su sistem a de control de gestión sobre los entes descentrali­
zados fundam entalm ente. Como paso previo, la  COPRE aprobó, 
el 26 de septiem bre de 1986, el acuerdo sobre “Profesionaliza­
ción de los niveles directivos y supervisónos del sector público”, 
el cual fue presentado al ciudadano presidente de la  república, 
a los partidos políticos, a los presidentes de las empresas pú­
blicas y a institutos autónomos, grem ios y colegios profesiona­
les. La idea central es que los partidos políticos suscriban un 
acuerdo que los com prom eta a prom over un sistem a de m éritos 
en la  adm inistración pública.
8 ) Anteproyecto de Ley de Licitación
Este proyecto nace frente a la  necesidad y conveniencia de hacer 
una revisión profunda de aquellos mecanismos y /o  procedi­
m ientos de selección de contratistas para la  ejecución de obras 
y adquisiciones de bienes y servicios en los diferentes niveles 
de la  adm inistración pública nacional; en este sentido, la  Comi­
sión Presidencial para la  Reform a del Estado elaboró un Ante­
proyecto de Ley de Licitaciones, e l cual una vez aprobado en 
plenaria fue enviado al ciudadano presidente de la  república.
9 ) Reformas inmediatas del poder judicial
La Com isión Presidencial para la  Reform a del Estado incluyó 
“entre los prim eros objetivos de su actividad, el estudio del 
Poder Judicial en sus (¿versas organizaciones y aspectos, con 
lo cual atiende tam bién a la  especial preocupación que le  ha 
m anifestado el ciudadano presidente de la  república acerca de 
la  aprem iante necesidad de poner en práctica las reform as que 
solucionen la  com pleja problem ática que confronta esta ram a 
del poder público”. Es así como ha elaborado e l documento 
sobre “Reform as inm ediatas del Poder Judicial”, el cual ha sus­
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citado una am plia polém ica, en cuanto hace referencia, no solo 
a la  m odificación de la  estructura del Poder Judicial, sino que 
tam bién propone efectuar reform as de carácter funcional, es 
decir, en cuanto a:
-  Acceso a la  justicia .
-  Reform a adm inistrativa.
-  Vacaciones judiciales.
Además, plantea refo rzar los mecanismos disciplinarios en 
el ám bito ju d ic ia l, con e l propósito de corregir vicios e irregu­
laridades de los jueces; así como se plantean mecanismos para 
dignificar la  propia función ju d ic ia l y estim ular a los jueces 
probos y honestos.
10) Lincamientos generales para una política de 
descentralización territorial en Venezuela
Este proyecto iniciado a mediados del año 1985 fue planteado 
con la  idea de d efin ir y conocer la  distribución de competencias 
por parte de las personas públicas te rrito ria les  para una m ejor 
prestación de los servicios públicos en los diferentes nive­
les de la  adm inistración, así como tam bién estudiar el proble­
m a de la  descentralización po lítica adm in istrativa y e l debilita­
m iento que han sufrido tanto las adm inistraciones estatales 
como locales, y por ende la  concentración de la  adm inistración  
pública. Considerando lo  anterio r, fueron elaborados los “L i­
ncam ientos Generales para una P olítica de Descentralización 
T e rrito ria l en Venezuela”, documento que recoge desde e l punto 
de vista del análisis, e l sentir de una sociedad que ha madu­
rado y reclam a el esfuerzo del Estado, en e l sentido de pro­
p iciar un proceso de descentralización po lítico , económico y 
adm inistrativo.
11) Seguridad y defensa
E n esta m ateria se planteó un análisis sobre la  Ley de Seguridad 
y Defensa actualm ente vigente. Esta fue producto de la  ideolo­
gía que en la  m ateria im peró en Am érica Latina a p a rtir de las
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dictaduras m ilitares, con obvias raíces y m anifestaciones anti­
dem ocráticas.
En reconocim iento de esta realidad, la  COPRE ha pro­
puesto una m odificación sustancial de ta l concepción y para  
ello  ha planteado una reform a a la  Ley Orgánica de Seguridad 
y defensa, para colocarla en consonancia con los objetivos de­
m ocráticos de la  sociedad y de las fuerzas arm adas nacionales.
12) Reforma penitenciaria
E l sub-sistema penal-penitenciario evidencia una profunda c ri­
sis que atenta contra los derechos fundam entales de la  persona 
hum ana. E l documento sobre reform as inm ediatas a l sub­
sistem a penal-penitenciario se inscribe dentro de los propósitos 
de hacer más eficiente y dem ocrático e l Estado venezolano. 
Se persigue saldar una deuda del Estado con respecto a la  so­
ciedad, a l im pulsar las reform as en e l servicio de adm inistra­
ción de ju stic ia  penal-penitenciaria, con e l objeto de adecuarlo a 
los principios constitucionales y legales que reconocen los dere­
chos fundam entales de la  persona hum ana.
Estado actual de los proyectos de la Comisión
Los proyectos descritos anteriorm ente han sido presentados a l 
gobierno nacional, pero algunos de ellos continúan, en la  me­
dida en que se aspira llegar a niveles mayores de especificidad 
y de concreción. A continuación, se describirán algunos de los 
que merecen la  atención de la  COPRE en el periodo actual.
En el área de reform a adm inistrativa se han desarrollado  
tres proyectos básicos: el de profesionalización de la  gerencia 
pública, el de sim plificación de procedim ientos adm inistrativos 
y el de descentralización.
E l proyecto de profesionalización se centró en su prim era  
fase en la  elaboración de un m odelo teórico sobre la  base del 
funcionam iento de los niveles gerenciales de la  C ontraloría  
General de la  República, recién concluido. E l proyecto se com­
plem entará con una propuesta estratégica de generalización de 
este modelo a toda la  adm inistración pública.
En m ateria de sim plificación de procedim ientos, la  Com isión 
preparó un instructivo presidencial en a b ril de 1986. Durante
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un año se instalaron com ités de sim plificación en las distintas 
instancias m inisteriales y se recopiló inform ación sobre alre­
dedor de 4.000 procedim ientos. E n estos momentos se procesa 
el inform e fin a l de este proyecto.
Uno de los ejes fundam entales de la  reform a del Estado 
ha sido la  descentralización po lítica, económica y adm inistra­
tiva  de la  función pública. E n este sentido, la  Com isión aprobó 
unos lineam ientos generales y propuestas específicas que cul­
m inarán con la  presentación de orientaciones para la  d is tri­
bución de atribuciones del poder en sus niveles nacional, estatal 
y m unicipal.
Como com plem ento de estas in iciativas, la  Com isión suscri­
bió acuerdos de cooperación institucional con la  Universidad  
C entral de Venezuela y la  Universidad R afael U rdaneta, para 
desarrollar un proyecto de red de oficinas de personal, en el p ri­
m er caso, y un proyecto de Ley de Descentralización, en e l se­
gundo. Este ú ltim o in clu irá  un texto legal referido a la  elección 
y rem oción de los gobernadores de Estado, para dar pie a la  
elección d irecta de estos funcionarios, como una de las pro­
puestas de reform as políticas inm ediatas que la  COPRE ha 
elevado a la  consideración del E jecutivo nacional.
Finalm ente, se in ician  en este momento otros dos proyectos 
de apoyo a las reform as adm inistrativas: la  G uía del Ciudadano 
y el proyecto de Inform ación sobre e l Poder E jecutivo. La Guía 
del Ciudadano contendrá inform ación re lativa  a los 100 proce­
dim ientos adm inistrativos de más a lta  recurrencia, y el proyecto 
de inform ación actualizará lo  concerniente a la  estructura orga­
n izativa y funcionam iento de la  adm inistración centralizada.
En e l mes de agosto se concluyó y aprobó en plenaria de 
comisionados un proyecto de reform a del sistem a penitenciario, 
que será com plem entado en 1988 con un proyecto de preven­
ción del delito . E n esta m ism a área ju d ic ia l está a punto de 
concluir un proyecto de Ley de P olicía, e igualm ente se trabaja  
en una reform a de la  jurisdicción de lo Contencioso-Adm inis- 
tra tivo  y en la  presentación de un estudio sobre la  incorpora­
ción de la  figura del "defensor del ciudadano” ( “OMBUDSM AN” ) 
a la  función pública en Venezuela.
En el próxim o mes de octubre se tiene program ado pre­
sentar a l E jecutivo nacional un paquete de reform as legales que 
incluye las reform as inm ediatas a l Poder Judicial, la  reform a a
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la  Ley de Arancel Judicial y a la  Ley de Som etim iento a Juicio y 
Suspensión Condicional de la  Pena, esta ú ltim a como derivación  
del proyecto de reform a penitenciaria. Este paquete de leyes 
incluye la  Ley de Policía, la  reform a de la  Ley de Seguridad y 
Defensa, y un proyecto de norm as sobre lic itac ió n  de obras 
públicas, aprobadas por la  Com isión durante e l p rim er semes­
tre  del año en curso.
Tam bién conform an este paquete tres proyectos en m ateria  
económica: una Ley Orgánica del Sistem a de P lanificación, reco­
giendo lo  pautado en la  Enm ienda N? 2 de la  Constitución nacio­
nal, aprobada por el Congreso nacional en m arzo de 1983, y 
los proyectos de reform a de la  Ley de Régim en Presupuestario y 
la  Ley de C rédito Público.
En el área económica, aparte de las leyes recién mencionadas, 
la  Com isión ha centrado su trabajo  en la  preparación de una es­
trateg ia económica global, que dará a conocim iento público en un 
sem inario de consulta a celebrarse en el mes de octubre. E l 
propósito central es contribu ir a la  conform ación de una estra­
tegia com partida, capaz de dotar a l Estado y a la  sociedad de 
concepciones e instrum entos para una época de crisis.
E l equipo de asesores económicos de la  com isión elaboró 
un conjunto de documentos sobre aspectos parciales de po lítica  
económica que tam bién serán discutidos en ese sem inario.
Los documentos económicos se refieren  a la  actuación del 
Estado en el m anejo de las empresas públicas y a  aspectos 
funcionales relevantes de la  p o lítica  económica: p o lítica  fiscal, 
po lítica  cam biarla y p o lítica  financiera; otros escritos se re­
fieren  a aspectos sectoriales de la  p o lítica  in d u strial, agrícola 
y com ercial; el problem a del empleo se considera en otro  de 
los documentos, y finalm ente se considera en otro  trab ajo  lo  
concerniente a l contexto sociopolítico para una nueva estrate­
gia económica.
En el área social, la  Com isión ha trabajado en cuatro pro­
yectos sectoriales: vivienda, salud, p o lítica  alim entaria e in sti­
tucional y relación m adre-niño, los cuales fin alizarán  en el mes 
de septiem bre. En este m ism o mes se presentará una propuesta 
estratégica global de p o lítica  social que incluye e l tratam iento  
de la  atención p rim aria  a capas de la  población de escasos in­
gresos y aspectos organizativos y educacionales, vinculados a 
la  po lítica social.
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E n m ateria educativa, la  Com isión ha centrado su atención 
en una encuesta educacional que se hizo circu lar en el liderazgo 
nacional, con representación de todas las regiones y de los dis­
tin tos sectores involucrados, conform ando una m uestra de más 
de 800 personas y generando por encim a de un m illón  de uni­
dades de inform ación.
E n este m om ento se trab aja  en e l análisis de la  encuesta, 
que deberá concluir en e l mes de octubre. E n  noviem bre la  
Com isión ha organizado un evento internacional con asistencia 
de especialistas extranjeros para d iscutir los problem as de la  
reform a educativa.
Por ú ltim o , la  Com isión ha trabajado durante e l año 1987 
en dos proyectos especiales en m aterias de singular im portancia.
E l proyecto de ciencia y tecnología produjo en el mes de 
ju lio  un inform e fin a l con propuestas en tres áreas: reform as 
institucionales y adm inistrativas, educativas y de p o lítica  in ­
du strial, destinadas a procurar una inserción más adecuada de 
la  ciencia y tecnología en e l aparato del Estado venezolano.
E l proyecto de cu ltura term ina en el mes de septiem bre un  
inform e con recomendaciones de reform a institucional del sec­
to r cu ltura y está distribuyendo en este m om ento una encuesta 
a n ivel nacional para recabar opiniones de la  provincia acerca 
de las m odificaciones necesarias en la  acción cu ltu ral del Estado.
Las líneas maestras del PBIE
Teniendo en cuenta que se tra ta  de prom over, a l lado de re­
form as de pronta ejecución, otras que constituyan un plan orgá­
nico y coherente de transform aciones, capaces de constitu ir un  
proyecto nacional a lternativo , se está trabajando alrededor de 
siete lineam ientos estratégicos fundam entales. E llos son:
1. La dem ocracia representativa: el sistem a de participa­
ción y representación.
2. La función pública.
3. E l estado de derecho.
4. La distribución espacial y funcional del poder.
5. E l Estado y la  economía.
6. E l Estado y la  p o lítica  social.
7. E l Estado, la  educación, cultura, ciencia y tecnología.
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E l P R IE  no se plantea como un “program a de gobierno” 
que, en el caso venezolano, es más bien un requisito fo rm al de 
las campañas electorales y, lejos de ser una indicación de lo  que 
se tra ta  de hacer, puede ser un índice de lo  que no se va a hacer. 
La idea sobre el F R IE  es que sea una propuesta estratégica, 
alrededor de la  cual pueda articularse un nuevo consenso na­
cional, capaz de sustitu ir — desarrollándolo—  a l que dio origen 
a la  conquista y estabilización del régim en dem ocrático.
Se plantea como una plataform a que pueda constitu ir y 
expresar las demandas e intereses de los sectores fundam enta­
les — sobre todo de los emergentes—  de la  sociedad venezolana. 
Por decirlo en un lenguaje más clásico, antes que un program a 
de gobierno — con las connotaciones señaladas— , se aspira a 
que sea un program a de luchas para e l país.
LAS PO LÍTIC A S PÚBLICAS
Las cuestiones
Plantearse el tem a de las políticas públicas en Am érica Latina  
es, probablem ente, uno de los asuntos más com plejos que en 
estas circunstancias de la  región puedan abordarse. E n  muchos 
de nuestros países la  ausencia de respuestas ha llevado a núcleos 
im portantes de la  dirección po lítica  e intelectual a buscar, a 
los problem as de esta época, respuestas en el v ie jo  arsenal 
conceptual. De a llí ha surgido, a veces, el intento de encontrar 
salidas en el baúl del liberalism o clásico, o, por el contrario , 
seguir hurgando en form ulaciones del tradicional populism o 
latinoam ericano, tan lleno de m éritos pretéritos como de in u ti­
lidades actuales.
Nuevos interrogantes han pasado a dom inar y los autom a­
tism os habituales no se m uestran suficientes para responder con 
precisión a los desafíos presentes.
E l problem a central consiste en que las sociedades latino­
am ericanas se han construido orgánicam ente en tom o a una 
m anera de producir, consum ir, crecer y reproducirse, cuyas 
bases han entrado en cuestión por obra de la m odificación de 
su modo de articulación en el plano internacional y por una 
transform ación, frecuentem ente radical, de sus variables in ter-
115
CARLOS BLANCO
ñas. Cambios que no han sido asumidos orgánicam ente por los 
núcleos dirigentes de las sociedades, y que conducen muchas 
veces a profundizar los factores de inestabilidad y crisis que 
agobian — en diverso grado—  a las dem ocracias del continente.
Surge como pregunta am enazante si la  dem ocracia recien­
tem ente instalada y aun las que ostentan cierta estabilidad tie ­
nen recursos ciertos para dar respuestas apropiadas sin sacrifi­
car el proceso po lítico  y las libertades conquistadas. No es, 
desde luego, fá c il responder, pues la  tentación d ictato ria l no ha 
desaparecido y, en algunas oportunidades, integrantes de las 
élites políticas y económicas se ven sometidos a la  seducción 
de dem ocracias “fuertes”, más que en el sentido de su recie­
dum bre institucional, en el m uy discutible de su capacidad de 
restricción de las demandas sociales. Sobre ambos desarrollos 
ha habido —y hay—  experiencias aleccionadoras en Am éri­
ca Latina.
No cabe la  m enor duda de que a l Estado corresponde un 
papel em inente, cuyas raíces históricas lejanas y recientes no 
es necesario recalcar excesivamente; pero es indispensable con­
venir en que no pareciera haber una teorización precisa sobre 
el tem a. De a llí que las búsquedas deban continuar, aun con la  
urgencia que señala una situación que no se m ostrará dispuesta 
a tener la  paciencia para exploraciones demasiado detenidas. 
Este es, desde luego, el tenor del desafío.
La contribución que hacemos en esta oportunidad está ba­
sada en el análisis de la  experiencia que sobre la  cuestión se 
realiza en Venezuela. Sus conclusiones se refieren  básicamente 
a ese contexto acotado, pero podría ser que estas reflexiones 
tam bién engarzaran con situaciones sim ilares de la  región, a 
p a rtir de las cuales el intercam bio de experiencias se convierta 
en m aterial del cual desde las más diversas perspectivas se pue­
da com prender y aprender.
El Estado invasor
La am plitud de los enfoques sobre políticas públicas y la  diver­
sidad en las form as de abordarlas obliga, por elem ental pru­
dencia, a hacer consideraciones m uy específicas en la  m ateria. 
En ta l v irtu d , nos proponemos a llevar el tem a, basados en la
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experiencia venezolana, en cuyo m arco se está dando un p arti­
cular proceso de reform a del Estado.
Las características del surgim iento del m oderno Estado 
venezolano son básicam ente las que derivan de su condición 
rentista. E n v irtu d  de los proventos petroleros que com ienzan 
a m oderarlo a p a rtir de la  década del veinte y que perm iten su 
fortalecim iento creciente. A pesar de las transiciones políticas  
de la  dictadura a la  dem ocracia y de ésta a aquélla, lo  cierto es 
que el Estado petrolero se ha desarrollado de m anera continua.
Un Estado de fuertes tendencias expansivas en v irtu d  de su 
condición receptora y d istribu idora del ingreso petro lero , en 
un país de débil organización social, hace que la  instituciona- 
lidad  estatal rápidam ente cope los intersticios más variados 
del te jid o  social y fuerce una expansión — y hasta un desborda­
m iento—  de su presencia institucional.
Se va articulando un dispositivo de fuerzas del Estado y 
sus instituciones que, en la  ausencia de contrapesos reales des­
de “abajo”, va modelando una —por llam arla  así—  sociedad 
de Estado. Lo cual, para anticipam os a o tra  reflexión, explica 
algunas m odalidades de la  intervención estatal, bastante a leja­
das del predicam ento keynesiano y más bien enraizadas en una 
form a estructural de existencia del Estado. E n este caso, el 
Estado no “interviene" como entidad que desde “afuera” 4 con­
diciona y obliga a una cierta  conducta del sector privado, sino 
que el Estado está, desde su propia partida, “adentro” de 
lo que se supone hay que regular.
En Venezuela, paralelam ente a la  constitución del Estado 
m oderno, van surgiendo los partidos políticos, form as p rinci­
pales —y casi únicas—  de expresión de la  sociedad. Los p a rti­
dos describen un prim er perip lo de organización de diversos 
sectores, proceso en el cual van surgiendo sindicatos, asociacio­
nes estudiantiles, grem ios y colegios profesionales, y  hasta al­
gunas organizaciones em presariales.
T a l dinám ica, de suyo, favorable a la  diversificación demo­
crática de una sociedad que tardíam ente despertaba a l siglo xx, 
produce un efecto cuyos alcances solo se pueden m edir en la
4 "Afuera”, que desde la perspectiva teórica es siempre discutible y 
problemático, pues supone una exterioridad ficticia previa. En todo caso, 
se alude al tipo de intervención keynesiana típica.
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actualidad. Todas las organizaciones sociales nacen bajo e l 
in flu jo  y el control de los partidos políticos.
En e l comienzo de la  m oderna organización social de Vene­
zuela a finales de la  década de los tre in ta , se tiene una dinám ica 
estatal tendencialm ente desbordada y lo  que no es e l Estado 
se m uestra bajo una dirección creciente de los partidos políticos.1
E n térm inos elem entales se podría decir que se tiene una 
contraposición del Estado y la  sociedad c iv il por m edio de los 
partidos, situación que no tendría por qué no garantizar un 
equilib rio  dinám ico entre las fuerzas sociales. S in em bargo, este 
esquema no se m antiene; por e l contrario , ocurren algunas 
m utaciones que vale la  pena considerar.
Con el advenim iento de la  dem ocracia en 1958 y sobre la  
base de una demanda com partida de asegurar su estabilidad, se 
in ic ia  un proceso de articulación de los partidos con el Estado 
y sus instituciones. Se convertía ésta en la  form a más expedita 
de asegurar una orientación dem ocrática de un Estado por m uy 
largo tiem po habituado a la  lógica d ic tato ria l. La inserción es­
ta ta l de los partidos tendía a garantizar la  estabilidad democrá­
tica m ediante un tipo  de articulación que aparecía como el más 
expedito para lograr ta l objetivo.
Este m ovim iento — en principio de orientación “táctica”—  
tiende a m odificar sustancialm ente las características del Es­
tado. Este se convierte progresivam ente en un sistem a de fuer­
zas partidizado y las instituciones en las que se constituye y 
expresa del m ism o modo.
Las consecuencias son claras: por una parte, un Estado par­
tid izado, invadiendo todos los resquicios sociales; y, por o tra  
parte, las diversas form as de existencia de la  sociedad c iv il 
form adas por los partidos, pasan a estar de alguna m anera 
bajo la  égida estatal. La sociedad c iv il se ve, entonces, dism i­
nuida, controlada e “intervenida”.
E l dispositivo estatal se adecúa, por señalarlo de este m odo, 
a los requisitos de la  estabilidad dem ocrática: pero los partidos 
absorben en sus relaciones sociales las características del Es­
tado, una de las cuales es su carácter centralizado.
5 Desde luego, estamos haciendo abstracción de las manifestaciones 
concretas del proceso histórico, en el cual se interponen largos años de 
dictadura; más bien intentamos el análisis de las tendencias fundamentales.
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Sería exagerado pensar que los partidos delinean sus p rinci­
pales rasgos de este tipo de articulación; su propio origen ideo­
lógico, enraizado en la  versión estalin ista del m arxism o de los 
años veinte y tre in ta , hace que las tendencias centralistas estén 
presentes; lo  que los convierte en partidos de Estado es reforzar 
lo  que ya estaba presente en su constitución básica.
Aun cuando no puede ser detallado e l análisis que se haga 
« i esta oportunidad del tip o  de desarrollo del sector empresa­
ria l privado, conviene señalar algunos rasgos que vienen a com­
p le tar las consideraciones que venimos haciendo. E l sector p ri­
vado em presarial venezolano m odernam ente se expande a p a rtir 
de su relación con el Estado. T a l característica es com prensible 
a p a rtir de que éste es, como se sabe, el p rincipal receptor y 
distribu idor del ingreso petrolero. Buena parte de las ganancias6 
derivan de las m odalidades en que los núcleos más im portan­
tes del sector em presarial privado se engranan con e l disposi­
tivo estatal. La h istoria de la  constitución del em presariado 
venezolano es diversa, pero uno de sus rasgos en la  etapa de­
m ocrática es que su articulación con el Estado se da por la  
vía del control institucional que ejercen las direcciones7 de 
los partidos.
T a l proceder hace que los núcleos dom inantes — o que 
aspiran a serlo—  del sector em presarial privado privileg ien su 
relación con los partidos, como el canal para fa c ilita r una m o­
dalidad apropiada de inserción en la  distribución de la  renta  
petrolera. Obsérvese que no nos referim os necesariam ente a 
las form as ilegales de derivación de beneficios, sino a  las 
más estrictam ente apegadas a l ordenam iento ju ríd ico  que no 
im piden sino que hasta estim ulan condiciones de expansión de 
las ganancias.
E l resultado de este proceso es que se tiene en e l Estado 
una articulación institucional fuertem ente centralizada, con 
dirección de los partidos y con un estrecho engranaje con los 
núcleos dom inantes del sector em presarial privado. M ientras
6 Hablamos de ganancias en un sentido lato, por cuanto podría argu­
mentarse que una parte sustancial de esas “ganancias” no es propiamente 
de carácter capitalista, sino rebanadas de la renta petrolera estatal.
7 Recordamos aquí que las características centralizadas de los parti­
dos hacen que su acción básicamente se pueda explicar por las decisiones 
de sus direcciones políticas.
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que las form as no estatales de existencia de la  sociedad, o son 
controladas por los partidos o no tienen condiciones laborales 
de desarrollo en circunstancias como las descritas.
Ésta es una descripción somera del proceso de conforma^ 
ción de tendencias fundam entales en el Estado. De tales carac­
terísticas se derivan consecuencias fundam entales que enm arcan 
la  adopción de las políticas públicas.
Las principales consecuencias
De lo  que se ha considerado anteriorm ente, se deducen algunos 
resultados cruciales para la  form ulación de las políticas públi­
cas en lo  que se refiere a su diseño, a l personal a l que toca eje­
cutarlas y a las form as institucionales y sociales del control.
Es evidente que cuando el producto social se conform a bási­
cam ente por el tip o  de ingresos fiscales que no es el resultado  
del proceso productivo in terno, sino de una renta como la  pe­
tro le ra , el Estado y e l conjunto de actores sociales se hace a im a­
gen y sem ejanza de los mecanismos que crea este recurso. E l 
Estado dispone obviam ente de un n ivel de ingresos que le  perm i­
te  asum ir buena parte del proceso productivo, pero en realidad  
los dispositivos institucionales se ejercitan , más que en el pro­
ceso de la  producción, en e l de la  d istribución. Incluso sus em­
presas, de grado o por fuerza, van siendo inficionadas por la  
ideología y la  práctica d is trib u tiva8, que van im pidiendo que sur­
jan , o restringiendo, según e l caso, los resortes que mueven la  
producción.
La adecuación del Estado a esta práctica d is trib u tiva9 tiene 
muy im portantes y variadas consecuencias, una de las cuales es 
que no se establece la  necesidad de disponer de estrategias glo­
bales. Entendidas éstas no como la  colección de planes de la  
Nación, que funciona básicamente como una necesidad ideológi­
ca del Estado, sino como un dispositivo po lítico  y social que
* No nos referimos especialmente a la distribución del ingreso social 
como objetivo deseable, sino a un dispositivo estructurado tanto para los 
sectores de menores ingresos como para los empresarios.
9 Sobre este tema se ha trabajado en la Comisión Presidencial para 
la Reforma del Estado. El economista Gerver Torres ha desarrollado una 
interesante tesis sobre "El Estado y ¡a Estrategia Económica" (mimeo).
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engarce objetivos del Estado y de la  sociedad con fuerzas articu ­
ladas a su logro.
La carencia de estrategia es perfectam ente posible en con­
diciones de abundancia de recursos — como la  experiencia vene­
zolana, entre otras, ha dem ostrado— , pero en condiciones de 
crisis, como las que recorren a Am érica Latina, las políticas — o 
lo que suele llam arse así—  se m uestran frecuentem ente contra­
d ictorias, de poco alcance, y lejos de solucionar las cuestiones 
a las que se refieren  profundizan la  m archa en el tobogán de las 
distorsiones.
Desde luego que no pensamos que la  carencia de estrategias 
obedezca a una especial ineptitud de los grupos dirigentes para  
com prender su necesidad, sino a un tipo  de estructuración que 
las ha hecho innecesarias, a l menos aparentem ente.
La estrategia como dispositivo de fuerzas sociales es sustitu i­
da por la  retórica de la  planificación. E n  ésta se gastan ingentes 
recursos que tienen el propósito de canalizar inquietudes in te­
lectuales en e l seno de los gobiernos, de organizar una discusión 
paralela a la  ejecución de las políticas y de leg itim ar, ocasional­
m ente, m edidas.
Esta ausencia es el síntom a de los procesos que tienen lugar 
en un Estado que se conform a de este m odo. La ausencia de or­
ganizaciones sociales autónomas hace de los partidos uno de 
los mecanismos por excelencia para e l ascenso social; de a llí que 
la  adhesión a éstos se convierta en canal para obtener empleos y 
otro  tipo  de beneficios del Estado, lo  que, por lo  demás, se co­
rresponde con las necesidades electorales de los partidos y con 
las de legitim ación social que las dem ocracias de fuerte  contenido 
populista requieren.
E l clientelism o p artid ista, desde los niveles más bajos de 
la  adm inistración pública hasta aquéllos de dirección y super­
visión — gerenciales, en general— , es uno de los rasgos d is tin ti­
vos de esta m anera de im bricarse los actores sociales aludidos.
La consecuencia más inm ediata de este proceso es que la  
adm inistración pública está subordinada a la  orientación clien- 
te lar y , por tanto , no tiene la  posibilidad de establecer m ecanis­
mos profesionales de gerencia. Esta carencia tiene efectos pro­
fundam ente perniciosos, en la  m edida en que perm anentem ente 
se están estructurando form as de poder, lealtades, procedim ien­
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tos y objetivos.10 E l funcionario público, sobre todo el de a lto  
nivel, tiene e l horizonte m áxim o de la  perm anencia de su partido  
en el gobierno, y , en no pocos casos, e l del m in istro  o director, 
que lo  lleva a una determ inada posición.
Aun en e l caso de los funcionarios de otros niveles in feriores, 
si no son rem ovidos, se ven obligados a reestructurar su articu ­
lación con los directivos debido a los frecuentes cambios que en 
este ú ltim o n ivel ocurren.
En estas condiciones se refuerza la  centralización típ ica  del 
Estado, pues lo  único que goza de re la tiva  estabilidad es la  má­
xim a dirección, concentrada en la  fig u ra  del presidente de la  re­
pública y en quienes, por circunstancias políticas, personales y  
hasta psicológicas,* alcanzan a ser “distribuidores” aceptados del 
poder presidencial.
Hemos de in s is tir en que tales características no ejercen  
efectos demasiado perversos si existe una disponibilidad abun­
dante de recursos para satisfacer, aun cuando sea aparente y 
precariam ente, todas las demandas. E l problem a se presenta 
cuando la  crisis erosiona los márgenes de m aniobra y es necesa­
rio  disponer de opciones disyuntivas. No hay objetivos claros, no 
hay gerentes públicos aptos y no hay “rutinas” adm inistrativas 
proclives a l cum plim iento de dichos objetivos. E n  estas condi­
ciones, lo  que era una condición del norm al desenvolvim iento de 
los asuntos públicos se convierte en una de sus más form idables 
trabas.
Los dilemas del sector privado
E l sector em presarial privado juega, como se ha dicho, un pecu­
lia r papel en la  conform ación de las prácticas concretas del Es­
tado. Frente a un discurso lib era l, rem iso a l intervencionism o 
estatal, bandera de todas las posturas más tradicionales del em- 
presariado, se encuentran acciones concretas y perm anentes que 
contradicen esa retórica. No se tra ta , desde luego, de hipocresías 
fren te a las exigencias; es, más bien, una dinám ica en la  cual 
está inserto e l sector privado y de la  que no puede escaparse,
10 Por supuesto, no se plantea —como quisiera una visión tecnocrá- 
tica— ia inconveniencia de que miembros de los partidos sean gerentes 
públicos. Lo que se discute es que sea eso lo que determine su estabilidad.
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con la  cual contribuye de una m anera a veces digna de enco­
m io por el esfuerzo invertido.
Los núcleos que se han desarrollado más a l am paro del Es­
tado m unificente son los que prom ueven de una m anera más ac­
tiva  y  consistente su intervención m icroeconóm ica. E l te jid o  de 
relaciones que ha establecido e l em presariado de punta con la  
dirección po lítica  se ha convertido en eficaz sustituto de norm as 
y prescripciones claras y homogéneas; en ese te jid o , constituido  
por relaciones políticas, financieras, de intereses, de facciones y 
personales, se va generando una form a de prom over las acciones 
del Estado en un sentido puntual y circunstancial.
Frecuentem ente, las regulaciones se traspasan como barreras  
indeseables, con e l propósito de lograr un m atiz en alguna orien­
tación económica o institucional favorable a un determ inado gru­
po o sector. E n descargo de la  vileza que pudiera atribu írsele  
en dem asía a l em presariado, hay que decir que muchas veces es 
el único cam ino que le  queda para no quedar ahogado por la  im ­
provisación, por la  ausencia de una ju rid ic id ad  clara y sostenida, 
y por los m icropoderes que se expresan en la  form a de m últiples  
perm isos, solvencias y requisitos diversos que lo  condicionan des­
de la  adm inistración pública.
Este papel del em presariado ha determ inado que sus form as 
de organización, más que ser mecanismos para prom over una 
dirección diferente — más acorde con el discurso—  de la  sociedad, 
se conviertan en instrum entos para la  gestión ante e l Estado. E l 
em presariado está entonces, articu lado, más que para prom over 
condiciones destinadas a una exitosa lab or productiva, para ges­
tionar su cuota parte de la  renta, circunstancia en la  cual esti­
m ula e l papel d istribu ido r del Estado, incapaz de una dirección  
macroeconómica eficiente.
La relación con el Estado tiene estas bondades para la  ges­
tión  em presarial, de a llí que muchas veces se pueda constatar 
que personas o grupos provenientes del sector privado o del sec­
to r público mism o encuentren form as “productivas” ilegitim as  
en esa vecindad. La corrupción adm in istrativa, como form a de 
estim ular funciones aletargadas del Estado, pasa en muchas opor­
tunidades a convertirse en la  naturaleza más profunda de la  rela­
ción con é l. Lo que no se puede por las vías legales, encuentra un  
atajo  por las ilegales.
En e l cam ino de la  corrupción — siem pre con gente adentro
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y afuera de las instituciones públicas—  se van creando las bases 
para una suerte de acumulación originaria de cap ital. Así se en­
cuentra que en el entrevero de las m últiples conexiones que se 
articu lan  con el Estado se observe a funcionarios públicos o a 
principiantes em presarios privados enriquecidos en períodos 
desusadamente cortos.
Muchas veces este problem a se enfoca con una óptica predo­
m inantem ente m oral —aspecto que por supuesto está presente—  
y se ignoran las determ inaciones que producen este m orbo so­
cia l. No se tra ta  de obviar el que en todas las sociedades se pro­
ducen problem as de corrupción; sin em bargo, lo  que sostenemos 
es que hay una determ inada form a de constituirse la  relación del 
Estado con los agentes económicos privados que hace de la  co­
rrupción un modo habitual de existencia, suficientem ente gene­
ralizado y con las jerarquías sociales correspondientes.
Como ya se ha señalado u, este tipo  de problem as son corres­
pondientes con un Estado de derecho m uy precario. Esta preca­
riedad es la  contrapartida necesaria de un te jid o  de relaciones 
m uy tupido entre las élites políticas y económicas a l in te rio r del 
Estado. De este m odo, lo  que no aseguran las leyes m ediante su 
cabal cum plim iento lo  asegura la  red de relaciones aludida.
Algunos "problemas de la sociedad civil
Se ha planteado cómo las expresiones de la  sociedad c iv il fueron  
originariam ente inducidas por los partidos políticos, lo  cual hizo  
que en la  m edida en que éstos se transform aron en partidos-de- 
Estados aquéllas h icieran lo  propio.
Este proceso — desde luego nunca planteable en térm inos ab­
solutos—  reforzó la  “estabilidad” de la  sociedad y  la  dejó bastan­
te inerm e para a fro n tar su condición de contrapeso necesario en 
un sistem a dem ocrático frente a l Estado. Además, se generó una 
explicable lógica según la  cual la  m ejor form a de que la  ciuda­
danía se expresase organizadam ente era m anteniendo una voca­
ción de relación perm anente con el sector público. Esta ha sido 
la  m anera clásica de obtener m ejores condiciones personales o
11 Ver la prim era parte de este trabajo sobre la importancia del 
estado de Derecho en el marco de la reforma del Estado en Venezuela.
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grupales, antes que la  vía de generar dispositivos autónomos de 
acción y gestión sociales.
Desde esta perspectiva es perfectam ente explicable cómo lo  
que ha habido es un refuerzo, no solo del Estado m ism o, sino de 
sus características más centralizadas. A l fin  y  a l cabo, es la  socie­
dad m ism a la  que requiere este grado de centralización, dadas 
las condiciones en que se produce su relación con el área pú­
blica.
Esto produce un efecto que podríam os llam ar la te ra l, pero 
que tiene una gran incidencia en la  conform ación de la  concien­
cia prevaleciente. Se tra ta  de que todas las críticas que se hacen 
desde los em briones de organización de la  ciudadanía fren te a un 
exceso de estatalidad se asumen —y se expresan muchas veces—  
como una crítica  a los partidos políticos. Como estos han hecho 
con el sistem a político  dem ocrático una identificación bastante 
to ta l — ¿totalitaria?— , toda crítica  a la  h ip ertro fia  e invasión es­
tatales se asume progresivam ente como una denuncia del sis­
tem a dem ocrático m ism o. Tram pa argum ental pero que es asu­
m ida y creída así, con lo  cual se crean potenciales peligros para 
la  conciencia dem ocrática de la  colectividad.
Condiciones en las que se producen las políticas públicas
Las consideraciones anteriores no son demasiado exóticas en re­
lación con lo  que ocurre en otros países, pero m uestran las singu­
laridades en las cuales opera el proceso que consideram os. Es 
evidente que en una conform ación como la  aludida el Estado tie ­
ne que ser pensado tanto como una cristalización institucional 
— que le com unica especificidad— , como un campo de batallas  
entre las distintas fuerzas que lo  conform an y lo  m odelan sucesi­
vam ente; éstas pueden ser descritas como atributos perm anentes 
del Estado, pero a veces la  fa lta  de cristalizaciones instituciona­
les hace que las confrontaciones sean más frecuentes y los agen­
tes económicos y políticos apelen más asiduam ente a la  fuerza  
pura, en la  form a de arreglos extralegales y fuera de norm a, 
aun cuando no sean en todos los casos ilegales.
Con distorsiones institucionales severas, con un control par­
tid is ta  muy agudo, con mecanismos estatales m uy centralizados, 
es fác il colegir que se produce un entorno en el cual las políticas  
dependen de un exceso de circunstancialidad.
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T al característica no ha sido antifuncional en las condiciones 
descritas; por el contrario , ha operado como un mecanismo idó­
neo de conducción en periodos de estabilidad p o lítica  y de bo­
nanza económica. Es posible de este modo vadear los requeri­
m ientos estratégicos y las contradicciones pueden ser resueltas 
m ediante la  satisfacción de presiones muchas veces encontradas 
entre sí.
Además, hay que señalar que la  excesiva centralización po­
lític a  e institucional de las decisiones, negadoras en muchos sen­
tidos de la  m adurez dem ocrática alcanzada y posible, fa c ilita  uno 
de los mecanismos esenciales de conducción en el Estado vene­
zolano que es el del consenso.
C iertam ente, el com prom iso dem ocrático indudable de las 
fuerzas políticas — aun de aquéllas que en el pasado, desde la  
izquierda o la  derecha, planteaban otros caminos—  ha perm itido  
que en el m arco de sus direcciones, donde se concentra el m ayor 
poder po lítico , las m edidas esenciales se hayan podido adoptar 
por consenso. La “ilusión de arm onía” 12 ha sido uno de los ele­
mentos ideológicos fundam entales en la  estructuración de las 
decisiones del sistem a po lítico  venezolano. La base económica de 
dicho estilo ha sido m encionada, pero la  consecuencia más im ­
portante es que ta l modo de conducir se ha introyectado en las 
conductas habituales de instituciones, partidos, grupos y perso­
nalidades relevantes. Es un consenso que se basa, más que en la  
convicción com partida sobre problem as determ inados, en la  au­
sencia de debate y en la  adopción de “paquetes” de p o lítica  con in ­
gredientes propuestos desde diversos ángulos. E n algunos casos, 
e l resultado podría ser técnica y políticam ente inobjetable, pero, 
como es fá c il de com prender, en muchas oportunidades el resul­
tado es una m ezcla contradictoria y explosiva, sin com placer a 
nadie y  generando descontentos mayores.
No es una c rítica  a la  búsqueda del consenso, pues por el 
contrario  éste aparece como indispensable en una sociedad demo­
12 "Venezuela: una ilusión de armonía” (Moisés Naim y Ramón Pi- 
ñango - Ediciones IESA, 1985) es una interesante recopilación de trabajos 
donde se muestra el espíritu excesivamente consensual para la adopción 
de decisiones, lo cual lut impedido tom ar caminos más idóneos cuando ha 
sido aconsejable, en beneficio de una suerte de promedio aritmético pon­
derado en las políticas. En las situaciones de crisis, tal camino no parece 
seguir siendo posible.
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crática; se tra ta  más bien de d iscutir el tipo  de consenso que ha 
dominado a l país, en e l cual se renuncia a diseños de m ediano 
plazo a l in te rio r de los cuales las medidas de corto plazo adquie­
ran sentido y relevancia. Los consensos “prom edíales” tienen la  
peculiar y obvia característica de que se adecúan a las fuerzas de 
m ayor poder de presión, en cuyo caso se refuerza a los agentes 
— políticos y económicos—  en cuya práctica se niega un estilo  de 
conducción capaz de pensar m etas un poco más distantes de las 
exigencias que los giros coyunturales dem andan.
Un aspecto interesante de estas m odalidades de decisión con­
siste en una ruptura entre lo  po lítico  y lo  técnico. Desde luego, no 
se tra ta  de in c u rrir en la  secular am bición tecnocrática según 
la  cual la  m ejor decisión p o lítica  es la  decisión — así llam ada—  
"técnica”, en la  cual existe un pretendido privileg io  de la  ciencia 
en desmedro de la  consideración de la  correlación de fuerzas 
existente, y que, frecuentem ente, es e l rostro  que adquieren nú­
cleos emergentes de poder agrupados en las banderas — legítim as 
por muchos sentidos—  de la  ciencia y la  tecnología, como base 
para m odernizar la  naturaleza y e l estilo de las decisiones. E l 
asunto es que la  demanda de m ejores calidades en la  in fraestruc­
tu ra  sobre la  cual se adoptan políticas y m edidas tienda a contra­
ria r el sentido en el cual se ejerce una dirección institucional har 
b itu a l, en la  cual el peso de la  in tu ición  y de las ilum inaciones 
— ú til « i cierta m edida para las decisiones—  se convierte en e l 
facto r principal.
Dadas estas distancias clásicas entre lo  técnico y lo  po lítico , 
no pocas veces los equipos de apoyo lo  que hacen es ju s tifica r 
ideológicam ente los destellos de una genialidad no siem pre con­
sistente.
Dicha práctica, explicable por la  contradicción entre las d i­
mensiones artística  y c ien tífica de la  p o lítica , cuando se hace 
sistem ática actúa como im pedim ento para m odernizar la  calidad  
de los procesos de elaboración y ejecución de las políticas pú­
blicas.
De este m odo, se crean las condiciones para que las decisio­
nes se adopten en “cascada”; a una im provisación sigue otra, 
cuyo propósito es corregir los problem as generados por la  p ri­
m era, y así sucesivamente. La p o lítica  pública tiende a ser una 
precipitación, tanto en e l sentido común como en e l quím ico, de 
ingredientes añadidos no digamos sin una c ierta  racionalidad
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técnica — lo cual es, insisto, explicable—  sino aun de una racio­
nalidad po lítica  consistente con program as y m etas. Por eso es 
engañoso el análisis que a veces se hace buscando un sentido nu­
clear, oculto y orig inal, de las líneas de acción, cuando en rea li­
dad los prim eros sorprendidos de la  racionalidad supuesta de las 
acciones suelen ser sus propios inspiradores y ejecutores. No 
son tan inocentes como para creérselo, pero tam poco tan despis­
tados como para negarlo.
Además, coexiste una característica derivada de la  estructura  
clientelar de la  adm inistración pública, cuando este rasgo es muy 
enfático; los poderes parciales y localizados en las instituciones 
públicas tienen un peso superlativo en la  m aterialización de las 
políticas, de a llí que se pueda advertir que por las más disím iles 
vías hay una agregación creciente de determ inaciones para su 
ejecución. Sobre todo en el m anejo de la  tem poralidad de las de­
cisiones, pues es evidente que la  com binación de aceleraciones y 
desaceleraciones en la  gestión de requisitos para cum plir una d i­
rectiva concreta puede tener una capacidad de m odularla hasta el 
punto de distorsionar o contradecir sus propósitos. Los célebres 
“engavetam ientos”, dejados nada más para la  anécdota, son un 
factor esencial para p e rfila r la  naturaleza real de los procesos, y 
son expresión de pequeños ejercicios de poder que, en su con­
ju n to , alcanzan en muchas oportunidades a darle el rostro fin a l a 
alguna decisión.
No es éste un rasgo extraño en la  conducta adm inistrativa, 
pero, cuando los valores de la  profesionalización no existen o es­
tán reducidos, los criterios para el ejercicio  de esos poderes pun­
tuales devienen de una lógica partid izada — en e l m ejor de los 
casos—  o sencillam ente de facción de intereses más parciales.
Los problemas de la crisis
Ninguno de los señalam ientos form ulados.es extraño para quie­
nes se han adentrado en las características del hecho adm inistra­
tivo . Además, se puede a firm ar que tales mecanismos, si bien no 
son deseables, pueden p erm itir un n ivel de funcionam iento com­
patib le con las determ inaciones políticas que están presentes. E l 
problem a se presenta en térm inos más d ifíc iles cuando la  crisis 
económica y sus derivaciones políticas y sociales avanza. E n es­
tas condiciones los autom atism os tradicionales se m uestran cre­
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cientem ente ineficaces y los modos de gestión pública van te­
niendo barreras superiores a las tradicionales, hasta un punto 
en que pueden ser, más bien, elementos activos de profundiza- 
ción de la  crisis m ism a.
Se puede advertir que el propio proceso de desarrollo en 
el m arco dem ocrático ha tenido el efecto de producir nuevos 
actores sociales, aun cuando sea en el m arco de las form as orga­
nizativas tradicionales. Pero la  m ovilización social que induce la  
m ism a crisis determ ina que los equilibrios tiendan a rom perse, 
que se busquen form as nuevas o liderazgos renovados. E n este 
sentido se puede decir que hay una tendencia a buscar estilos 
diferentes de articulación, en los cuales las prácticas habituales 
m uestran una progresiva incom petencia.
En el sector público, en p articu lar, emerge a pesar de las 
lim itaciones un sector tecnocrático, aun cuando tenga su origen 
en las influencias partidistas; este sector comienza a desarrollar 
una lógica de Estado, donde se van delim itando intereses alterna­
tivos a los norm alm ente prevalecientes. La presión para el rigor 
técnico — con todas las lim itaciones que tenga— genera tenden­
cias m odernizadoras, cuyo sentido varía  de acuerdo al contexto 
en el que tenga lugar su afloram iento. S in em bargo, en todo caso, 
es un factor de m ovilización hacia el in te rio r del aparato adm i­
n istrativo del Estado.
Asimismo, es posible reconocer que nuevos sectores em pre­
sariales insurgen, con planteam ientos tam bién m odernizantes, 
frecuentem ente ligados a una visión más integral de los proble­
mas em presariales, en los cuales se enfatiza la  planificación es­
tratégica. Esta perspectiva alim enta una relación más densa con 
las variables políticas.
En los partidos se expresan estos procesos, que comprome­
ten a todos los sectores sociales, y se avizoran grupos, tenden­
cias y hasta facciones con una orientación genéricam ente re­
form adora.
Estos reacomodos no excluyen sino que tam bién producen 
erosiones sociales. Uno de los elem entos más claros es el deb ili­
tam iento de la  clase m edia — aun com prendiendo la  im precisión 
de su extensión— de una m anera muy rápida. Este hecho es fun­
dam ental si se tom a en cuenta que algunas democracias latino ­
am ericanas, a diferencia de los antecedentes clásicos, son demo­
cracias de clase m edia; en ellas se ha apoyado el sistem a político
1 2 9
CARLOS BLANCO
y ellas han sido, en buena m edida, su principal producto social.
E l deterioro de la  clase m edia introduce un factor social 
inédito en dem ocracias de re lativa  estabilidad, así como afecta 
una de las columnas centrales de su equ ilib rio . T a l situación  
obliga, por la  fuerza de los hechos, a replantear la  orientación de 
la  gestión pública.
Uno de los elem entos fundam entales para que este deterioro  
social no pueda ser rápidam ente revertido es que la  orientación  
clientelar de los partidos, a l rescoldo de la  crisis, no puede seguir 
siendo m antenida. Este privilegiado canal de ascenso social se 
deb ilita , así tam bién ocurre con las prácticas correlativas en el 
campo de la  gestión pública.
La ab ierta com petencia por el ingreso fiscal, el surgim iento, 
el deterioro y la  recom posición de los grupos sociales, la  inhabi­
litación  de estilos partid istas habituales, la  puesta en cuestión 
de la  naturaleza esencialm ente d istribu idora del Estado, entre 
otros factores, fuerzan a una ruptura de las solidaridades, como 
ocurre en circunstancias sim ilares.
E l deterioro de las solidaridades hace que los consensos 
sean más d ifíc iles, pues la  carencia de recursos para el reparto  
y la  presencia de otros actores que no estaban codificados en la  
dinám ica tradicional hacen que nuevos dispositivos tengan que 
articularse para la  gestión social y , en p articu lar, para la  elabo­
ración y ejecución de las políticas públicas.
N i el Estado tiene capacidad económica y financiera para  
cubrir con su cuidado la  cultura d istribu tiva, n i en el in te rio r del 
m ism o prevalecen de m anera absoluta los mismos intereses, n i 
los agentes nuevos o renovados se engranan con los mismos cri­
terios y prácticas.
Se plantea, entonces, la  necesidad de prom over cambios pro­
fundos, respecto a lo  cual hay una conciencia creciente según la  
que no puede ser “más de lo  m ism o”.
E l reto es e l de los cam bios, capaces de p e rm itir que el Es­
tado sea idóneo para adm inistrar en tiem pos de crisis y que esta 
capacidad no sea contradictoria con la  vigencia y , aun, el desarro­
llo  de la  dem ocracia.
La reform a se concibe, de esta m anera, en la  v ía  para gene­
ra r procesos que perm itan la  superación de la  crisis, desarrollan- 
la  m odernización dentro de una perspectiva dem ocrática. Se
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debe prevenir, sin em bargo, contra una noción según la  cual estas 
reform as im plican la  conquista o recuperación de una “racionar 
lidad” en la  que no habría m olestas interferencias políticas, se 
im pediría la  negociación y la  ejecución se lim ita ría  a poner en 
m archa correajes eficientes de transm isión de directivas. Este 
ideal de expertos, ajenos a l contexto po lítico  dem ocrático, no solo 
es alcanzable, sino que tam bién se convierte en indeseable.
Las reform as tienen el sentido profundo, como ya se ha se­
ñalado, de proceder a una distribución del poder, lo  que no 
significa pasar a la  “irracionalidad”. Esto significa la  transfor­
m ación de criterios, bases de análisis, estilos de decisión y 
posiciones relativas en la  articulación de las políticas públicas, 
donde la  negociación, la  búsqueda del consenso, la  perm anen­
te gestión para el logro de los objetivos se redefinen, pero en 
modo alguno desaparecen.
Redefinición de las políticas públicas
Las reform as para lograr un Estado más dem ocrático y eficiente 
tienen como supuesto la  transform ación de algunos de los meca­
nismos tradicionales de estructuración del sector público. E n  es­
te sentido, se puede señalar la  necesidad de avanzar en procesos 
ya mencionados que prom uevan una rearticulación a l in te rio r del 
propio Estado.
La descentralización, desde el punto de vista del aparato pú­
blico, tiende a elim inar la  congestión de decisiones y de la  ejecu­
ción en las cúpulas de dirección pública, dejando a estos niveles 
para el establecim iento de los lincam ientos estratégicos funda­
m entales. La descentralización opera como un mecanismo cuyo 
propósito es red is trib u ir las instancias de decisión, evaluación y 
control, de procesos, m ientras que los niveles superiores del sec­
to r público pueden disponer de mayores recursos para la  direc­
ción estratégica de la  sociedad. Esto no im plica d iv id ir a rtific io ­
samente al sector público, sino im p rim ir énfasis en e l proceso 
político , institucional y adm inistrativo.
descentralización y la  desconcentración im plicada no son 
p t 'h j í ' s  si, al m ism o tiem po, no se estim ula e l desarrollo de la  
organización ciudadana, respecto a la  cual el aparato público se
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vea com pelido a responder y con la  cual pueda entrar en una 
relación que propicie el éxito en la  gestión.
Esto significa que si bien la  autonom ía de la  sociedad c iv il 
no debe ser in terferid a , una com prensión estratégica correcta 
puede llevar a estim ular sus avances y sus expresiones m u ltifo r­
mes. En la  m edida en que en la  negociación de las políticas públi­
cas participen sectores organizados de la  ciudadanía, pueden te­
ner un m ayor filo  dem ocrático, una participación m ayor y una 
representatividad superior. En este sentido, las políticas públicas 
— en térm inos de estricto derecho—  pueden dejar de ser exclusi­
vamente públicas, para reintegrarse en la  gestión “privada” de los 
ciudadanos.
T a l perspectiva plantea, por una parte, un nuevo tipo de 
relación del Estado con los ciudadanos; y, por o tra  parte, la  ne­
cesidad de readaptar la  relación adm inistrativa del Estado de mar 
ñera que los procedim ientos que cotidianam ente tienen que se­
guir los ciudadanos expresen un sentido menos despótico por 
parte del sector público.
Tales objetivos requieren un nivel creciente de profesionali- 
zación de la  adm inistración, ta l como ha sido argum entado en la  
prim era parte del trab ajo , que tienda no solo a niveles superiores 
de eficiencia, sino que provea de una concepción práctica de la  
dem ocracia a los funcionarios públicos, sin lo  cual seguirán sien­
do el brazo arm ado del autoritarism o d iario  del Estado.
En las instancias directivas y supervisoras puede crear, aun­
que de suyo no lo  asegura, una integración entre la  planificación  
y la  im plem entación13, en las cuales decisiones de carácter político  
tengan la  base técnica indispensable. De este m odo se puede ten­
der a conjurar la  separación entre lo  político  y lo  técnico que 
conduce a altos índices de ineficiencia que conspiran contra los 
objetivos expresos de la  gestión pública.
Esta integración no es un problem a de “m ecánica adm inistra­
tiva”; es, sobre todo, un replanteam iento del tipo de poderes en 
juego. R equerir esta conexión entre la  planificación y la  im ple- 
m entación tiene profundas consecuencias políticas, pues significa
13 Ver, sobre este tema, Paulo Roberto Motta: “La perspectiva orga- 
nizacional en la formulación e implementación de la política pública: infe­
rencias sobre la realidad de América Latina”, en Políticas públicas: meto­
dologías de análisis y problemas de implementación. Selección de docu­
mentos clave N° 1, Volumen 3, Centro de Documentación, CLAD.
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un im pulso a la  renovación del liderazgo político  y de los niveles 
decisivos de la  gestión pública; entre otras razones, porque los au­
tom atism os tradicionales no perm iten afrontar creadoram ente 
los desafíos que la  crisis está poniendo sobre la  mesa. Éste es 
otro ángulo de la  redistribución del poder a que hemos aludido 
repetidam ente.
Un proceso de descentralización que se corresponda con una 
relación diferente entre el Estado y la  sociedad c iv il, en el m arco 
de una profesionalización de la  adm inistración pública, puede 
crear un desarrollo muy favorable a lo  que se podría aspirar a 
que fuese una racionalidad dem ocrática en la  elaboración y ejecu­
ción de las políticas públicas.
Desde luego, ta l com etido im plica reordenaciones fundam en­
tales de la  acción po lítica. Una vertiente sumamente interesante 
en esta dirección es la  transform ación de los partidos en orden a 
una actualización program ática, lo  que p erm itiría  la  renovación 
de objetivos y m etas. Es claro que esto requiere una apertura de 
los partidos hacia la  sociedad y — casi tan  im portante como esta 
orientación— hacia su propio in te rio r, de m anera que los sectores 
emergentes de la  sociedad encuentren adecuada expresión en las 
diversas instancias de elaboración p o lítica  y en la  presencia ins­
titucional que ostentan las organizaciones partid istas.
Partidos excesivamente pragm atizados, convertidos en par- 
tidos-de-Estado, van perdiendo su capacidad productora para li­
m itarse a una condición reproductora del sistem a de relaciones 
que la  propia crisis pone en cuestión. De lo  an terio r, se in fiere  
que una transform ación de los partidos crea bases adecuadas 
para un cam bio de su propia relación con el Estado, en la  cual 
puedan p rivileg iar su papel desde la  ciudadanía hacia “arrib a”, 
antes que ser instrum entos de encuadram iento y control hacia 
“abajo”.
A l m ism o tiem po, una presencia organizada y ciudadana ca­
paz de tener interlocución con el Estado crea nuevos dispositivos 
para articu lar la  negociación social de las políticas, pues se ha 
m ostrado que las form as habituales de negociación con cúpulas 
em presariales y sindicales, junto  a l gobierno, van perdiendo su 
capacidad representativa y por lo tanto sus márgenes de in te r­
vención. Sin desestim arlas, es posible una com plem entación que, 
en el fondo, cam bie la  naturaleza del dom inio cupular, de cre­
ciente y dem ostrada ineficacia.
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Una orientación estratégica como la  propuesta propende a 
buscar form as de búsqueda perm anente de consensos m ínim os, 
n i más n i menos lentos que los usuales, pero en una vertiente que 
fortalece de m anera clara la  dem ocratización del Estado y de la  
sociedad. Es, de alguna m anera, hacer lo  que la  retó rica de la  
planificación plantea como aspiración “técnica”, en el sentido de 
revisar de modo perm anente la  elaboración y ejecución de las 
políticas, en un sentido social y participativo . Esta participación  
no solo es inherente a los objetivos explícitos del sistem a demo­
crático, sino que tam bién tiene el rasgo de propiciar tina eficien­
cia m ayor pues crea una superficie de “alertas” más extendida, y 
parcialm ente inhibe las alcabalas que tienden a instalar en un 
Estado desbordado por su propio poder.
A modo de conclusión
La reform a del Estado se presenta, en la  perspectiva considerada, 
como la  adecuada respuesta para las situaciones que la  crisis ha 
venido creando en sociedades dem ocráticas de re lativa  estab ili­
dad, como la  venezolana; es un conjunto de cam bios que estim u­
lan  una dem ocratización creciente y una m ayor eficiencia del 
Estado.
Como se ha dicho, este cam ino supone transform aciones téc­
nicas, adm inistrativas y legales, pero no es una reform ulación que 
se restrin ja  a p riv ileg iar reform ulaciones de organigram as, n i 
adopción de nuevos códigos o su reform a, n i que tienda a crear 
una tecnocracia para exorcizar los “vicios” políticos; obviam en­
te, las reform as im plican como corolario este tip o  de reordena­
ciones, pero no se agota en ellas. Y a se ha dicho, es fundam en­
talm ente un proceso de redistribución del poder profundizando 
los perfiles de la  dem ocracia, haciendo que el Estado recupere su 
papel dirigente y abandone sus características invasoras.
De todas m aneras, es una aspiración. Cabe la  duda que todo 
proyecto alternativo suscita, sobre la  existencia de una voluntad  
política dispuesta a acom eter estas transform aciones; sin em­
bargo, puede decirse que la  llam ada voluntad po lítica  no preexiste 
a los cambios, sino que se va construyendo con ellos. Dem ostrar 
que la  dem ocracia no está condenada a languidecer por efecto de 
los traum atism os económicos y sociales — en el m ejor de los
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casos—  o a desaparecer en los ciclos conocidos y  padecidos, sino 
que se afiance con solidez es el desafío de la  época.
ANEXO
DECRETO NÚMERO 403 - 17 de diciembre de 1984
JAIM E LUSINCHI 
Presidente de la República
En uso de la atribución que le confieren los artículos 7? y 8? 
de la Ley Orgánica de la  Administración Central.
CONSIDERANDO
Que la sociedad venezolana exige la adopción de medidas que 
aseguren el establecimiento de un Estado moderno, esencialmente 
democrático y eficiente, en el cual los postulados de la  Constitución 
adquieran plena vigencia y la participación ciudadana constituya un 
elemento efectivo en la toma de decisiones de los Poderes Públicos:
CONSIDERANDO
Que la adopción de medidas que conduzcan a una reform a in­
tegral del Estado venezolano es una necesidad actual cuya satisfac­
ción no puede lim itarse al señalamiento de fórmulas de d ifid l y 
retardada adopción, sino que, además, requiere de acciones inmedia­
tas y concretas en áreas especificas de la acción pública.
CONSIDERANDO
Que la reforma del Estado debe ser el resultado de la participa­
ción de los diversos sectores representativos de la  sociedad venezo­
lana a fin  de que ella sea expresión de la opinión nacional.
DECRETA
Artículo 1? — Se crea la Comisión Presidencial para la Reforma del 
Estado, la cual tendrá por objeto realizar los estudios que sean ne­
cesarios para determ inar los lincamientos, políticas y acciones que 
habrán de seguirse para el establecimiento de un Estado moder­
no que responda a las necesidades y requerimientos de la socie­
dad venezolana.
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Artículo 2? — A los fines previstos en el artículo anterior, la  Comi­
sión Presidencial para la Reforma del Estado deberá:
1? Elaborar un Proyecto de Reforma Integral del Estado.
2? Proponer al Ejecutivo Nacional, por órgano del M inisterio de 
la Secretaría de la Presidencia, las acciones que a su juicio, 
deban ser adoptadas con anterioridad a la presentación del 
Proyecto de Reforma Integral del Estado, para asegurar la 
eficiencia de los organismos del Poder Público y facilitar 
la adopción de la reform a integral del Estado.
3? Colaborar con el Ejecutivo Nacional en el análisis de las me­
didas que deban ser adoptadas para llevar a cabo el actual 
proceso de reorganización de la Administración Pública Na­
cional.
Artículo 3? — La Comisión Presidencial para la Reforma del Estado 
estará integrada por un Presidente y por las demás personas que 
designe el Presidente de la República.
A rticulo.4? — La Comisión tendrá una Secretaria Ejecutiva, ejer­
cida por la persona que designe el Presidente de la República.
Artículo 5? — La Comisión tendrá el carácter de asesora del E je­
cutivo Nacional y sus relaciones con éste se canalizarán a través 
del M inisterio de la  Secretaría de la Presidencia.
Artículo 6? — La Comisión podrá invitar a sus reuniones y soli­
citar la colaboración de las personas que considere convenientes.
Artículo 7? — Los organismos de la Administración Pública Nacio­
nal, las Empresas del Estado, las sociedades civiles del Estado y las 
fundaciones constituidas por éste o de cuya gestión puedan derivarse 
compromisos para la República, deberán colaborar con la Comisión 
a los fines del cumplimiento de sus funciones.
Artículo 8? — La Comisión dictará su Reglamento Interno y podrá 
constituir las subcomisiones que estime necesarias para el logro de 
los propósitos que le han sido atribuidos.
Artículo 9? — Los gastos que ocasione la Comisión se harán con 
cargo al presupuesto del M inisterio de la Secretaria de la Presiden­
cia. A solicitud de la Comisión y, por requerimiento del M inistro de 
la Secretaria de la Presidencia, los organismos de la Administración 
Pública Nacional facilitarán a la Comisión los recursos humanos y 
las asesorías que aquélla necesite.
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Artículo 10? — E l M inistro de la  Secretaria de la Presidencia queda 
encargado de la ejecución del presente Decreto.
Artículo 11? — Se deroga el Decreto N? 1461 del 7 de abril de 1982, 
publicado en la Gaceta O ficial N? 32.450 de la misma fecha, mediante 
el cual se crea la Comisión de Administración Pública.
Dado en Caracas, a los diecisiete dias del mes de diciembre de 
m il novecientos ochenta y cuatro. Año 174? de la Independencia y 
125? de la  Federación.
(L.S.)
Refrendado, JAIM E LUSINCHI
E l M inistro de la Secretaria 
de la Presidencia.
(L.S .) SIMÓN ALBERTO CONSALVI
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III - LOS ENLACES NECESARIOS ENTRE 
PLANIFICACION Y GESTION

ARTICULACIÓ N E N TR E  P LA N IFIC A C IÓ N  Y  G ESTIÓ N  
PÚBLICA: DE LA AUSENCIA A LA N ECESID AD
J ua n  M a rtín
Introducción
Es casi un lugar común, tanto in s is tir en la  insuficiente relación  
entre planificación y gestión pública — que revela la  experiencia 
gubernam ental de la  región— , como destacar la  necesidad de 
articu lar ambos componentes para increm entar la  capacidad 
de gobernar.
A menos que realicem os un esfuerzo eficaz para id en tificar 
las causas de esa insuficiencia, y que generemos una profun­
da voluntad po lítica de cam bio, continuarem os debatiéndonos 
entre un no ser y un querer ser. D ilucidar e l problem a y situar­
lo como uno de los temas principales de la  agenda gubernamen­
ta l son condiciones necesarias, pero no suficientes. Tam bién  
deberemos ag ilizar y acentuar el proceso de renovación con­
ceptual, técnica y de procedim ientos en m archa, para contribu ir 
con m ayor eficacia a un m ejor desempeño gubernam ental. Sin  
em bargo, claridad en la  definición del problem a y voluntad  
política son dos condiciones im prescindibles para construir via­
b ilidad  a una estrategia de cam bio.
Por consiguiente, organizaré m i exposición presentando 
nuestros puntos de vista en relación con tres preguntas básicas.
• ¿Cuáles han sido los enfoques prevalecientes en p lan ifica­
ción y en adm inistración pública que han entorpecido una 
adecuada articulación y su incorporación efectiva a la  ges­
tió n  del gobierno?
• ¿Qué desarrollos actuales hacen hoy más necesario y cuáles 
más posible im aginar una m ayor articulación y una m ejor 
integración?
• ¿Cuál es la  agenda de problem as que requieren atención 
preferente desde esta óptica?
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Como corresponde a esta exposición p riv ileg iar e l análisis 
desde la  perspectiva de la  planificación, haré solo referencias 
m arginales im prescindibles a l enfoque desde un punto de vista  
adm inistrativo.
1. Los enfoques tradicionales de planificación y gestión
La trilo g ía  sujeto-objeto-entom o del modelo tradicional de p la­
nificación, provee un punto de partida para explicar, esquemá­
ticam ente, la  escasa articulación entre planificación y gestión. 
Este modelo supone un sujeto de planificación (e l aparato gu­
bernam ental), que pretende gobernar un sistem a (e l objeto de 
planificación) con restricciones impuestas por. las condiciones 
del entorno del sistem a.
Así, para el enfoque tradicional de planificación, el aparato  
gubernam ental es destacado como sujeto único, m ientras que, 
para e l enfoque adm inistrativo, aquél pasa a ser su objeto de 
análisis. E l prim ero no puede encarar con éxito la  interacción  
entre los m últiples actores relevantes en un proceso de p lan ifi­
cación, situados tanto a l in te rio r del propio sujeto (aparato  
gubernam ental), como en el objeto (realidad  económ ico-social) 
y en el entorno (sistem a in ternacional). E l segundo om ite la  
relación fundam ental entre misión y organización, cuando cen­
tra  su análisis en el funcionam iento adm inistrativo de la  buro­
cracia estatal.
Así, aunque ambos consideran a l aparato gubernam ental des­
de posiciones diferentes y potencialm ente com plem entarias, la  
posibilidad de articu larlas se inhibe por la  aproxim ación form al 
y norm ativa, que caracteriza a ambos enfoques y que desemboca, 
respectivam ente, en la  producción de un Plan-Libro y en la  
propuesta de un L ibro  de la  Reform a A dm inistrativa.
En el caso de la  planificación, podrían señalarse varios fac­
tores restrictivos, en su aproxim ación trad icional,1 como esco­
llos para lograr m ía articulación adecuada con la  gestión públi­
ca. S in em bargo, solo destacaremos tres.
1 Cabe aquí reconocer una variedad amplia de experiencias naciona­
les. Las críticas se orientan hacia los rasgos básicos del enfoque que, por 
lo dicho, ha dado origen a prácticas diversas en cada país.
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• Uno, la concepción de que planificación en una economía 
mixta es el opuesto de mercado, o una camisa de fuerza para 
las decisiones descentralizadas.
• Dos, la idea de que planificación es una actividad básica­
mente orientada hacia el futuro, descuidando él hecho de 
que el futuro se construye en el presente.
• Tres, la visión de planificación monocentrada en un sujeto 
homogéneo: él aparato gubernamental, lo cual dificulta en­
carar procesos activos para articular y contrarrestar intere­
ses en situaciones de poder compartido.
Estos tres factores — acumulados en sus consecuencias—  
han desdibujado el ejercicio  de la  planificación, aislándola del 
proceso decisorio efectivo y transform ándola, con frecuencia, en 
un m ero ritu a l. E l costo de esta deform ación es una reducción 
en la  capacidad de gobernar. La ineficacia de la  planificación  
estim ula un estilo de gobierno dom inado por la  fa lta  de previ­
sión, y que solo puede dar respuestas, inm ediatistas o tard ías, a 
aquellos problem as que se evidencian como insostenibles. Este 
cálculo, im provisado en la  coyuntura, se convierte en una a lte r­
nativa superficial a la  planificación ineficaz.
2. Las urgencias históricas
La vulnerabilidad producida por la  crisis ha evidenciado, durante 
los últim os años, una reducción en el grado de autonom ía de 
los gobiernos para diseñar y ejecutar políticas públicas. E n  par­
ticu lar, el peso abrum ador de los problem as inm ediatos de la  c ri­
sis ha conducido a los países, en la  práctica, hacia una cierta  
negligencia respecto del fu tu ro  y , así, a soslayar en los hechos 
la  nueva dinám ica económica y social que está en m archa, sobre 
todo en los centros neurálgicos del sistem a internacional.
Este contexto condiciona de una m anera enteram ente nueva 
las estrategias viables para los países de la  región. Solo la  
obcecación o el pensamiento ru tin ario  puede continuar insistien­
do en que los problem as no han cam biado. Así, por ejem plo, 
ya no solo se tra ta  de id en tificar nuevas líneas de especialización 
productiva, o de ajustar las antiguas. Se tra ta  más bien de 
conferir flexib ilidad  a la  estructura productiva de cada país 
para m axim izar su capacidad de adaptación perm anente, ante
143
J U A N  M A R T Í N
los cambios desfavorables y frente a las oportunidades que 
tam bién ofrece un m arco externo vo lá til y turbulento.
Esta transform ación profunda de nuestras sociedades, con 
sectores m ayoritarios económicamente agobiados por la  crisis y 
con sistemas político-institucionales de desarrollo precario, re­
quiere adm inistrar con extrem o cuidado el equ ilib rio  inestable 
de compromisos entre las distintas fuerzas sociales, con capa­
cidad para sustentar un proyecto nacional. E n este contexto no 
es casual que la  participación social comience a ser apreciada, 
no solo como un valor propio del sistem a dem ocrático, sino 
tam bién como un requisito técnico para elevar la  eficiencia so­
cial del gobierno.
Aquella transform ación tam bién requiere elevar el nivel téc­
nico de la  discusión po lítica. Las opiniones encontradas, deri­
vadas de apreciaciones distintas de cada situación y de la  direc- 
cionalidad del cam bio deseado, constituyen discrepancias legí­
tim as en un sistem a dem ocrático. Pero, a l m ism o tiem po, su 
presencia exige responsabilidad colectiva por parte de los diver­
sos actores, tanto políticos como sociales. Resolver una de las 
dificultades clave en el presente requiere com prender que, si 
bien el perfeccionam iento de los cuadros dirigentes es un resul­
tado esperable del ejercicio de la  institucionalidad dem ocrática, 
es tam bién una condición para la  propia estabilidad del sistem a. 
E l esfuerzo por c la rificar opciones, por exam inar sus im plica­
ciones, por explorar consensos y disensos, por concertar acuer­
dos que perm itan transform ar variantes en opciones de desarro­
llo , tiene que ser un objetivo común, com partido y respetado 
por todos.
Ambos requerim ientos solo pueden ser encarados satisfac­
toriam ente en el m arco de una planificación de largo plazo, que 
considere explícitam ente los problem as éticos y políticos aso­
ciados con la  asignación intertem poral de los recursos. En la  
m edida que la  planificación es parte de nuestra capacidad para 
ejercer poder sobre e l fu tu ro , se im pone su rescate como técni­
ca de gobierno, con sus inseparables dimensiones po lítica, eco­
nóm ica y social. Esta visión trasciende, sin duda, los problem as 
ordinarios de la  adm inistración pública y es distintiva de la  
planificación.
La transform ación de nuestras sociedades tam bién requiere 
aum entar la  capacidad de conducción, uno de cuyos requisitos
144
A R T I C U L A C I Ó N  E N T R E  P L A N I F I C A C I Ó N  Y  G E S T I Ó N  P Ú B L I C A
es fortalecer, a l Estado. Aquí se im pone un cam bio radical de 
enfoque. En el am biente latinoam ericano, esta discusión ha es­
tado oscurecida por el reduccionism o de equiparar fortaleza  
con tam año.
La delim itación de las áreas pública y privada ha sido un 
tem a de controversia frecuente en Am érica Latina, acentuada 
—más recientem ente—  por conocidos desarrollos en algunas na­
ciones industrializadas. Así, los países de la  región enfrentan el 
desafío de una ofensiva, esgrim ida con insistencia por organis­
mos y grupos externos, que pone el acento en la  necesidad de 
desregular la  economía y propender a una creciente privatización.
Esta ofensiva se fundam enta en una visión que asigna todas 
las bondades al sector privado y todos los defectos a l sector 
público, om itiendo im portantes evidencias de la  com plejidad en 
el funcionam iento real de las economías m ixtas, sobre todo 
en el caso de los países en desarrollo.
S i bien la  aplicación dogm ática e indiscrim inada de este 
enfoque tiene que ser confrontada, el tem a de la  interacción  
pública-privada debería ser cuidadosamente analizado — en el 
contexto de cada situación nacional—  por dos razones.
• La primera es de carácter po lítico: la  consideración de que 
todo debe provenir, o debe ser solucionado, por la  in iciativa  
estatal es contradictoria con e l concepto m ism o de econo­
m ía m ixta; genera com portam ientos sociales pasivos y de­
pendientes, poco com prom etidos con la  realidad, con inde­
seables reducciones en la  creatividad, in ic ia tiva  y responsa­
bilidad  de los distintos actores nacionales.
• La segunda es de carácter técnico: el conjunto de funciones 
desempeñadas por el sector gubernam ental constituye un 
conglomerado técnico, económico y financiero m uy comple­
jo  y diversificado. Por ello , im pone demandas a l gobierno 
central para su dirección y gestión efectivas, m uy por en­
cim a de su disponibilidad real de recursos creativos, orga- 
nizacionales y financieros.
S ituar el problem a de la  interacción privada-pública en un 
m arco adecuado requiere aceptar que nuestras economías exhi­
ben visibles signos de ineficiencia global, tanto en el sector públi­
co como en el privado, en un círculo de relacionam iento perver­
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so. Por consiguiente, no parece la  m ejor aproxim ación apuntar 
solo a la  fa lta  de eficiencia en el sector público; habría que po­
ner el acento en la  necesidad de increm entar la  eficiencia glo­
bal (p rivada y púb lica) de la  economía, para m ejorar su com- 
p etitividad  externa y para racionalizar su funcionam iento in­
terno. Desde esta óptica, avanzaría con m ayor solidez la  reform a  
del sector público. La presión hacia la  desregulación y p rivatiza­
ción podría reorientarse para transform ar lo  estatal en público  
y, asi, dem ocratizar más el diseño y la  gestión de las p o líti­
cas públicas.
Indudablem ente, es necesario un serio esfuerzo de im agina- 
nación e in ic ia tiva  para lograr soluciones aceptables y viables. 
Sin em bargo, aun si se alcanzan éxitos im portantes en el pro­
ceso de privatización, transferencia, descentralización, etc., es 
realista pensar que subsistirá un sector público am plio, lo  cual 
obliga, a l m ism o tiem po, a continuar y acrecentar el esfuerzo 
de m odernización y m ejora del desempeño gubernam ental.
Para ello , será necesario abandonar concepciones de Estado 
y sociedad viciadas de form alism o e inconsistentes con la  com­
plejidad de la  realidad. E l aparato gubernam ental no es el 
resultado de un proceso racional de diferenciación estructural 
y especialización funcional, n i puede ajustarse en su desarrollo  
—mecánicamente—  a un diseño planificado y coherente. En la  
m edida en que sus varios centros de decisión dividen lealtades 
tom o a propuestas, intereses y proyectos diversos, se com­
prom ete la  homogeneidad de las políticas, la  coherencia global 
y la  coordinación de las decisiones, así como la  capacidad para 
p lan ificar y  para decidir sobre cuestiones de largo plazo. Es 
decir, la  naturaleza del aparato gubernam ental, y su propia orga­
nización adm in istrativa, resultan afectadas por las vicisitudes 
de una confrontación perm anente a l in te rio r de la  burocracia 
que expresa, a su vez, otros enfrentam ientos sociales.
De las consideraciones precedentes se desprenden los gran­
des desafíos que la  hora im pone sobre la  gestión pública, así como 
la  necesidad de profundizar los cambios en m archa en m ateria de 
enfoque, concepción y tecnología adm inistrativa. Más aún, ellas 
señalan la  urgencia de articu lar planificación y gestión pública, 
reconociendo la  especificidad propia de cada una de estas ca­
pacidades.
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3. Desarrollos actuales en planificación
Existen hoy desarrollos en m ateria de planificación que hacen 
posible im aginar una m ejor articulación con los procesos de 
gestión pública y una contribución más efectiva a la  capaci­
dad de gobernar. En recientes documentos institucionales del 
IL P E S 2 se destacan varias nuevas percepciones; entre ellas co­
rresponde enfatizar aquí dos proposiciones.
• Uno, planificación como el opuesto de indiferencia ante el
futuro.
Esta prim era proposición aparece como conclusión de la  
siguiente línea de argum entación.3
a ) E l curso real que tom a cada sociedad es la  resultante de 
un com plejo campo de im pulsos —muchos internos, otros 
externos; algunos racionales, otros no—  originados en 
una red de m últiples actores sociales. Estos im pulsos, 
en ocasiones, se oponen o neutralizan; en otras, se poten­
cian m utuam ente.
b ) E l efecto neto de la  actividad gubernam ental sobre el 
cambio social concreto es solo com prensible cabalm ente 
cuando se lo considera inm erso en este heterogéneo y 
movedizo campo de fuerzas.
c ) La función de planificación adquiere relieve si el Estado, 
en representación de toda la  sociedad, pretende ejercer 
algún control sobre este efecto neto. Es decir, si pretende 
p rivileg iar uno u o tro , del sinnúm ero de cursos posibles:
En este sentido, planificación no es el opuesto de m ercado, 
sino la  antítesis de negligencia respecto del fu tu ro .
2 Véanse al respecto ILPES (a): ILPES: su función én la segunda 
mitad de la década, Documento NTI/F. VII. 3, marzo 1987 e ILPES (b): 
Cooperación e Integración Regional en la Reactivación y  en el Desarrollo: 
el Papel de la Planificación, Documento NTI/G3, marzo 1987, capítulo III.
3 Véase ILPES (a), op. cit., pp. 4 y 5.
1 47
J U A N  M A R T Í N
• Dos, planificación como una actividad del gobierno en su
conjunto, articulada con la sociedad civil.
La segunda proposición destaca, en el contexto de la  an terio r, 
las siguientes observaciones.4
a ) E l efecto agregado de la  actividad gubernam ental no 
puede ser responsabilidad de uno, o solo de algunos de 
sus entes institucionales.
b ) La com plejidad actual de la  tarea de gobernar no parece 
com patible con la  perm anencia de un estilo tradicional 
de comando, basado en bilateralismos múltiples entre el 
jefe  de gobierno y cada m inisterio  especializado.
c ) La segmentación de la  po lítica pública y su coordinación 
in terinstitucional e intertem poral podrían ser m ejor en­
frentadas con algún tipo  de m iniconsejo de nivel m inis­
te ria l, como instancia colegiada de apoyo especial y per­
m anente, en temas estratégicos, a l je fe  de gobierno.
d ) Un nuevo enfoque de planificación requiere repensar el 
organismo nacional de planificación y, sobre todo, redefi- 
n ir sus interrelaciones con los demás entes protagónicos, 
dentro del aparato gubernam ental, pero tam bién fuera  
de él.
Estas ideas genéricas solo pretenden señalar una dirección 
de cam bio, la  cual, por cierto , debería ser analizada en el con­
texto de la  situación concreta de cada país.
Asim ism o, las proposiciones precedentes destacan cambios 
de percepción en planificación, que deben entroncarse con aspec­
tos más directam ente vinculados con adm inistración y gestión 
pública. E l prim ero es la  necesidad de relacionar m ejor el nivel 
tecnopolítico con el conjunto de la  burocracia pública.
E l segundo es buscar m aneras de conferir m ayor agilidad y 
elevar el grado de respuesta del aparato gubernam ental para 
acom pañar, más cercanam ente, los cambios sociales y las urgen­
cias del desarrollo.
4 Véanse al respecto, ILPES (a), op. cit., p. 5, e ILPES (b), op. cit., 
pp. 46 y 47.
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Las capacidades de adaptación y articulación del aparato  
gubernam ental son, sin duda, necesidades perm anentes. S in em­
bargo, los problem as actuales im ponen ajustes inéditos, por su 
m agnitud y velocidad, sobre ambos procesos.
4. Agenda de problemas que requieren atención preferente
La confección de esta agenda, por cierto , depende de las situa­
ciones propias de cada país. Sin em bargo, por detrás de la  especi­
ficidad  y ponderación que cada uno de ellos adquiere en el con­
texto de una sociedad nacional determ inada, hay denominadores 
comunes que indican un conjunto de problem as, solo abordables 
m ediante una articulación eficaz entre planificación y gestión 
pública, con enfoques renovados.
a ) Configuración de estrategias de desarrollo alternativo
La reestructuración industrial en los países centrales im ponía, 
desde hacía varios años, una revisión de las m odalidades de in ­
serción productiva de los países de la  región. La crisis externa y 
las repercusiones de las políticas de ajuste ensayadas por los 
países han renovado el debate latinoam ericano sobre estrate­
gias alternativas.
En los hechos, a pesar de pequeños pero trabajosos progre­
sos, el panoram a continúa dom inado por la  presión com binada 
de ajustar el sector externo y alcanzar o m antener la  estab ili­
zación in terna, en detrim ento de las necesidades de transfor­
m ación estructural de las economías nacionales; para demos­
tra rlo , solo es necesario recordar la  enorm e cantidad de recursos 
propios que la  región continúa transfiriendo a l exterior.
Sin em bargo, las bases para un consenso regional han pro­
gresado, tanto en la  identificación de las causas de la  crisis, 
como en la  necesidad de enfrentarla con m odalidades pragm á­
ticas e innovadoras, en los frentes externo e in terno. E ncontrar 
los caminos que hagan esto posible es hoy, sin duda, el p rincipal 
desafío que enfrentan los gobiernos y las sociedades nacionales.
Esquem áticam ente, el problem a se podría p lantear así: los 
objetivos de los gobiernos son recuperar el desarrollo y m ante­
ner la  estabilidad interna (p o lítica , económica y social), sujetos 
a las restricciones del sector externo; desde el punto de vista
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de los acreedores internacionales, el objetivo es presionar para  
generar un excedente en e l sector externo que perm ita cu b rir la  
m ayor parte posible de los intereses generados por. la  deuda 
externa, con las restricciones del crecim iento y  de la  estabilidad  
in terna. Es decir, hay una correspondencia cruzada entre o b jeti­
vos y restricciones. Este es e l espacio real que puede ser ocu­
pado, abriéndose aquí un im portante campo para innovar en las 
negociaciones internacionales, en las concepciones teóricas, en 
el diseño instrum ental y en los mecanismos de concertación; 
cam ino que ya ha comenzado a ser em prendido por algunos paí­
ses de la  región.
b ) Movilización y asignación de recursos públicos
Es evidente que una transform ación de las economías de la  re­
gión demanda, como m ínim o, recuperar los niveles históricos 
de gasto público — sobre todo de inversión—  y, en la  m edida de 
lo  posible, increm entarlos. Esto solo será viable si los países 
adoptan una posición más enérgica en sus negociaciones exter­
nas y s i, a l m ism o tiem po, m ovilizan con m ayor eficacia sus 
recursos internos. E llo  requiere un renovado esfuerzo para dise­
ñar propuestas alternativas de p o lítica  y adm inistración trib u ­
ta ria , conform ar mercados de capitales que alienten la  inversión  
productiva, aprovechar racionalm ente los excedentes de algu­
nas empresas públicas y, tam bién, desarrollar m odalidades no 
convencionales de captación de recursos.
Por. o tra  parte, los sistemas de asignación de recursos pue­
den y deben ser m ejorados. Las disponibilidades actuales para  
el m anejo com putarizado de la  inform ación abren un am plio  
espacio para ap licar nuevos desarrollos analíticos y m etodoló­
gicos. E llos fa c ilita rían  una m ejor articulación de las diferentes 
racionalidades que intervienen en e l proceso de asignación de 
recursos, y con tribu irían  a lograr una m ayor transparencia en 
el nivel y en la  disposición del gasto. Asim ism o, proveerían las 
bases para in tegrar tanto los aspectos reales con los financieros, 
como las decisiones m icro (a  n ivel de cada unidad de inversión) 
con su im pacto agregado a nivel macroeconómico.
Es necesario, sin em bargo, encarar esta renovación consi­
derando los problem as de su im plantación institucional. La ex­
periencia de la  región revela varias experiencias frustradas por
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no haberlo hecho suficientem ente. Un m anejo eficaz de los aspec­
tos políticos, organizacionales y de gestión del proceso de asig­
nación de recursos, puede convertir un diseño tecnocrático en 
un instrum ento ú til de gobierno.
c ) Programas sociales especiales
La crisis ha acentuado carencias tradicionales en el área de las 
necesidades sociales, según lo  revelan todos los indicadores 
im aginables. Es com prensible que, a l am paro de regímenes po­
líticos más abiertos, distintos sectores sociales hayan explotado 
en una secuencia de acciones reivindicativas. A l m ism o tiem po, 
la  austeridad fiscal, im puesta por la  crisis, ha reducido aún 
más la  capacidad gubernam ental para atender esta avalancha 
de demandas.
Algunos gobiernos de la  región han comenzado a ensayar 
esquemas organizativos y de m ovilización de recursos novedosos, 
para reducir la  brecha creciente entre necesidades y posibilida­
des. Así, es necesario progresar en la  exploración de nuevas 
m odalidades que com binen participación y concertación social 
con creatividad instrum ental pública, para a rticu la r energías 
sociales dispersas y  conducirlas hacia una búsqueda más am plia 
de atención a las necesidades sociales.
d ) Gestión del sector descentralizado
E l crecim iento de la  ponderación del sector descentralizado, 
en e l conjunto de las actividades gubernam entales, es un hecho 
relativam ente reciente, pero de la  m ayor significación.
E l sector de empresas públicas, debido a su notable expan­
sión, coloca en la  agenda dos temas principales: uno, el desarro­
llo  de nuevos sistemas de planificación y gestión que perm itan  
arm onizar m ejor los objetivos em presariales con los guberna­
m entales, y, dos, el establecim iento de m odalidades de interac­
ción positiva con el sector privado y con las organizaciones so­
ciales que coadyuven a elevar la  eficiencia global de la  economía.
Algunos países de la  región ya han iniciado acciones en 
ambos campos. La necesidad de m ejorar el desempeño del sec­
to r de empresas públicas, en el contexto de una situación res­
tric tiva  de financiam iento global, y de evidentes fragm entaciones
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y desarticulaciones de la  po lítica pública, ha llevado a la  bús­
queda de nuevos modelos de relacionam iento entre las empresas 
y e l gobierno central. Los desarrollos son más incipientes y errá­
ticos en m ateria de redefinición de la  relación público-privado, 
pero existe una am plia gama de fórm ulas para explorar: aso­
ciación, privatización (to ta l o p a rc ia l), contratos de adm inistra­
ción, transferencia a usuarios o entes locales, etc.
Por otro lado, la  descentralización te rrito ria l constituye hoy 
una aspiración p o lítica  en varios países de la  región que, en 
diferente m edida, está siendo encarada por sus respectivos go­
biernos tam bién para conferir m ayor eficacia a su propia acción. 
Sin em bargo, se requiere desarrollar form as de participación y 
de organización pública y social que —con e l necesario apoyo 
técnico—  fac iliten  procesos de negociación, encaren acciones 
de desarrollo, contribuyan a m ovilizar recursos y ejerzan control 
sobre su asignación.
e ) Desarrollo tecnológico
E l im pacto de la  crisis no debería d istraer la  atención de los 
países respecto del fu tu ro . E n  esta perspectiva, cabe destacar 
la  elevada ponderación que ha alcanzado, en los últim os años, 
el componente de innovaciones abruptas en el desarrollo cien­
tífic o  y tecnológico, así como el estrecham iento del vínculo entre 
la  acum ulación de conocim ientos y el aparato productivo, co­
m ercial y financiero m undiales.
E n este ám bito se verifica  una am pliación de la  brecha que, 
tradicionalm ente, ha separado a los países de la  región de la  
fron tera internacional. Solo la  clara definición de una p o lítica  
tecnológica, con concertación activa de los sectores público y p ri­
vado (nacional y extran jero ), puede crear condiciones necesarias 
para la  adquisición de ventajas com parativas por parte de las 
empresas locales facilitando , así, una m ejor inserción en la  eco­
nom ía internacional.
Tam bién se abren, en este campo, im portantes instancias 
para la  cooperación y com plem entación entre países de la  región, 
involucrando tanto sus empresas privadas como públicas, para 
acelerar el ritm o  del progreso tecnológico (creación, adaptación 
y desarrollo de innovaciones).
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5. Consideraciones finales
Es poco probable que problem as de sem ejante m agnitud puedan 
ser abordados a p a rtir de aproxim aciones tradicionales de p la­
nificación y gestión pública, n i por im provisaciones en la  co­
yuntura. Por el contrario , todos ellos poseen ingredientes que 
caracterizan los enfoques renovados:
-  problem as cuasi-estructurados y de fin a l abierto;
-  consideración de m últiples actores con capacidad para  
crear hechos no com pletam ente previsibles;
-  necesidad de un cálculo interactivo entre estrategias de 
cooperación y conflicto;
-  m anejo criterioso de la  concertación social para asegurar 
leg itim idad a la  acción de gobierno;
-  im portancia en e l m anejo del tiem po tanto para adm inis­
tra r conflictos entre objetivos como para crear v iab ilidad  
a nuevas acciones.
La crisis ha im pactado sobre nuestros países con severa 
violencia y nos im pone hoy grandes desafíos. Quizás, a l en­




G ESTIÓ N  PÚ B LIC A  Y  P LA N IFIC A C IÓ N  ECONÓM ICA: 
AGENDA PARA UNA ACC IÓ N CONJUNTA
I gnacio  P érez  S algado
I .  Introducción
Es de todos los aquí presentes conocido el hecho de que ha 
existido y existe un gran abismo entre la  planificación y la  ges­
tió n  pública, a pesar de que han com partido el m ism o techo 
académico en las facultades de ciencias económicas y de adm i­
nistración y de que pertenecen a una m ism a fam ilia  del cono­
cim iento. Por ello , este encuentro en e l que se discuten las ra ­
zones de ese abism o y se intentan buscar soluciones, constituye 
de por sí un im portante avance en la  necesaria articulación que 
debe existir, entre la  planificación y la  gestión pública. S i uno 
revisa los esfuerzos de reform a adm in istrativa en Am érica La­
tin a  a p a rtir del térm ino de la  segunda guerra m undial hasta 
nuestros dias, se dará cuenta de cuán alejados estuvieron todos 
los planes de reform a adm in istrativa del proceso de planificación, 
llegándose a situaciones como la  de que en los documentos que 
contenían los planes no había ninguna referencia a cómo debía 
de gestionarse el plan; 1 a veces incluian un capítulo sobre la  
necesidad de reform ar la  adm inistración, pero sin mucha vincu­
lación con e l resto de los capítulos del plan. Se llegó a situacio­
nes absurdas como la  de que los intentos de reform a presu­
puestaria, tendientes sobre todo a im plantar e l sistem a de pre­
supuesto por program as, tenían vida y autonom ía propias sin 
ninguna relación con los esfuerzos de reform a en las áreas de 
personal y organización y métodos. Por o tra  parte, es d ifíc il 
encontrar en la  m ayoría de los program as de reform a adm inis­
tra tiv a  alguna referencia a la  reform a presupuestaria, que en
1 Lo que no es de extrañar, ya que la planificación norm ativa nunca 
se planteó el problem a de la capacidad de la m aquinaría del gobierno para 
e jecu tar los planes.
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nuestra opinión debe ser un elem ento clave en cualquier esfuerzo 
de reform a de la  m aquinaria de gobierno.
Con el fin  de con tribu ir en algo a reducir el abismo exis­
tente entre la  planificación y la  gestión pública, tratarem os de 
proponer una agenda para la  acción conjunta, agenda que con­
tiene áreas en las que para llegar a ciertas soluciones es necesario 
tener en cuenta los puntos de vista tanto de gestores como de 
planificadores. Estam os seguros de que e l trab ajo  conjunto en la  
resolución de problem as acercará a planificadores y gestores y 
en defin itiva contribu irá a acercar las disciplinas de la  p la n ifi­
cación y de la  gestión pública.
I I .  Administración publica y planificación
¿Pero qué razones existieron y existen para que esta situación 
se haya producido? A continuación tratarem os de dar algunas 
de esas razones:
a ) Durante muchos años los estudios de adm inistración  
pública y los program as de reform a se caracterizaron por u tili­
zar enfoques sim plistas. Se pretendía encontrar soluciones a 
problem as com plejos m ediante cam bios en e l servicio c iv il y en 
la  organización y sistem as, teniendo tras  de sí e l m odelo ideal 
de burocracia de W eber. Lógicam ente que este enfoque no pre­
sentaba soluciones válidas y , por lo  tanto, los planificadores 
con una form ación técnica más sofisticada y con una visión más 
am plia de los aspectos contextúales que los expertos en adm inis­
tración pública — producto de su propia form ación—  tendían  
a no tom ar en consideración los puntos de vista de los especia­
listas en adm inistración.
b ) Los planificadores consideraban a la  planificación como 
autosuficiente para la  ejecución de los planes y, por lo  tanto, 
no necesitaban dar im portancia a “técnicas artesanales”, cuya 
vinculación con la  planificación no veían excepto cuando las 
oficinas de organización y métodos y de personal o servicio 
c iv il form aban parte como “parientes pobres” del organism o de 
planificación central.
c ) Por o tra  parte, los planificadores, en muchos casos sin 
experiencia gerencial, tendían a no darle debida im portancia a 
la  ejecución de los planes. E l interés estuvo concentrado en la  
form ulación de los planes, pero no en cómo debían llevarse
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a cabo. Lo im portante era la  “calidad técnica” del documento 
del plan, la  capacidad de gestión no constituía una variable im ­
portante para el éxito del plan. Daba la  im presión de que no te­
nían conocim iento de la  gestión pública, y cuando se vieron en­
frentados a la  necesidad de operativizar los planes recurrieron a 
técnicas como los planes operativos anuales, que hacía bastante 
tiem po form aban parte de la  disciplina de la  gestión pública.
d ) Ambas disciplinas — la  planificación y la  adm inistra­
ción pública—  estaban muchas veces fuera de la  problem ática 
real y, por lo  tanto, no veían una necesidad de interactuar en 
la  m edida en que no estaban presionadas por la  resolución de 
problem as, ya que actuaban en esferas donde no existía una real 
urgencia por encontrar soluciones.
Esta situación, en que la  planificación y la  gestión apare­
cen fuera de la  línea central de la  problem ática real de los paí­
ses, se puede ilu s tra r con dos ejem plos. E n uno de ellos, los 
program as p rio rita rio s  señalados por la  oficina de planificación, 
la  m ayoría pertenecientes a l sector agrícola, no eran n i siquiera 
conocidos por el M in isterio  de A gricultura, que se suponía era  
el órgano ejecutor. En otro  caso, la  O ficina de Reform a Adm inis­
tra tiv a  estaba preocupada en la  regionalización del país —pro­
blem a im portante pero no urgente—  en el m om ento en que en 
el país se producía una devaluación del 40 % , en vez de estar 
preocupada, por ejem plo, en desarrollar un plan para controlar 
el gasto fiscal.
I I I .  Gestión pública y reforma administrativa
En los últim os años se ha comenzado a u tiliza r más y más el 
concepto de gestión pública en vez de adm inistración pública, 
que sugiere un enfoque más dinám ico frente a la  resolución de 
problem as y tra ta  de in tegrar la  form ulación y ejecución de los 
planes. Esta idea de gestión o gerencia no es, sin em bargo, algo 
nuevo; así, U rw ick, en el prefacio a la  edición inglesa del lib ro  
de Fayol publicada en 1949, expresa: “En los países de habla 
inglesa existe una tendencia a establecer una distinción entre 
gestión (m anagem ent) como actividad centrada en la  conduc­
ción de empresas com erciales e industriales y adm inistración  
pública (pub lic  adm in istration) como el arte  de conducir orga­
nizaciones que tienen que ver con el gobierno de naciones o
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ciudades. Fayol expresa en el Segundo Congreso Internacional de 
Ciencias A dm inistrativas el significado que le ha dado a la  
palabra adm inistración (adm in istration ) y que ha sido en ge­
neral aceptado ya más a llá  que en el campo de la  ciencia adm inis­
tra tiva  (adm in istrative Science). Comprende no solo el servicio  
público sino tam bién empresas de todo tam año, propósito y 
form a".2
Por o tra parte, David E . L ilien th a l expresa que: “E l no re ­
conocim iento de los principios de la  gestión m oderna en los 
asuntos públicos puede tra e r para el país, los Estados Unidos, 
consecuencias m uy graves en el fu tu ro  inm ediato”.3 Las organi­
zaciones com plejas, sean de propiedad pública o privada, en­
frentan  problem as gerenciales que son m uy sim ilares: asigna­
ción de recursos, definición de sus campos de acción, asegurar 
su legitim idad, m antener el apoyo po lítico , etc.
E n trabajos an terio res4 hemos señalado algunos de los 
problem as que pueden explicar el fracaso de los procesos de 
reform a adm in istrativa en Am érica Latina, básicam ente deter­
m inados por e l hecho de que el tip o  ideal de burocracia de 
W eber ha constituido no solo un requisito sino e l corazón y e l 
modelo norm ativo por excelencia de las estrategias de reform a  
adm in istrativa que se han practicado en Am érica Latina, en es­
pecial a lo largo de las tres últim as décadas, en las que la  e fi­
ciencia para hacer cosas está en el centro de toda acción, lo  que 
le confiere eficacia y leg itim idad. Por o tra parte, este enfoque 
se desarrolló en una época de bonanza económica — años 60 y 
principios de los 70—  que perm itía  la  creación o establecim iento 
de nuevas instituciones para hacer frente a problem as concre­
tos, llevando a l crecim iento del aparato público por agregación, 
sin una concepción global de la  situación organizacional del 
Estado. E n ese trab ajo  expresamos que, con e l fin  de que la  
reform a del Estado fuera relevante, eran necesarias, entre otras 
cosas, una m ayor participación en el proceso de la  re fo rm a5
2 Fayol, Henri: General and Industrial Management, London; Sr. Isaac 
Pitman & Sons Ltd. 1949, p. XV.
3 TVA - Democracy on the March; p. 145.
4 Pérez Salgado, L.; Vadés M.: Balance de los Movimientos de Reforma 
Administrativa en América Latina, en: Flores, Gilberto y Nef, Jorge; Ed.: 
Administración Pública: Perspectivas Críticas; San José, Costa Rica, 1984.
5 Como un interesante ejemplo de un proceso de reforma en el que 
se le ha dado especial importancia a la participación, debe señalarse el de
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y re la tiv izar el criterio  de racionalidad instrum ental; esto puede 
tener relevancia en ciertos casos para lograr una m ayor eficien­
cia de algunas instituciones y empresas del Estado; en otros 
casos, las prioridades pueden ser definidas en térm inos diferen­
tes, teniendo en cuenta las necesidades de participación m encio­
nadas anteriorm ente. Por o tra  parte, es fundam ental exam inar 
con gran cuidado las prioridades y criterios que deben reg ir los 
procesos de reform a adm in istrativa; en ese sentido, deben de­
jarse de lado las reform as de carácter globalista-inm ediatista; 
este enfoque tiende a desconocer la  com plejidad del problem a 
y deja de lado la  búsqueda de soluciones estratégicas e innova­
doras. Por lo  demás, todos los casos que conocemos de inten­
tos de reform as globales en Am érica Latina han fracasado, lo  
que no quiere decir que no hayan dejado como producto trab a­
jos que han perm itido interesantes debates académicos sobre el 
tem a, pero sin un real im pacto en la  producción de bienes, ser­
vicios y regulaciones por parte del aparato del Estado. Además, 
la  reform a debe tener en cuenta los valores y tradiciones nacio­
nales; si esto no es así, se llegan a adoptar enfoques sim plistas 
que desde nuestro punto de vista son los que han causado más 
daño a los procesos de reform a. Finalm ente, la  investigación y 
form ación en adm inistración pública es fundam ental. Lo hemos 
señalado repetidas veces; si estamos de acuerdo con que la  evolu­
ción p o lítica  y social ha vuelto más com pleja la  adm inistración  
del sector público, éste requiere m ayor estudio e investigación.
Uno de los graves problem as que tiene el especialista en ad­
m inistración pública es la  fa lta  de indicadores que le  perm itan  
hacer un dignóstico sobre la  situación del sector público; y cuan­
do los indicadores existen le  fa ltan  estadísticas. De ah í, la  tenden­
cia que existe a generalizar sobre los problem as de la  adm inis­
tración pública. Problem as tales como duplicación de funcio­
nes, procesos excesivamente burocratizados, m ala distribución  
de funcionarios, instituciones sin funciones claras, etc., existen
la Comisión Presidencial para la Reforma del Estado de Venezuela, que 
ha logrado ganar legitimidad convocando a  su seno a representantes de los 
más diversos grupos de la sociedad venezolana, para conocer sus puntos 
de vista sobre cómo debe abordarse el tema de la reforma del Estado. 
Este es sin duda un enfoque novedoso, que introduce activamente el ele­
mento de la participación como un requisito para llevar a cabo la reforma 
del Estado.
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en cualquier país del m undo desde Estados Unidos a B urkina  
Fasso pasando por B rasil, F ilip inas e Ita lia . E n este sentido, los 
planificadores tienen una ventaja, ya que disponen de indicado­
res económicos: ingreso per cápita, producto interno bruto , 
crecim iento de la  población, m onto de la  reserva m onetaria, ín ­
dice de precios, etc., que a l menos sirven para realizar un diag­
nóstico de la  situación. Es necesario, pues, hacer un esfuerzo para  
desarrollar indicadores adm inistrativos y para contar con esta­
dísticas, a l menos de personal, que perm itan una m ejor com pren­
sión del fenómeno adm inistrativo. De ahí, nuestro interés en 
estim ular el desarrollo de la  investigación en adm inistración pú­
b lica y en ese sentido el Program a de las Naciones Unidas para  
el Desarrollo (P N U D ) está apoyando a l Centro Latinoam ericano 
de Adm inistración para e l D esarrollo (C LA D ), uno de los orga­
nizadores de esta reunión, y una de cuyas actividades fundam en­
tales es la  prom oción de la  investigación en adm inistración y 
gestión pública y e l apoyo a los grupos nacionales de investiga­
ción ya existentes en los países.
Por o tra parte, es necesaria la  form ación de ejecutivos que 
sean capaces de ejecutar los planes de desarrollo económico y  
social asumiendo riesgos y tom ando decisiones con c ierta  racio­
nalidad, estableciendo sistemas eficaces de relaciones interperso­
nales y detectando y atendiendo las aspiraciones de las m ayorías, 
com patibilizando los objetivos organizacionales con las deman­
das del contexto. La form ación de ejecutivos para el sector pú­
blico plantea delicados problem as, teniendo presente que la  la ­
bor de un gestor público tiene m ayor com plejidad que la  de un  
adm inistrador privado, sobre todo porque su área de discreciona- 
lidad es m enor. E n este sentido, es interesante m encionar el es­
fuerzo que lleva a  cabo el In s titu to  Centroam ericano de Adm i­
nistración Pública (IC A P ) en la  form ación de gerentes públicos, 
con el apoyo del Program a de las Naciones Unidas para el Desa­
rro llo  (P N U D ).
IV . Estado, privatización y gestión pública
Estamos en presencia de una situación en la  que se pone cada 
vez más en duda la  capacidad del Estado como adm inistrador. 
Cada vez se presta más atención a l papel del sector privado y a l 
proceso de privatización. No hay duda de que la  privatización está
160
G E S T I Ó N  P Ú B L I C A  Y  P L A N I F I C A C I Ó N  E C O N Ó M I C A
de moda y a veces existen razones fundadas para que se haya 
puesto de m oda. Así, se ha publicitado bastante el caso de Gui­
nea, donde en los tres últim os años se han tom ado medidas 
para transform ar una economía totalm ente estatizada en una 
economía de m ercado, cerrando 93 empresas públicas de un to tal 
de 104 y dando lugar a l establecim iento de 60 empresas privadas; 
por o tra parte, con la  liberalización de precios, la  producción de 
café subió de 200 T h  en 1984 a 9.000 Tn  en 1986. En Angola, el 
presidente Dos Santos ha llam ado a l sector privado para que se 
haga cargo del com ercio a l detalle, de la  construcción, de parte  
de la  agricultura, y de la  industria del calzado. Por o tra  parte, 
deben separarse los conceptos de privatización y el papel del sec­
to r privado. En economías m ixtas, el sector privado tiene reser­
vado un im portante papel pero para ello  debe tener un clim a 
apropiado. No hay duda que un sector público eficiente, que 
evite los trám ites burocráticos innecesarios y que establezca 
claram ente las “reglas del juego”, puede ayudar decisivam ente a 
la  creación de ese clim a. Pero el tem a de la  privatización y del 
papel del sector privado no es algo cuyo debate esté lim itado a 
los países en desarrollo. En los países industrializados tam bién  
se ha abierto la  discusión sobre este tem a. Así, una ú ltim a publi­
cación de la  Academy o f P o litica l Science6 dice en su prefacio: 
“Por muchos años y de m aneras diversas, los gobiernos han lle ­
vado a cabo en form a creciente actividades que no eran necesa­
riam ente gubernam entales. Los resultados no fueron en todos los 
casos satisfactorios. La calidad de los servicios o productos fue 
a menudo inaceptable y el costo de su producción excesivo. A 
ra íz de ello , comenzó una discusión sobre si esos bienes o servi­
cios deberían ser proporcionados por el sector privado y así 
muchos servicios fueron transferidos a l sector privado bajo la  
rúbrica de privatización”. E l tem a, por supuesto, ha suscitado 
polém ica y en un lib ro  de reciente aparic ión7 se postula “que no 
todo se puede concentrar en la  eficiencia que es un concepto 
em inentem ente económico en el que no se consideran los aspec­
tos de po lítica y adm inistración”; y , agrega el autor: “Lo que 
los presidentes descubren cuando tra tan  de gobernar es que el
6 Hanke, Steve Ed.; Prospects for Privatization; New York: The Aca­
demy of Political Science, 1987.
7 Chandler, Clark Ralph: A Centennial History of the Administrative 
State; New York. The Free Press, 1987, p. 580.
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m odelo de eficiencia no describe adecuadamente los requerim ien­
tos reales de gestión del sector público”. Por o tra  parte, el tem a 
tam bién es discutido am pliam ente en Europa, especialm ente en 
Ita lia , Francia, España y, desde luego, en e l Reino Unido.
Dentro de esta situación es preciso tra ta r de establecer qué 
papel debe jugar el Estado, de ta l form a que, ta l como dice la  
convocatoria de este encuentro, se llegue a construir un “Esta­
do necesario". E n un artícu lo  publicado en 1985 tratam os* de 
id en tificar a grandes rasgos ese Estado deseable o necesario, 
como “un Estado fuerte  que cuente con plena legitim idad, prote­
ja  perm anentem ente los derechos de la  población establecidos en 
el texto constitucional y sea capaz de enfrentarse con los grupos 
o personas cuyas acciones se encuadran fuera de la  ley, p or m uy 
poderosos que fueren. E llo  exige entre otras cosas disponer de 
mecanismos adm inistrativos capaces de ejecutar sus decisiones 
y hacerlas respetar”. Este es un aspecto básico y fundam ental. 
Se dan a veces casos en que los Estados juegan un im portante  
papel en la  actividad económica, siendo propietarios de em pre­
sas, pero no tienen la  fuerza suficiente para desarrollar labores 
de regulación. ¿De qué sirve que e l Estado sea dueño de labora­
torios, si no es capaz de hacer cum plir las regulaciones existen­
tes sobre producción y venta de medicamentos? ¿De qué le  sirve 
a l Estado ser propietario  de empresas com erciales o industriar 
les si no puede hacer cum plir las norm as im perantes sobre mo­
nopolios, utilidades excesivas o control de ciertos precios? Ocu­
rren  casos en que la  sim ple puesta en práctica de regulaciones 
existentes ha amenazado la  estabilidad del gobierno.
Con esta idea, lo  que queremos subrayar es que la  discusión 
sobre la  gestión pública no se debe centrar solam ente en el tar 
maño del Estado, o en su capacidad para adm in istrar e fi­
cientem ente, sino tam bién en su capacidad para proteger los 
intereses de las m ayorías, y esto tiene mucho que ver con la  fo r­
taleza del Estado. Por lo  demás, sin un Estado fuerte  es im posi­
ble llevar a cabo la  ejecución de los planes económicos y socia­
les. Creemos que dentro de este contexto de ideas debe tener 
lugar la  discusión del proceso de privatización, ya sea que se
* Pérez Salgado, I. y Kliksberg, B. "Políticas de Gestión Pública: El 
rol del Estado en la presente situación de América Latina y el Caribe", 
Revista Internacional de Ciencias Administrativas, Vol. LI-1985, N? 3, p. 221.
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traspasen totalm ente los activos de una em presa pública a l 
sector privado, que se constituyan empresas m ixtas o que se 
subcontraten con el sector privado la  operación y m antenim ien­
to  de las empresas públicas.
V . Gestión pública y planificación: agenda 
para una acción conjunta
Creemos que debe hacerse un esfuerzo para tra ta r de id en tificar 
áreas que en la  actual situación del sector público latinoam eri­
cano pueden definirse como estratégicas o críticas, teniendo 
presentes los riesgos de cualquier generalización para la  región 
pero a l m ism o tiem po considerando que no podemos pensar en 
reform as globales. Por otro  lado, habría que pensar en áreas que 
en cierto  modo acerquen las acciones de planificación y gestión 
de acuerdo con la  idea central de este encuentro.
Una agenda para la  acción conjunta podría ser la  siguiente:
a ) Gestión de la  p o lítica  económica.
b ) Relaciones entre el gobierno central y las organizaciones 
sectoriales, regionales y locales.
c ) Gestión de servicios sociales.
d ) Relaciones entre el gobierno central y las empresas pú­
blicas.
e ) Gestión de las empresas públicas.
La identificación de estas áreas y la  discusión sobre e l con­
tenido de las mismas tuvo lugar en una reunión realizada en la  
sede del Program a de las Naciones Unidas para el D esarrollo  
(P N U D ) en mayo de 1986, con la  participación —en sus capaci­
dades personales y no como representantes de las respectivas ins­
tituciones—  de representantes del Banco Interam ericano de 
Desarrollo (B ID ), del Banco Internacional de Reconstrucción 
y Fom ento (B IR F ), del Departam ento de Cooperación Técnica 
para el D esarrollo de las Naciones Unidas (D T C D /N U ) y de 
la  D irección Regional para Am érica Latina y e l Caribe del PNUD  
(D R A LC ).
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a ) Gestión de la política económica
Uno de los problem as fundam entales que los países de Am érica 
Latina enfrentan en relación con la  po lítica  económica tiene que 
ver no tanto con el proceso de form ulación de esa p o lítica  como 
con su ejecución a través de la  m aquinaría adm in istrativa del 
gobierno. En algunos casos, las políticas económicas no han teni­
do éxito, no tanto porque no estuvieran bien concebidas sino por 
la  fa lta  de capacidad de la  adm inistración para ejecutarlas. 
Algunos de los aspectos que deben considerarse en la  ejecución 
de la  po lítica económica son los siguientes:
i)  E v ita r la  form ulación y ejecución por diferentes cen­
tros de poder (Banco C entral, M in isterio  de Hacien­
da, M in isterio  de P lanificación, D irección de Presu­
puesto) de políticas diferentes y contradictorias. Cada 
vez más el concepto de equipo económico y la  exis­
tencia de un líd e r dentro de él evitan que se presenten 
problem as por lo  menos en el proceso de form ulación; 
sin em bargo, éstos siguen existiendo en el proceso 
de ejecución. Por o tra parte, en la  m edida en que 
los m inisterios de P lanificación constituyan “parte ac­
tiva  del equipo económico” pasarían a cum plir un  
papel de real im portancia evitándose algunos de los 
problem as que señalamos a l princip io  de este trabajo  y 
produciéndose en consecuencia un m ayor acercam iento 
entre la  planificación y la  gestión.
ii)  M ejo rar los flu jo s de inform ación de y entre las unida­
des organizacionales de políticas y las unidades opera­
tivas, así como el m ejoram iento, desarrollo y unifica­
ción del sistem a de contabilidad. Hay países en los que 
la  fa lta  de un sistem a adecuado de contabilidad ha afec­
tado seriam ente la  puesta en práctica del presupuesto 
por program as o ha retrasado negociaciones con res­
pecto a la  deuda externa.
iii)  Incorporar la  dim ensión gerencial, incluyendo el sector 
privado en la  form ulación de las políticas con la  idea 
de que se pueda am pliar su ejecución.
iv ) D esarrollar flu jo s de inform ación y mecanismos de co­
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ordinación que sean enfocados en las necesidades de 
largo plazo, con el fin  de atenuar la  tendencia de los 
gobiernos para dar prioridad a las necesidades de cor­
to  plazo, debido fundam entalm ente a l problem a de la  
deuda.
b ) Relaciones entre gobierno central, servicios sectoriales, 
regionales y locales
Éste es un aspecto fundam ental, si se tiene presente que una de 
las características de los sectores públicos de la  región es que 
la  m ayoría de los países tienen una m aquinaria gubernam ental 
altam ente centralizada. Existen una serie de aspectos que no 
han recibido una adecuada atención en los niveles de concep- 
tualización e investigación, tales como concentración y descon­
centración, el costo de transporte de servicios y productos, la  
autonom ía financiera de gobiernos regionales y locales, las mo­
dalidades organizacionales de los servicios, sectorialización e 
intersectorialización, así como la  integración de los diferentes 
niveles de gobierno. Algunos de los aspectos que deben conside­
rarse en este tem a son los siguientes:
i )  La descentralización como un m edio de dem ocratizar el 
proceso de tom a de decisiones.
ii)  La descentralización financiera como un m edio de desa­
rro lla r una efectiva desconcentración de poder.
ii i)  Las relaciones entre los procesos de privatización y des­
centralización en relación con la  descentralización de 
los sectores productivos; y, por ú ltim o
iv ) La descentralización de las funciones del gobierno cen­
tra l.
En algunos países de la  región, el tem a de la  descentraliza­
ción ha pasado a ser uno de los aspectos fundam entales de la  
acción del gobierno. Así, en el Perú se ha prom ulgado una ley 
que otorga a los m inisterios centrales funciones de program a­
ción y de norm ativización y reserva las actividades operacionales 
para los niveles regionales. Como es lógico pensar, no es fác il 
poner en práctica esta ley, ya que requiere elementos de pro­
gram ación y control relativam ente sofisticados, en especial en
165
I G N A C I O  P É R E Z  S A L G A D O
las prim eras etapas de la  im plantación del sistem a. E n Colom­
bia se están llevando a cabo acciones para m ejorar la  adm inis­
tración de los departam entos del V alle  del Cauca y de A ntioquia, 
con el fin  de acelerar el proceso de descentralización de esos de­
partam entos, acciones que se extienden a las m unicipalidades de 
C alí y de M edellín.
c ) Gestión de servicios sociales
Los sectores sociales están directam ente orientados a aum entar 
el bienestar de la  población y como tales incluyen problem as co­
mo: identificación y alcance de gran núm ero de beneficiarios, 
dispersión geográfica, interés político  y, en los últim os años, en 
razón de la  crisis económica que afecta a la  región, im portantes 
restricciones financieras. E n muchos casos, esas restricciones 
financieras han afectado a los niveles regionales y locales pero no 
a los niveles centrales, y a veces se ha m antenido la  burocracia 
central in tacta. Este tem a de la  gestión de servicios sociales es 
uno sobre e l que no ha existido adecuada preocupación, en espe­
cia l si se lo  com para con otras áreas consideradas más "técni­
cas”, como, por ejem plo, transporte y telecom unicaciones. Como 
hemos dicho anteriorm ente, solo la  dism inución de recursos a 
disposición del Estado ha puesto de actualidad la  necesidad de 
m ejorar la  gerencia de los servicios públicos. E n todo caso, debe 
considerarse que nos estamos enfrentando con un campo en el 
que no hay tradición gerencial. E n la  gestión de servicios sociales 
es fundam ental tener presentes los aspectos de la  planificación, 
sobre todo teniendo en cuenta que la  po lítica  social no debe 
verse solamente como un ejercicio de construcción y adm inis­
tración de clínicas, escuelas y centros de nutrición; la  po lítica  
social debe conceptualizarse como un esfuerzo por transform ar 
estructuras sociales en form a pacífica y consensual.
Algunos de los principales problem as que deberían abordar­
se en este caso son:
i)  D esarrollar nuevos enfoques destinados a m ejorar la  
entrega de los servicios sociales y ta l vez estudiar el po­
sible reem plazo de la  burocracia del gobierno central 
por organizaciones de base.
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i i)  M ejo rar la  asignación de los recursos financieros a n i­
vel regional y local.
ii i)  T ra ta r de que e l proceso de tom a de decisiones esté lo  
más cerca posible del lugar donde se desarrollan las 
actividades y donde están las necesidades.
iv ) D esarro llar sistemas para evaluar las políticas sociales 
y su im pacto en program as, beneficiarios y costos.
v ) M ejo rar la  gestión y organización de instituciones y pro­
gramas sociales.
Cada vez existe más consenso entre los especialistas en mar 
teñas de desarro llo9 en que en la  prestación de servicios sociales 
es fundam ental lograr una activa participación de los posibles be­
neficiarios. E n  este sentido las organizaciones de base y su ac­
ción a través de organizaciones no gubernamentales cobran una 
im portancia capital. Tanto la  Banca de D esarrollo como el PNUD  
le  están dando especial im portancia a l tem a.10
d ) Relaciones entre gobierno central y empresas públicas
E n el estudio de este tem a, una serie de problem as comunes son 
aparentes: objetivos conflictivos, el proceso para evaluar el des­
empeño de las empresas distinguiéndolo de la  intervención dia­
ria , e l hecho de que los gerentes de las empresas pueden no ser 
los más calificados y la  fa lta  de decisión en muchos casos para  
liq u id ar empresas que no son eficientes. S in duda, existe una 
serie de m edidas que se pueden tom ar para lograr hacer más 
eficientes las relaciones entre e l gobierno central y las empresas 
públicas, tales como: establecer mecanismos para m edir e l des­
empeño de las empresas y así poder darles más autonom ía, au­
m entar la  responsabilidad de los gerentes, m ejorar los sistemas 
de inform ación y  evaluación así como los sistemas de capacita­
ción de gerentes. O tro aspecto que debe considerarse en este te­
m a son las relaciones entre e l gobierno central, las empresas pú­
blicas y  e l proceso de descentralización; en este sentido, la  exis­
9 Véase, por ejemplo, Korten, David & Alfonso, Felipe: Bureaucracy 
and the Poor, West Hartford, Connecticut, 1983 y CEBEMO/Royal Tropical 
Institute: Self-Help Promotion, Amsterdam, 1987.





tencia de empresas públicas a nivel de gobiernos regionales y 
locales también debe considerarse. De fundamental importancia 
en este tema es el problema de los mecanismos de relación de 
las empresas públicas con el gobierno central, ya sea a través de 
ministerios funcionales o de entes matrices. Así, en México, du­
rante el gobierno de López Portillo, todas las “entidades paraes­
tatales” existentes en ese momento, alrededor de 900, quedaron 
adscritas a un ministerio de acuerdo a su área de especialización. 
En otros casos existen los entes matrices que a veces adquieren 
la forma de verdaderos holdings y que parcialmente están rela­
cionados con uno o más ministerios. En suma, creemos que al­
gunos de los problemas básicos que dentro de este tema deben 
abordarse son:
i) Definir claramente las reglas del juego, estableciendo 
políticas y procedimientos claros para llevar a cabo el 
control de las empresas públicas por parte del gobierno 
central.
ii) Mejorar el diálogo entre políticos y técnicos.
iií) Establecer políticas claras de administración de perso­
nal con especial énfasis en reclutamiento, remuneracio­
nes e incentivos.
iv) Definir claramente las políticas del gobierno central 
relativas a liquidación de empresas y privatización.
e) Gestión de empresas públicas
Este es un aspecto que siempre ha estado en el centro de la 
problemática del sector público de la región, en especial porque 
las empresas públicas han sido en muchos países, y continúan 
siendo en algunos, la fuerza dominante de la actividad económi­
ca. En varios países de la región, el sector de empresas públicas 
genera entre el 10 y el 25 por ciento del producto interno bruto 
y constituye del 40 al 50 por ciento de la inversión nacional. El 
número de empresas públicas va de 150 en el Perú a 600 en el 
Brasil; en este último, las diez empresas más grandes son empre­
sas públicas. Hoy en día, con la atención que está recibiendo el 
concepto de privatización y los programas concretos que exis­
ten en una serie de países, el tema de la empresa pública tiene 
aún más trascendencia y actualidad. Prácticamente, en todos los
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países de la región existen programas de regulación y, de la mano 
de ésta, programas de reorganización de empresas públicas. Al­
gunos de los aspectos que requieren atención son: situación le­
gal, estructura organizativa, situación en el mercado, desarrollo 
tecnológico, proceso de adopción de decisiones, estructura finan­
ciera y rentabilidad. Algunas de las áreas que a nuestro entender 
deberían abordarse con carácter prioritario son:
i) Evaluar el desempeño de la empresa pública incluyendo 
el establecimiento de sistemas de información y control 
para apoyar el proceso de toma de decisiones.
ii) Desarrollar programas específicos de capacitación ge- 
rencial 'para las empresas públicas, teniendo en cuenta 
que la gestión pública y la gestión privada tienen reque­
rimientos distintos.
iii) Definir los lazos de las empresas individualmente con­
sideradas con el contexto sectorial y global.
iv) Dar la debida importancia a la macro-gestión en térmi­
nos de economías de escala.
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IV - LA FORMACIÓN DE PLANIFICADORES 
Y ADMINISTRADORES PÚBLICOS

REFLEXIONES PARA ENMARCAR LA FORMACIÓN 
DE PLANIFICADORES
L eopoldo P ortnoy
La primera pregunta que debemos hacernos es: ¿para qué formar 
planificadores? Y, consecuentemente, la segunda:-¿cómo? Si la 
respuesta a la primera pregunta está sólidamente fundada, la co­
rrespondiente a la segunda no debería ser muy compleja.
Este planteo nos obliga, como sucede habitualmente cuando 
se consideran preguntas de tipo general, a analizar: i) la econo­
mía; y, ii) la planificación; lo cual puede hacerse de manera 
conjunta, o independientemente.
Para evitar un desarrollo excesivo del tema, aun corriendo 
el riesgo de definiciones simplistas, se puede partir de la hipó­
tesis de que la economía es una ciencia social y la planificación 
una herramienta para lograr determinados fines.
Alcanzar un acuerdo sobre cuáles son los fines de la econo­
mía sería iniciar una disputa de raíces seculares, que no hemos 
de plantear y menos aún resolver en este ensayo, razón por la 
cual nos limitaremos a hacer una reflexión general del problema 
para enmarcar los interrogantes planteados.
La respuesta debe darse en el seno de una sociedad o de va­
rias sociedades vinculadas por innumerables lazos, con caracte­
rísticas fuertemente diferenciadas, relación en que las sociedades 
con mayor gravitación inciden en la definición buscada sobre los 
fines de la sociedad, por presencia y acción en el medio econó­
mico y social y en los sistemas de información. El análisis debe 
realizarse en el seno de cada sociedad, porque no puede igno­
rarse, metodológicamente, que junto con los fines propios de la 
economía se conjugan los fines de la política.
Esta circunstancia nos lleva a considerar el problema de la 
formación de planificadores en el contexto, más amplio, de la 
formación de operadores políticos. La pregunta principal, así 
como su respuesta, se modifican, porque, si se deben formar
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operadores políticos, es necesario definir para qué tipo de orga­
nización política.
No creo que sea ésta la primera oportunidad en que se 
plantea lo que se ha dado en llamar planificación democrática; 
sin embargo, la experiencia política de la última década en Amé­
rica Latina ha conducido a revisar temas en contextos diferentes 
a los que históricamente les dieron origen.
1. Planificación democrática
La disputa casi teológica entre las distintas corrientes de pensar 
miento político y económico en lo que se refiere al conflicto en­
tre la racionalidad de la sociedad reflejada en el plan y la liber­
tad del individuo plasmada en los criterios básicos tradicionales 
de la democracia es, probablemente, uno de los más claros ejem­
plos del conflicto del mundo actual.
Las teorías dominantes son conocidas y carece de sentido 
abundar en sus planteamientos: liberalismo, economía de mer­
cado y planificación, economía marxista, son conceptos conju­
gados que se han utilizado más para representar los intereses en 
juego de distintos grupos sociales que para penetrar con pro­
fundidad en el conocimiento de las sociedades modernas, de sus 
problemas y de sus eventuales soluciones. Sin embargo, se puede 
observar que la organización de las relaciones sociales —aun 
reconociendo distintas modalidades— ha ido derivando paulati­
namente hacia un sistema de ideas considerado como el más 
adecuado para instrumentar dichas relaciones.
Este sistema político, actualmente denominado democracia 
moderna, con frecuencia naufraga cuando es confrontado con 
el sistema de las relaciones materiales. La democracia —conte­
nido válido— es de aparición reciente y ésa es la causa de su 
precaria estabilidad, como sostiene Colomeri, “habiendo perdido 
todo finalismo moral’’. La concepción formal de la democracia, 
en la que la mayor valoración corresponde a su continente, ha 
entrado en un conflicto muy claro con la concepción finalista a 
que se hace referencia en la cita.
Las libertades políticas extendidas —conceptual y material­
mente— a los fenómenos económicos en los que deberían inte­
grarse, son anuladas por éstos y generan el germen de su propia 
degradación. Esta circunstancia es claramente definida por
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Macpherson cuando destaca la siguiente paradoja: “no podemos 
lograr más participación democrática sin un cambió previo de 
la desigualdad social y la conciencia, pero no podemos lograr 
cambios en la desigualdad social y la conciencia si antes no 
aumenta la participación democrática".
Este hecho se ha afirmado constantemente en el conflicto 
entre libertad política y libertad económica, artificial por cierto, 
pero utilizado como herramienta eficaz para limitar las posibili­
dades de transformación que las sociedades latinoamericanas, en 
particular, requieren con urgencia. El desarrollo económico se 
ha edificado sobre generaciones sacrificadas, en aras de un siste­
ma que ha ahondado, dinámicamente, las diferencias sociales y 
que ha generado, así, un conflicto que requiere soluciones pro­
pias de una nueva racionalidad.
La excelencia de los conceptos fundamentales de la planifi­
cación económica y social y su rigor intelectual y técnico incidie­
ron, probablemente, en contra de su aplicabilidad. El mejor sis­
tema de ideas no se impone en una sociedad por mera gravita­
ción ya que, normalmente, debe sustituir y enfrentar a otro sis­
tema asentado históricamente, que resiste, como es sabido, a 
ser transformado. También ha concurrido en la generación de 
este atraso en el desarrollo de la planificación el comportamien­
to de los sistemas de información, que no han sido precisamente 
neutrales en la disputa a la que se hizo referencia, aspecto este 
último que merecería un mayor análisis.
Los planificadores son, casi por definición, intelectualmente 
aristocratizantes, aunque los últimos análisis sobre la pobreza 
marcan un cambio claro. Es probable que el diálogo y la asimila­
ción de las reivindicaciones de los grupos sociales marginados, 
tan numerosos por cierto, permita modificar esa condición en 
un sentido positivo.
Resolver el viejo problema planteado por Platón —una so­
ciedad formada por ricos y pobres, siempre enfrentados— no 
es una tarea fácil. Difícilmente, una respuesta adecuada podrá 
encontrarse en depurados modelos de optimización o de simula­
ción, a menos que ellos se conjuguen con una inserción real en 
dicho conflicto.
Tampoco debe descartarse en este análisis la consideración 
de un tema que está, posiblemente, en la raíz de los problemas 
que enfrenta la planificación. Las bases en que se asientan las
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relaciones sociales son apenas melladas por las políticas plani­
ficadoras y éstas han servido, con frecuencia, para afirmar pri­
vilegios sociales y económicos que resultan del mantenimiento 
de situaciones históricas de poder.
Los profundos cambios operados en la tecnología de pro­
ducción no han estado acompañados por modificaciones equiva­
lentes en las formas de expresión política ni en los objetivos finar 
les de la economía, precisamente por el inmovilismo de las men­
cionadas bases. Más aún, podría argumentarse que el sistema de 
ideas de la economía moderna, frente al desafío que genera el 
cambio en las modalidades de producción, se ha afirmado —en 
gran medida^- en la tesis de que los enunciados de la denomina­
da economía de mercado son válidos.
Los grupos económicos dominantes han utilizado las venta­
jas que ofrece la democracia formal y, cuando ésta no les ha sido 
útil, se han afirmado en modos autoritarios para asegurar su 
posición en el proceso de toma de decisiones. Como ya se comen­
tó, el sistema de información no ha sido neutral en este proceso.
Modificar estas condiciones requiere valorizar la democra­
cia, darle un contenido político-social real y crear escuelas para 
planificadores y operadores del cambio, pero partiendo de nue­
vos conceptos.
2. Formación de planificadores económicos
Una vez aceptada la planificación en los términos conceptuales 
señalados, los criterios aplicables a la formación de quienes de­
berán instrumentarla resultan relativamente claros.
El conocimiento de las fuentes de los conflictos sociales 
constituye el elemento central en dicha formación; el compro­
miso con las soluciones a ser instrumentadas es su derivada ne­
cesaria. Por último, pero en el mismo plano de importancia, 
está la necesidad de conjugar los valores de la democracia, en 
sus contenidos y en su forma, con objetivos de cambio en las 
bases de la economía y en las relaciones sociales; esto constituye 
los aspectos sustantivos en que se debe apoyar la formación de 
planificadores económicos.
Los planes de enseñanza y los criterios pedagógicos deben 
encauzarse en este sentido. Debe tenerse sumo cuidado en des­
cartar la tesis de que los criterios fundamentales y las técnicas
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de planificación deben orientarse a lograr tasas de crecimiento 
más altas y una mejor distribución del ingreso. Si esta formula­
ción se considera válida, podría sustituirse, en algunos casos, 
por la acción del mercado. En su postulación teórica, los des­
víos del funcionamiento del mecanismo de mercado tienden a co­
rregirse de manera autónoma, pero estas correcciones crean, a su 
vez, nuevos desvíos. El sistema aparece generando, a nivel nacio­
nal e internacional, un volumen creciente de resultados indesea­
bles, pero mantiene un alto grado de racionalidad formal en su 
diseño.
Es misión de la universidad transformar los criterios de for­
mación de nuevas generaciones de planificadores. Como es sabi­
do, la mayor dificultad se presenta en el campo de la aplicación. 
No es suficiente el conocimiento de las formulaciones teóricas 
de la economía y de los métodos y técnicas de planificación; 
también se requiere disponer del equipamiento necesario para 
su operación. Se enseña suficiente, y quizás demasiado, "teoría 
económica y formulaciones y técnicas de planificación”, pero no 
en la medida necesaria “política administrativa y política econó­
mica para la planificación”.
La flexibilidad de los planes educativos modernos puede 
permitir una buena formación de los planificadores, pero es pro­
bable que deba insistirse en aspectos relacionados con su apli­
cación concreta en un medio hostil para el desarrollo de un 
nuevo tipo de organización en las sociedades modernas. El cono­
cimiento de los procesos políticos y sociales constituye un ele­
mento imprescindible en dicha formación.
Las sociedades modernas polifacéticas y difíciles de encua­
drar en concepciones globales pretenden —muchas veces sin 
encontrar formas adecuadas de expresión— que se consolide 
una democracia capaz de crear un marco válido para la igual­
dad de oportunidades.
Este último criterio, como tantos otros, ha sido cuestionado. 
Ello indica, nuevamente, la necesidad de revisar los enfoques 
recientes que la educación ha adoptado en el campo de la planifi­
cación. Es posible que la formación de planificadores requiera, 
como condición necesaria, la formación de los sujetos de la 
planificación.
Transmitir a la sociedad información sistemática sobre la 
calidad y los métodos de la planificación —por medios pedagó­
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gicos modernos, adecuados a los diversos niveles de formación— 
ha de ser un elemento adicional positivo.
Si bien la actualización de la teoría de la planificación y de 
las técnicas instrumentales ha de seguir desarrollándose en el 
campo académico, no es menos cierto que los métodos de admi­
nistración y el conocimiento público del significado de la planifi­
cación, de sus objetivos y de su necesaria vinculación con los 
procesos sociales, constituyen los elementos reales para con­
solidar las formas democráticas de gobierno.
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ENFOQUES RENOVADORES EN LA FORMACIÓN EN 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
O scar O szlak
Introducción
Durante las últimas^iécadas, la capacitación para la gestión 
pública se ha constituido en uno de los más poderosos instru­
mentos de cambio social y administrativo. A partir del gran im­
pulso inicial en este campo, especialmente por parte de la Or­
ganización de las Naciones Unidas, diversas instituciones, entre 
las que cabe mencionar a la Fundación Ford, la Agencia Interna­
cional para el Desarrollo y el Banco Mundial1 comenzaron a pro­
mover programas de formación.
Junto con este creciente esfuerzo, también se registran im­
portantes cambios en el perfil del personal entrenado y en los 
contenidos curriculares de los programas. En lo que se refiere al 
primer aspecto, el énfasis fue variando desde el entrenamiento 
de personal afectado a funciones de supervisión al vinculado a 
la gerencia media y, finalmente, al de alta gerencia, tendencia 
esta última que se acentúa especialmente a partir de los años 70. 
En cuanto a las modificaciones producidas en los contenidos cu­
rriculares, en parte fueron consecuencia de la señalada evolución 
en el perfil de la formación, pero también de los avances produ­
cidos en las disciplinas relacionadas con la gestión pública. De 
este modo, a partir de temas clásicos tales como gestión de per­
sonal, organización y métodos, contabilidad o principios de or­
ganización, se pasó a una creciente incorporación a los progra­
mas de otros contenidos, como el análisis de políticas públicas, 
el desarrollo institucional, los sistemas de información o el piar
1 Solo Naciones Unidas contribuyó al establecim iento de unos 40 
institutos de form ación en adm inistración en un gran número de países. 
Entre 1976 y  1981 las inversiones del Banco Mundial en capacitación vin­
culada a proyectos creció de 38 a  187 m illones de dólares.
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neamiento estratégico. De igual manera, puede observarse una 
creciente especialización según áreas de gestión, tales como sa­
lud, cultura, ciencia y tecnología, etc.
A pesar de estos progresos, la brecha existente en esta mate­
ria entre países desarrollados y países del Tercer Mundo sigue 
creciendo persistentemente. Gobiernos como el norteamericano o 
el japonés ofrecen cada año oportunidades de entrenamiento a 
alrededor de una cuarta parte de su personal. Las grandes em­
presas multinacionales —como IBM, Siemens o Unilever— des­
tinan anualmente alrededor del 5 % de sus nóminas a actividades 
de capacitación. Las cifras correspondientes a los gobiernos de 
países del Tercer Mundo, en tal sentido, no resisten compara­
ción. Para tomar el ejemplo de la India, país con una fuerte tra­
dición profesional en el campo de la administración pública, 
apenas uno de cada cinco funcionarios accede a estas oportuni­
dades de formación. Esta cifra constituye un elocuente pará­
metro para evaluar la magnitud de la brecha en relación con 
países que han tenido una tradición de desarrollo administra­
tivo mucho más débil.
Cuando el problema se observa no ya en términos cuantita­
tivos sino cualitativos, el panorama se vuelve aún más sombrío. 
En primer lugar, el entrenamiento en la mayor parte de los 
países del" Tercer Mundo sigue siendo visto como un evento 
puntual y no como parte de un proceso de desarrollo institu­
cional o de planificación de recursos humanos. La capacitación 
se vuelve un fin en sí mismo, en lugar de servir como instru­
mento al servicio de un proceso de transformación institucional. 
Las iniciativas surgen más por el espontaneísmo o entusiasmo 
de su promotores que por una seria consideración de los reque­
rimientos de formación derivados del diagnóstico y la estrategia.
En segundo lugar, no existe necesariamente una vinculación 
orgánica entre las urgencias por disponer de recursos calificados 
y oportunidades de formación. Mientras ciertas áreas de la ges­
tión pública adolecen de déficits críticos en materia de recursos 
humanos calificados, los programas de formación se organizan 
en función de criterios totalmente desvinculados de las necesi­
dades existentes. Tradiciones y orientaciones institucionales 
desactualizadas o caducas operan como un lastre para la nece­




En tercer término, la mayoría de los países no dispone de 
una masa crítica de capacitadores competentes. En parte, ello 
se debe a que la formación en administración pública no ha 
adquirido todavía el prestigio ni generado, en consecuencia, la 
demanda, necesarios como para elevar las exigencias y califica­
ciones de estos profesionales. Se crea así un verdadero círculo 
vicioso, ya que la improvisación pasa a ser el criterio dominante 
en la asignación de responsabilidades docentes y el diseño de 
programas y cursos tiende a reflejar las carencias y debilidades 
v de sus responsables, lo cual se constituye en un factor degra­
dante de la formación.
En cuarto lugar, los contenidos curriculares y materiales 
de estudio siguen apelando a fuentes, modelos y marcos de re­
ferencia originados en otros contextos, sin que se produzcan 
mayores esfuerzos por adaptarlos o actualizarlos. A pesar de que 
este fenómeno ya ha sido observado hace mucho tiempo en re­
lación a los países de América Latina (Kliksberg, 1973; Oszlak, 
1977, entre otros), no se ha desarrollado todavía una capacidad 
instalada para ofrecer, masivamente, materiales y perspectivas 
desarrollados localmente.
En quinto término, la traslación acrítica al ámbito de la 
formación en administración pública de problemas, categorías 
analíticas y metodologías propios de la administración de em­
presas (o, como lo he denominado en su momento, el “sesgo 
privatista”), ha contribuido a restar especificidad a la enseñan­
za en nuestro campo, convirtiendo a la gestión pública en una 
mera extensión, o aspecto especializado, de las ciencias adminis­
trativas. Ello no solo ha obstaculizado el desarrollo de una dis­
ciplina relativamente autónoma, sino que ha desplazado los ejes 
de atención temática relevantes y ha desnaturalizado, en conse­
cuencia, el campo propio de la administración pública (cfr. 
Crowther y Flores, 1970).
Por último, también cabría hacer referencia a las anacró­
nicas técnicas pedagógicas empleadas, a la falta de evaluación 
de la calidad o los impactos de la formación, a la escasez de 
recursos financieros o a las debilidades que evidencia la admi­
nistración de estos programas. En conjunto, los factores seña­
lados resumen las deficiencias más notorias existentes en el 
campo de la formación de administradores públicos.
Frente a este cuadro, la pregunta surge inevitablemente:
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¿cómo reducir la brecha existente entre países centrales y paí­
ses periféricos, superando a la vez las limitaciones observadas 
desde el punto de vista cualitativo?
En este articulo procuro desarrollar una respuesta a este 
interrogante global, delineando los aspectos salientes de una po­
sible estrategia y examinando con algún detalle uno de sus ins­
trumentos: la promoción de programas de posgrado orientados 
a la formación de investigadores y docentes. El análisis se ba­
sará principalmente en la situación argentina, no obstante lo 
cual se efectuarán, en lo posible, referencias o comparaciones 
con otras experiencias.
El trabajo no tiene pretensiones académicas ni intenta ser 
exhaustivo o excesivamente riguroso. Su objetivo primordial es 
transmitir algunas reflexiones surgidas tanto del contacto pro­
longado con la actividad docente en administración pública en 
diferentes países, como de la directa responsabilidad de organi­
zar, dirigir y formular programas y políticas en esta materia.
Luego de exponer algunas características de la demanda de 
administradores públicos calificados, se examinará la situación 
del mercado de trabajo y las prioridades en materia de forma­
ción que parecen deducirse de este análisis. En un apéndice, se 
desarrollará con algún grado de detalle la propuesta de un 
programa de formación concebido como pieza fundamental de 
una estrategia dirigida a paliar los problemas detectados en el 
campo de la formación en administración pública.
El Estado latinoamericano y la formación 
en administración pública
Difícilmente pueda analizarse con seriedad la problemática de 
la formación en administración pública sin una adecuada con- 
textualización política. Los términos de la discusión en esta ma­
teria se han visto profundamente alterados por los cambios re­
cientes que se han venido produciendo en la naturaleza y papel 
desempeñado por el Estado en los países de la región.
Tres son hoy los desafíos fundamentales que deben afron­
tar estos Estados: 1) la administración de la escasez, determi­
nada por la persistencia de una crisis económica de dimensión 
internacional que afecta profundamente las condiciones de via- 
bilización del aparato estatal y la propia gobemábilidad de la
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sociedad; 2) la administración de la transición desde el autori­
tarismo a la democracia, tendencia firmemente instalada en la 
gran mayoría de los países de América Latina, que impone par­
ticulares exigencias en términos de la reconversión democrática 
de instituciones estatales fuertemente dominadas por una cul­
tura autoritaria y por resabios paternalistas y demagógicos; y 
3) la administración de la desestatización, consecuencia del cre­
ciente cuestionamiento al papel benefactor, regulador y empre­
sario desempeñado por el Estado y la necesidad de redefinir su 
ámbito legítimo de actuación.
Sin incorporar la consideración de estos procesos, el debate 
en tomo al rol de los especialistas en administración pública, 
sus perfiles profesionales y los requisitos de su formación, se 
toma irrelevante. Cualquier estrategia de modernización del 
Estado diseñada en función de sus desafíos actuales, no puede 
prescindir de la formación y la capacitación como uno de los 
instrumentos más idóneos para producir un cambio sustancial 
en las capacidades de gestión disponibles. Por lo tanto, esa for­
mación debe orientarse por políticas, pautas y criterios que in­
corporen explícitamente una consideración sistemática de tales 
desafíos, de modo que los administradores así formados estén 
en condiciones de interpretar, evaluar, transmitir o decidir so­
bre la base de valores y conocimientos adecuados a las nue­
vas circunstancias.
Naturalmente, esta propuesta sería aplicable a la formación 
de ciertos estratos profesionales de la función pública y no 
necesariamente al conjunto de la actividad de capacitación en 
dicho sector. Aun así, la escasa institucionalización de estas acti­
vidades —señalada en la introducción— y la variedad de los 
perfiles profesionales requeridos, plantean la necesidad de iden­
tificar criterios de prioridad, en vista de la relativa escasez de 
la oferta educativa frente a la demanda potencial existente. Por 
ello, consideramos necesario apuntar algunas características del 
mercado de trabajo de los administradores públicos, para luego 
señalar algunas prioridades en materia de formación.
Es innecesario aportar demasiadas evidencias para afirmar 
que el sector público es el mayor empleador de recursos huma­
nos de nivel universitario, prácticamente en todo el mundo. En 
el Uruguay, más del 60 % de los profesionales egresados del ter­
cer nivel de enseñanza tienen alguna forma de inserción laboral
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en el aparato estatal. En la Argentina, más del 25 % de sus fun­
cionarios han alcanzado el nivel terciario de formación y esta 
proporción está creciendo.
Sin embargo, esta constatación aparentemente auspiciosa 
es, a mi juicio, el resultado de dos tendencias contradictorias: 
1) la extraordinaria oferta de profesionales que produce la uni­
versidad argentina; y 2) la reducción de las oportunidades 
laborales en la actividad privada y el creciente papel empleador 
cumplido por el sector público. Ello se vio reflejado, especial­
mente durante los últimos años, en el fuerte incremento expe­
rimentado en las dotaciones de funcionarios de las administra­
ciones provinciales y municipales. Por otra parte, la incursión 
del Estado en nuevas áreas de gestión y la introducción de nue­
vas tecnologías administrativas también determinaron un nota­
ble aumento de la demanda de profesionales universitarios es­
pecializados.
Sin embargo, esta tendencia no parece haber respondido a 
una clara y sistemática planificación de recursos humanos, ten­
diente a articular la oferta profesional y su formación, con una 
demanda potencial que tome en cuenta las auténticas necesida­
des de recursos altamente capacitados por parte del sector pú­
blico. En ausencia de tal planificación, la universidad ha con­
tinuado volcando al mercado de trabajo una oferta profesional 
indiscriminada, cuyo perfil no responde necesariamente a autén­
ticos requerimientos de la función pública.
Una de las consecuencias de este proceso ha sido el difun­
dido síndrome “sobra-falta” (Oszlak, 1972); es decir, existe 
personal excedentario en ciertas áreas o especialidades pero, 
simultáneamente, se observan notorias carencias en otras. Dotar 
ciones supernumerarias se ven, de este modo, vaciadas de todo 
cometido verdaderamente útil mientras ciertas funciones críti­
cas no se llevan a cabo o son simplemente' ignoradas.
Estas deficiencias del sistema de formación universitaria no 
han sido compensadas, siquiera medianamente, por programas 
de capacitación previa, de post-incorporación o “en servicio”, 
sea por parte de instituciones especializadas del Estado o por la 
propia universidad. De aquí se han derivado dos importantes 
consecuencias: 1) una inocultable subutilización de los conoci­
mientos y capacidades de estos profesionales, por su excesivo 
número o por la inadecuación de su perfil a los requerimientos
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de su función; y 2) una fuerte desincentivación para la continui­
dad en el empleo público y un marcado agravamiento del “pan- 
touflage”, es decir, la atracción de los mejores recursos humanos 
por el sector privado, dadas las mejores condiciones de trabajo 
y estímulos ofrecidos.
Este último problema no seria grave si existiera un flujo 
de profesionales relativamente equilibrado entre los sectores pú­
blico y privado. Desafortunadamente, lo habitual ha sido una 
corriente más marcada de éxodo del sector público al privado, 
sobre todo de los recursos más calificados.2
Esta tendencia se ha visto agravada por la elevada tasa de 
rotación del personal estatal, que en la Argentina ha sido histó­
ricamente cercana al 10 %, especialmente en*períodos en que se 
adoptaron medidas de prescindibilidad o de retiro voluntario. 
Estos porcentajes han sido generalmente más altos en el estrato 
profesional. De esta manera, el sector público se ha convertido 
en el principal campo de entrenamiento de graduados universi­
tarios y en un poderoso factor de socialización de costos de 
formación que correspondería asumir a otros agentes sociales, 
como la empresa privada. Este fenómeno resulta particularmen­
te notorio en áreas muy especializadas como la informática, el 
control de gestión o la gerencia de proyectos.
Obviamente, esta incapacidad de retención de personal ca­
lificado se explica no solamente por la desarticulación entre 
oferta potencial y demanda efectiva, sino, además, por dos fac­
tores concurrentes: 1) la existencia, en muchos casos, de fuertes 
diferenciales de salarios entre los sectores público y privado 
para el desempeño de funciones similares; y 2) la falta de una 
efectiva vinculación entre la actividad de capacitación y la polí­
tica de desarrollo de recursos humanos, por lo cual el acceso 
a determinados niveles de formación no encuentra un adecuado 
reconocimiento en los sistemas de promoción. Bajos salarios y 
subsistencia de criterios de ascenso profesional no meritocrá- 
ticos han impedido crear los estímulos necesarios para que la
2 Algunos programas de form ación para el sector público, com o el 
que años atrás ofrecía el Instituto Centroamericano de Administración 
de Empresas (INCAE), demuestran que solo un 20% de los ingresantes 




formación de alto nivel para la función pública sea vista como 
social o individualmente deseable o necesaria.
Este somero diagnóstico revela que el problema de la for­
mación e inserción profesional de graduados en administración 
pública excede largamente los aspectos curriculares, pedagógi­
cos o infraestructurales de la enseñanza. La capacitación, en este 
sentido, es apenas uno de los instrumentos utilizables en el 
marco de una estrategia de transformación y modernización del 
Estado. Pero, sin duda, se trata de una de las herramientas más 
idóneas y efectivas para materializar los cambios sociales y orga- 
nizacionales requeridos para un mejor desempeño de la función 
pública. También es un medio eficaz de socialización cultural 
que permite transmitir e internalizar ciertos valores o actitudes 
congruentes con una orientación político-ideológica democrática. 
No obstante, se trata de un instrumento sumamente selectivo, 
que debe utilizarse con criterios diferenciales según los requeri­
mientos de cada contexto y cada estrato profesional.
En consecuencia, dada la precaria institucionalización de 
este campo de estudios y la escasez de recursos disponibles para 
la organización de programas especializados, resulta imprescin­
dible establecer algunos criterios de relevancia y prioridad para 
encarar actividades de formación en esta disciplina, partiendo 
de la premisa de que deberían apuntalarse aquellas áreas y perfi­
les que permiten una mayor concentración de esfuerzos.
En primer lugar, es preciso especificar conceptualmente el 
sentido asignado a la formación en administración pública. ¿Nos 
referimos acaso a la tarea de formar administradores públicos 
profesionales (v.g. personas que conducen, supervisan o ejecu­
tan actividades en el sector público) o, en cambio, a quienes es­
tudian —desde diversos ángulos— al aparato institucional del 
Estado y/o transmiten conocimientos sobre el mismo? Esta pri­
mera precisión nos permitiría distinguir entre formación de ad­
ministradores públicos y formación en administración pública. 
La primera persigue estrictamente la capacitación de funciona­
rios. La segunda, la formación profesional en una disciplina, aun 
cuando el perfil de sus egresados admita numerosos puntos de 
contacto con el de los administradores públicos.
En países como la Argentina, que han tenido comparativa­
mente ima pobre tradición académica en administración pública, 
resulta difícil concebir la formación de administradores públi-
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eos sin el previo desarrollo de una adecuada infraestructura y 
una masa critica de profesionales capacitados en administración 
pública. Esto no es un mero juego de palabras. La formación 
de administradores públicos no puede reducirse a la mera trans­
misión y acumulación de tecnologías y herramientas de gestión. 
Requiere una concepción mucho más articulada y abarcativa 
que solo puede proporcionar una disciplina profesionalmente 
arraigada, que trate de manera sistemática el papel, las polí­
ticas, la organización y el funcionamiento del Estado y sus 
instituciones.
Esta es precisamente una de las grandes falencias de la for­
mación en este campo, ya que la disciplina no ha conseguido 
echar raíces suficientemente profundas como para ofrecer fun­
damentos científicos, instrumental tecnológico y herramientas 
pedagógicas adecuadas. Desarrollarlos supone, ni más ni menos, 
crear las bases intelectuales y técnicas de un campo disciplina­
rio sensible a la especificidad histórica y sustantiva de nuestras 
sociedades y Estados nacionales.
El único modo concebible de lograrlo es crear e institucio­
nalizar programas universitarios dirigidos a formar los académi­
cos, analistas y docentes capaces de acumular, difundir y avan­
zar el conocimiento sobre los aspectos multifacéticos del aparato 
administrativo y productivo del Estado, sus raíces históricas, 
su desarrollo institucional, sus condicionamientos sociales y po­
líticos, sus patrones de estructuración, su cultura, sus políticas 
y sus tecnologías de gestión. Como en cualquier otra disciplina, 
la tarea de investigación permanente, de reflexión crítica sobre 
modelos, teorías y paradigmas, de desarrollo de nuevas técnicas 
y enfoques metodológicos, no es imaginable sin la existencia de 
carreras de posgrado de alto nivel, centros de investigación, pu­
blicaciones especializadas y actividades de difusión.
De aquí que la formación universitaria superior en admi­
nistración pública, encarada con las máximas garantías de con­
tinuidad y excelencia académica, constituye un prerrequisito de 
todo el sistema de capacitación en esta disciplina. Solo este tipo 
de programas puede ofrecer la masa crítica de profesionales 
capaces de producir y transmitir el conocimiento sistemático 
requerido. Solo en tomo de los mismos puede desarrollarse una 
tradición de investigación que permita plantear las cuestiones 
más críticas y relevantes de la problemática del Estado, además
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de mantenerse vínculos permanentes con los centros académi­
cos donde se origina un pensamiento innovador en este campo. 
Contando con estas condiciones, es posible encarar la organiza­
ción de bibliotecas y hemerotecas especializadas, la traducción 
de trabajos y la preparación de casos de estudio imprescindi­
bles para alimentar los cursos de capacitación pública.
Por otra parte, a medida que estos programas se afianzan, 
comienzan a proveer recursos docentes con formación especí­
fica, que han obtenido las máximas credenciales académicas y 
están en condiciones de liderar instituciones de capacitación, 
organizar programas de formación, diseñar curricula y, natural­
mente, dictar los cursos especializados en esta disciplina. La 
experiencia demuestra que la disponibilidad de profesionales 
con una dilatada trayectoria en el sector público o, incluso, con 
una formación de posgrado en disciplinas afines, no sustituye 
adecuadamente ni es suficiente para satisfacer las exigencias 
curriculares del sistema de capacitación de administradores 
públicos.
Basado en la experiencia de algunos cursos de posgrado 
existentes actualmente en América Latina —sobre todo, en el 
organizado conjuntamente por el Instituto Nacional de la Admi­
nistración Pública y la Universidad de Buenos Aíres—, concluiré 
estas reflexiones señalando ciertos aspectos esenciales a con­
templar en el diseño de este tipo de programas.
Programas de posgrado en administración pública
Se ha convertido en un lugar común justificar programas de 
posgrado en administración pública haciendo hincapié en la 
“creciente intervención del Estado”. Hasta comienza a ser un 
lugar común recordarlo. Pero lo cierto es que la transformación 
que el Estado experimenta en este proceso expansivo es mucho 
más acelerada de lo que pueden dar cuenta las disciplinas que 
se ocupan de su organización y funcionamiento. Asistimos no 
solamente a una creciente diversificación de la actividad estatal, 
sino también a una correspondiente complejización de su apa­
rato, sus políticas, sus formas organizativas y sus mecanismos 
de decisión.
La dificultad para visualizar las modalidades que adoptan
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estos procesos se manifiesta en diagnósticos, evaluaciones y po­
líticas poco sensibles a su complejidad. De aquí la importancia 
de impulsar programas universitarios especializados que aumen­
ten la capacidad interpretativa y predictiva de analistas adminis­
trativos, investigadores y formuladores de políticas públicas.
Sin eme .rgo, es preciso tener claridad respecto del tipo de 
formación requerida. La efectividad de la acción de un admi­
nistrador público no depende necesariamente del volumen de 
información técnica que maneja. Ni siquiera, de que disponga 
de mayor poder efectivo. Depende más bien de una mejor com­
prensión de la dinámica íntra-burocrática, de los intereses que 
se defienden y los conflictos que se suscitan en este ámbito. Se 
trata de entender al aparato estatal como una arena de negocia­
ción y conflicto, en la que se producen enfrentamientos que tie­
nen como escenario a la sociedad global. No se trata simple­
mente de detectar “desviaciones" o “patologías" en el funciona­
miento administrativo, sino de adquirir mayor sensibilidad fren­
te a la multidimensionalidad de las cuestiones respecto a las 
cuales el Estado toma posición. Es necesario sepultar definiti­
vamente el formalismo implícito en visiones ideales que supo­
nen que toda actividad y todo comportamiento de algún repre­
sentante del Estado no constituye sino la operacionalización de 
una norma. Y que esa norma tiene como referente último el in­
terés general de la sociedad.
La gestión de organismos públicos y el análisis de políticas 
son, definitivamente, ejercicios políticos, en la política y sobre 
la política. Implican opciones, lo cual supone privilegiar ciertos 
valores e intereses en detrimento de otros. Pero también cons­
tituyen ejercicios técnico-intelectuales. Suponen aplicar herra­
mientas analíticas en la evaluación y selección de alternativas. 
De aquí que el buen administrador público constituya un difícil 
híbrido: un individuo fiel a un rigor analítico cartesiano, pero 
al mismo tiempo consciente de los meandros del pragmatis­
mo político.
El desarrollo de esta orientación no ha sido habitual en 
América Latina. Por lo general, los programas de posgrado han 
tendido a caer en uno de dos extremos. O bien han formado 
técnicos stricto sensu, o bien han formado politicólogos con un 
pobre bagaje técnico. Los primeros, denominados habitualmente 
“Programas de Posgrado en Administración Pública”, persiguen
189
OSCAR OSZLAK
como objetivo central la formación de funcionarios. Su dura­
ción suele ser de tres meses a un año académico y, en la mayor 
parte de los casos, no gozan de mayor prestigio. Por su conte­
nido, no se diferencian demasiado de sus similares en adminis­
tración de empresas y, por su orientación, tienden a identificarse 
con enfoques “racionalistas” poco sensibles a especificidades 
contextúales o históricas de las organizaciones públicas. Los se­
gundos son posgrados más tradicionales en ciencias políticas o 
similares, que también han surgido en crecido número en años 
recientes. Se trata en estos casos de programas más “académi­
cos” de mío o dos años de duración, conducentes a la obtención 
de una maestría o un doctorado. Su estructura se asemeja bas­
tante a los posgrados equivalentes en el sistema de enseñanza 
estadounidense. A diferencia de los cursos más profesionales, la 
orientación es mucho menos aplicada, los contenidos y materia­
les poseen un mayor nivel de abstracción, y los enfoques efi- 
cientistas son reemplazados por análisis críticos de las realida­
des sociales de la región. Los egresados de estos programas ad­
quieren así una formación mucho más dirigida a las actividades 
docentes y de investigación que a aquéllas vinculadas con la 
gestión de organismos públicos.
Otra de las características observables en los cursos en ad­
ministración pública o ciencias políticas, en cualquiera de sus 
orientaciones, es su tendencia a utilizar métodos de enseñanza 
tradicionales basados en una relación docente-alumno que no 
permite el desarrollo de la capacidad crítica y la potencialidad 
creativa de los estudiantes. Clases más o menos magistrales, 
textos desactualizados, exámenes convencionales, monografías 
librescas y formales, ausencia de tutores, redundan en progra­
mas chatos y escasamente útiles. Se advierte una generalizada 
falta de innovación en la metodología docente y en los materia­
les utilizados. La preparación y discusión de casos, la investiga­
ción guiada, los cursos de lectura individual orientada, las pa­
santías o internados —entre otros— brillan por su ausencia.
En tales condiciones, el desafío de un programa que intente 
superar algunas de las limitaciones que presentan la mayoría 
de los posgrados existentes, consiste en definir un tipo de for­
mación y métodos de enseñanza que conjuguen las demandas 
de análisis y acción que caracterizan la actividad de los adminis­
tradores públicos. Además, naturalmente, su diseño y organiza­
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ción debe considerar un complejo número de variables, criterios 
y opciones que abarcan desde la inserción institucional del pro­
grama o la constitución de sus órganos de dirección hasta los 
relacionados con sus contenidos, énfasis relativos, perfiles de 
postulantes y egresados, características del plantel docente, re­
cursos necesarios y otros aspectos cuya enumeración seria de­
masiado extensa.3
Reflexiones finales
En el presente trabajo he tratado de marcar las principales de­
ficiencias advertibles en la formación en administración pública, 
con particular referencia a la situación argentina. Estas defi­
ciencias se verifican en un contexto donde la oferta profesional 
hacia el sector público ha sido relativamente abundante. Por lo 
tanto, el problema no reside tanto en la escasez de recursos 
humanos calificados sino en el desajuste existente entre la oferta 
educativa y los perfiles profesionales efectivamente requeridos 
para una gestión pública eficaz.
En parte, este desajuste deriva de la inexistencia de una 
adecuada planificación de recursos humanos y de su correlato 
en la formación universitaria. Para paliar algunas de sus conse­
cuencias, se han encarado en diversos países de la región acti­
vidades de capacitación tendientes a reducir la brecha entre 
oferta y demanda necesarias. Entre otras modalidades, estas 
actividades de capacitación se han orientado hacia la organiza­
ción de cursos de administradores profesionales, gerentes públi­
cos o especialistas en el manejo de determinadas tecnologías 
de gestión.
Si bien estos esfuerzos han contribuido a que la administrar 
ción pública, como disciplina, gane cierto espacio académico pro­
pio, no han conseguido, en cambio, generar la masa crítica de 
docentes, analistas e investigadores capaz de darle arraigo de^
3 En un Apéndice al presente trabajo, he incluido una propuesta re­
lativam ente detallada de un posible programa de posgrado en adm inistra­
ción pública conducente a la obtención de una m aestría académico-profe­
sional. Esta propuesta guió el diseño de los cursos organizados en San José 
de Costa Rica y  Buenos Aires. Los lectores interesados podrán, ta l vez, 




finitivo y de abrirle posibilidades de avance. Cerrando mi argu­
mento, el único modo concebible de lograr una verdadera insti- 
tucionalización de la disciplina, en condiciones de generar una 
tradición y una rutina académicas que, a la vez, alimenten al 
sistema de formación de administradores públicos profesionar 
les, es propiciando programas de posgrado de máximo nivel, 
ajustados en su diseño y contenidos a los desafíos actuales del 
Estado latinoamericano.
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APÉNDICE
DISEÑO DE UN PROGRAMA DE POSGRADO 
EN ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
O scar O szlak
La propuesta que se desarrolla a continuación ha sido adoptada 
inicialmente por algunos de los programas de maestrías exis­
tentes en la región, al menos en sus lineamientos básicos. En 
las diversas secciones, se examinarán las condiciones que, a mi 
juicio, debería satisfacer este tipo de programa.
1. Inserción institucional
El éxito o fracaso de un posgrado en administración pública 
depende en gran medida de su inserción institucional. Normal­
mente, son las universidades las que han organizado este tipo de 
programas, aun cuando los institutos especializados de nivel 
estadual, nacional o regional también han incursionado en este 
campo (v.g. FUNDAP en San Pablo, Brasil; INAP de México y 
de la Argentina; e ICAP en América Central). En algunos casos, 
se ha experimentado con programas colaborativos entre univer­
sidades e institutos nacionales o regionales, con suerte diversa.1 
En cualquiera de estos esquemas, es preciso tener en cuenta 
las restricciones y conflictos que pueden afectar la vinculación 
del programa con el resto de las actividades de las institucio­
nes involucradas.
Una posible fuente de conflictos deriva de las tendencias 
feudales, frecuentes en el sector público, que parecen haber al­
canzado también al ámbito universitario, determinando que en 
lugar de sumarse, los esfuerzos e iniciativas se debilitan por el 
aislamiento y la falta de colaboración. La envergadura de las
1 Tal es el caso del convenio ICAP-Universidad de Costa Rica, que dio 
origen a un programa de m aestría luego desdoblado, y continuado inde­
pendientem ente por ambas instituciones. O el del INAP de Argentina y la 
Facultad de Ciencias Económ icas de la Universidad de Buenos Aires, que 
se halla en plena vigencia y ha servido de base a estas reflexiones.
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grandes universidades nacionales y la distribución de la matrícu­
la por facultades o escuelas también constituyen datos rele­
vantes a considerar. La limitación de recursos financieros y las 
dificultades de infraestructura pueden, en ese sentido, obstacu­
lizar la organización de tina nueva carrera si la misma es con­
cebida como licenciatura. En el caso argentino, no pareció 
prudente crear un programa de licenciatura, por cuanto el es­
fuerzo involucrado podría exceder las posibilidades actuales de 
la universidad. En cambio, la experiencia de un posgrado per­
mitiría evaluar la futura necesidad de tal formación de grado, 
una vez que la profesión se hubiera institucionalizado.
Otra consideración importante es la jerarquía de los pro­
gramas de posgrado existentes en otras disciplinas. Por ejem­
plo, aun cuando la Universidad de Buenos Aires posee alguna 
experiencia en el ofrecimiento de carreras de posgrado, los re­
sultados hasta el presente no han sido demasiado auspiciosos. 
Algunos de ellos tienen una existencia puramente nominal. Otros 
se han vwto desacreditados por falta de personal docente en nú­
mero y calidad suficientes. En su mayoría, consisten en una 
simple extensión del número de cursos de la licenciatura, con 
mínimas exigencias en materia de investigación, tutoría y tra­
bajo final de tesis.
Si un objetivo central de la universidad es organizar pro­
gramas de posgrado innovadores y selectivos en términos de 
excelencia académica, el tipo de programas que estamos consi­
derando debería ser parte de un conjunto de “maestrías o doc­
torados señeros”, es decir, programas académico-profesionales 
de alto nivel dirigidos a elevar el prestigio de la universidad en 
su actividad de posgrado.
También es necesario evaluar el impacto de las restriccio­
nes presupuestarias previsibles en el marco de la crisis actual. 
Tomado aisladamente, un programa como el que venimos anali­
zando exigiría gran cantidad de recursos físicos, financieros y 
docentes. Dado su carácter multidisciplinario, sin embargo, re­
sulta normalmente posible aprovechar el personal docente, las 
facilidades tecnológicas, los materiales bibliográficos y otros re­
cursos disponibles en diversas unidades académicas de la uni­
versidad o institutos especializados en administración pública. 
Ello permite una óptima afectación del conjunto de recur­
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sos existentes, enriquece el intercambio académico y favorece 
un mayor acercamiento e integración de las disciplinas afines.
Con respecto al apoyo de biblioteca y hemeroteca, si bien 
las universidades cuentan en general con un acervo bibliográ­
fico importante, es probable que buena parte de su material se 
encuentre desactualizado o resulte escasamente utilizable por el 
programa. Un posgrado de alto nivel exige efectuar un impor­
tante número de adquisiciones y suscripciones a publicaciones 
periódicas, así como mantener posteriormente actualizado el 
material. Sobre todo, si junto con el desarrollo de la actividad 
docente se contempla encarar en el futuro actividades de investi­
gación y asistencia técnica.
Por su parte, los institutos especializados que participan 
en estos programas deben compatibilizar sus recursos en fun­
ción del conjunto de actividades de capacitación que ofrecen. 
Por ejemplo, capacitación de administradores profesionales si­
guiendo los lincamientos de la ENA francesa; investigadores en 
administración pública; consultores en desarrollo institucional 
para unidades sectoriales de reforma; personal de alta dirección 
en empresas públicas; y así sucesivamente. Una clara diferen­
ciación de los perfiles de la formación en cada caso y un buen 
aprovechamiento de los recursos disponibles, pueden contribuir 
a evitar eventuales conflictos y a multiplicar los impactos de 
la capacitación.
2. Características de una maestría
Partiendo, en una primera etapa, de un programa de maestría, 
su orientación fundamental debería ser la formación académico- 
profesional en el análisis de los aspectos políticos, sociales, eco­
nómicos, jurídicos, administrativos e instrumentales implícitos 
en la gestión de organismos gubernamentales y la evaluación 
de políticas públicas. En líneas generales, sus objetivos deberían 
ser los siguientes:
a) Proporcionar conocimientos sobre la dinámica de las 
relaciones Estado-sociedad, el marco internacional en el que se 
desenvuelven estas relaciones, los procesos económicos y políti­
cos, los actores sociales y sus modalidades de organización 
y acción.
b) Dedicar un particular esfuerzo a la conceptualización y
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análisis empírico de la dinámica intra-estatal, el proceso for- 
mativo del aparato administrativo y las relaciones de interde­
pendencia establecidas entre sus unidades.
c) Familiarizar a los estudiantes en el manejo de métodos 
cuantitativos y técnicas —administrativas y económicas— rele­
vantes para la gestión de organismos públicos y el análisis y 
evaluación de políticas estatales.
d) Desarrollar actividades que promuevan la capacidad 
analítica, crítica y creativa de los estudiantes, tratando de inte­
grar sus conocimientos teórico-metodológicos con la apreciación 
de circunstancias tácticas y contextúales. De aquí, el énfasis que 
debe prestarse a la utilización de técnicas pedagógicas modernas.
e) Impartir enseñanza especializada regional y local, y 
en administración de organismos internacionales, a fin de im­
pulsar la formación en dos áreas de gestión fundamentales aun­
que escasamente priorizadas hasta la fecha.
f ) Asignar especial importancia al desarrollo de materiales 
de enseñanza que se ajusten lo más estrechamente posible a 
las características del ámbito de trabajo en que los egresados 
previsibíemente desarrollarán su actividad.
g) Flexibilizar el programa de modo tal que, aun cuando 
tenga una orientación eminentemente académica en docencia e 
investigación, prevea la posibilidad de que algunos graduados 
tengan otras posibles salidas laborales como analistas o res­
ponsables de áreas especializadas de gestión.
La señalización de estos objetivos programáticos permite de­
limitar una serie de aspectos relativos al perfil profesional de los 
egresados, contenido del programa, títulos ofrecidos, duración, 
características de los postulantes y plantel docente requerido.
3. Perfil de los egresados
Argentina es, probablemente, entre los países latinoamericanos 
más avanzados, el que cuenta con el menor, número de progra­
mas universitarios (de cualquier nivel) en administración pú­
blica. En otros países de la región —como México, Brasil y Ve­
nezuela— estos programas no solo abundan sino que sus egre­
sados gozan, en general, de reconocido prestigio. Existe en estas 
sociedades una clara apreciación del papel de estos profesio­
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nales y, sin duda, su actividad se halla debidamente legitimada 
e institucionalizada.
Esta circunstancia debe tomarse muy en cuenta al conside­
rar el tipo de profesionales que forma esta clase de programas. 
Sin duda, una maestría de alto nivel puede contribuir a elevar 
significativamente el grado de profesionalización de la función 
pública, en la medida en que sus egresados puedan ir cubriendo 
una serie de cargos no debidamente atendidos por la oferta pro­
fesional disponible.
En contextos como el argentino, por ejemplo, es necesario 
contar con centenares de docentes calificados para la capacita­
ción en la gestión pública. También es preciso cubrir numerosos 
cargos de investigación en los más diversos ámbitos y aspectos 
del quehacer administrativo (v.g. unidades de estudio en ofici­
nas de planificación, empresas públicas u organismos descen­
tralizados; consultoría en diagnóstico y reforma institucional; 
formulación y análisis de políticas). Además, son incontables 
las demandas insatisfechas en materia de desarrollo organiza- 
cional, que no pueden cubrirse por falta de especialistas con 
formación sistemática en administración pública. Estas falen­
cias se agudizan cuando se pasa del gobierno nacional al nivel 
de las provincias y municipios. Todo ello, sin tomar en cuenta 
los requerimientos de investigadores y docentes especializados 
en la propia universidad.
En función de estas exigencias, pueden entonces señalarse 
algunas características del perfil de egresado deseable:
a) Nivel de cqnocimientos: Tiene relación con el tipo de 
capacitación ofrecida y el modo en que ésta habilita a los gra­
duados a desarrollar actividades profesionales congruentes con 
las necesidades de los empleadores potenciales. Es lícito supo­
ner que la formación a ofrecer debe ser equivalente a la de una 
maestría académico-profesional de una universidad de primer 
nivel. Esto significa que el egresado debe haber obtenido una 
sólida formación teórico-metodológica que lo habilite para la 
reflexión académica y la investigación empírica, así como un 
buen entrenamiento en tecnologías administrativas y un ade­
cuado conocimiento de áreas sustantivas de políticas.
b) Orientación de la formación: Se refiere al balance en­
tre el conocimiento académico, técnico y de especialización sus­
tantiva adquirido al cabo de la formación. Aunque el énfasis re­
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lativo en cada una de estas áreas está supeditado a una variedad 
de circunstancias, es posible fijar no obstante algunos criterios 
generales. Resulta claro que no debe tenderse a formar expertos 
en el manejo de determinadas técnicas (v.g. clasificación de car­
gos) ni a orientar el programa hacia aspectos de liderazgo o 
gerencia ejecutiva. El núcleo de la formación debería consistir 
en el análisis, diagnóstico y resolución de problemas o cuestio­
nes frente a las cuales las organizaciones públicas deben tomar 
posición. Sería innecesario —y también insuficiente— agregar 
que se trata de una formación multidisciplinaria y polivalente. 
Lo menciono tínicamente para destacar el carácter sustantiva­
mente híbrido y profesionalmente ubicuo de la formación que 
el programa debería brindar. Se trata, en suma, de, desarrollar 
aptitudes que pueden adquirirse mediante la enseñanza siste­
mática, que difícilmente son substituibles por la sola experiencia 
y que cortan un amplio espectro de las disciplinas científicas y 
profesionales.
Para expresarlo desde otra perspectiva, el programa debería 
focalizar las complejas interacciones que tienen lugar entre los 
procesos intraorganizacionales y los procesos políticos-sociales, 
estableciendo sus mutuas determinaciones sin renunciar al cono­
cimiento de la dinámica intra-estatal, pero también sin perder de 
vista la especificidad contextual que condiciona —y se ve condi­
cionada— por los procesos burocráticos.
c) Posibilidades de inserción profesional: Se vinculan con 
el mercado de trabajo existente, con las posibilidades de desarro­
llar simultánea o alternativamente actividades académicas y 
profesionales, y con las áreas sustantivas en las que previsible­
mente existirán mayores necesidades de capacitación. Plantear 
estas opciones supone dejar abierta la posibilidad de que una 
cierta proporción de los egresados oriente su futura actividad, 
total o parcialmente, a actividades profesionales. Pero en todo 
caso debe quedar claro que —al menos respecto de las primeras 
promociones— los esfuerzos deberán dirigirse a la formación 
académica para el ejercicio de la docencia y/o la investigación.
Los graduados hallarían, de este modo, posibilidades de 
incorporación a las propias universidades públicas o privadas, 
programas de capacitación especializados, institutos de investi­
gación, carreras de investigador científico y a diversos organis­
mos públicos que requieren este tipo de especialistas. Estas pers­
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pectivas se ampliarían notablemente al considerar los requeri­
mientos que en igual sentido expresan actualmente los gobiernos 
locales.
No obstante, y sobre todo a medida que estas necesidades 
se vayan cubriendo, podrían satisfacer otras demandas de carác­
ter técnico-profesional, compatibles con la orientación general 
de la maestría. Por ejemplo, las de analistas de políticas públi­
cas, profesionales de alto nivel “especializados’' en el tratamien­
to de complejos problemas de gestión, cuya resolución requiere 
tanto una buena dosis de conocimiento técnico como una desa­
rrollada sensibilización a los procesos político-institucionales.
4. Perfil de los postulantes
Los puntos que corresponde considerar bajo este acápite son 
dos: el perfil de los candidatos a estudiantes de la maestría y 
los requisitos de admisión y funcionamiento dentro del pro­
grama.
a) Perfil de los candidatos: Las decisiones que deben adop­
tarse comprenden los siguientes aspectos:
• Estudios universitarios cursados: La maestría debe com­
plementar la capacitación de graduados universitarios o 
egresados de instituciones equivalentes. En todos los car 
sos debe exigirse que los postulantes posean grado de 
licenciatura o título profesional equivalente. En cambio, 
debería discutirse si se admitirán profesionales prove­
nientes de cualquier disciplina, si se fijarán restricciones 
al respecto o se dictarán cursos de homogeneización. En 
general, la experiencia restrictiva no tiene demasiado sen­
tido, siempre que se tomen las debidas precauciones en el 
procedimiento de admisión.
• Experiencia previa de trabajos: Corresponde decidir si 
será requerido algún tipo de experiencia anterior en el 
sector público o si se dará preferencia a candidatos que 
satisfagan esta condición. En tal caso, habría que estipu­
lar cuál es el número de años de trabajo previo y, si co­
rrespondiera, en cargos de qué característica o nivel. Me 
inclino por un criterio abierto al respecto, pero no descar­
taría una consideración preferente de candidatos con ex-
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periencia previa en cargos técnicos en el sector público u 
organismos internacionales.
• Rasgos de personalidad: El programa no debe perseguir 
la formación de líderes, por lo cual la capacidad de con­
ducción no debería ser un rasgo esencial de los candida­
tos. Pero sería deseable contar con estudiantes que tuvie­
ran un muy desarrollado instinto analítico y un espíritu 
crítico innato. La naturaleza de la actividad académico- 
profesional exige además rigor expositivo, una particular 
sensibilidad para evaluar fenómenos políticos y cierta 
ductilidad para ajustarse a temas y situaciones de entorno 
cambiantes. Por supuesto, éstas son cualidades ideales no 
fácilmente perceptibles en los postulantes, pero una ade­
cuada selección debería prestarles atención preferente.
• Edad: Por lo general los programas de formación de pos­
grado establecen algún límite de edad para el ingreso. Si 
bien resulta un tanto arbitrario fijar un límite razonable, 
la índole del programa y la formación previa deseable su­
gerirían que, idealmente, los candidatos tengan entre 25 y 
40 años. Cabría sin embargo considerar casos excepciona­
les, en los que este requisito podría obviarse.
b) Requisitos de admisión y funcionamiento dentro del 
programa'.
• Postulación o patrocinio de organismos estatales: Las 
particulares características de una maestría —especial­
mente sus áreas de especialización— abren la posibilidad 
de contar con candidatos propuestos por instituciones pú­
blicas en las que los mismos se desempeñan profesional­
mente. Esta modalidad podría institucionalizarse suscri­
biendo convenios con dichos organismos para la forma­
ción de miembros de su planta actual o futura. Ello po­
dría favorecer el financiamiento del programa, en tanto 
los convenios estipularan la concesión de becas y otros 
aportes con destino a la formación especializada en de­
terminadas áreas. En estos casos, sería necesario estable­
cer condiciones que aseguren el empleo de los egresados, 
tal como se indica enseguida.
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• Dedicación: Este punto tiene estrecha relación con las 
posibilidades financieras del programa y de los propios 
estudiantes. En principio, es deseable que la dedicación 
de éstos sea de tiempo completo. Ello supone que cuentan 
con recursos necesarios para su mantenimiento, el de sus 
familias y los costos de matrícula. De ese modo, pueden 
dedicar la totalidad de sus esfuerzos a completar su for­
mación dentro del período estipulado de duración del pos- 
grado. Para facilitar esta dedicación a tiempo completo, 
sería deseable utilizar al máximo las posibilidades de los 
programas de becas con que cuenta la propia universidad, 
así como solicitar a organismos nacionales e internaciona­
les financiamiento especial para aumentar dichos fondos 
de becas. De no poder establecerse un programa con dedi­
cación full-time, el diseño de la maestría debería ser muy 
diferente, tanto en términos de requisitos como de orga­
nización y contenido.
• Prueba de evaluación: Es preciso establecer algún meca­
nismo que asegure que la capacidad intelectual de los es­
tudiantes reclutados esté acorde con las posibilidades de 
adquirir una formación técnico-académica rigurosa y del 
más alto nivel. Sobre todo, teniendo en cuenta los criterios 
más bien laxos de la política de reclutamiento a los pos­
grados, seguida en general por las universidades. Es al­
tamente probable que en algunos casos sea necesario 
aconsejar a los candidatos tomar cursos de nivelación u 
homogeneización. En otros casos, los postulantes podrán 
ser eximidos de tomar ciertos cursos en virtud de sus 
antecedentes. Es por ello que un adecuado reclutamiento 
exigirá una prueba de evaluación, cuyas características 
se discuten en la siguiente sección.
• Exigencia de retomo al empleo de origen: En el caso de 
que se exija o se considere deseable la postulación por un 
organismo público o universidad, sería necesario estable­
cer algún requisito de retomo al lugar de trabajo origina­
rio y permanencia durante un cierto número de años, 
siempre que el empleador ofrezca al egresado la oportu­
nidad de acceder a un cargo o función en los que pueda 




5. Actividades de reclutamiento y criterios de selección 
Corresponderá definir, entre otros, los siguientes aspectos:
a) Publicidad del programa: Por su naturaleza, novedad y 
alcances, una maestría debería lanzarse mediante una bien pla­
nificada campaña publicitaria, lo cual significa buen acceso a los 
medios, adecuada folletería, etc. Los alcances que debería tener 
la actividad de difusión del programa se vinculan con las fuen­
tes de demanda de graduados o de postulación de candidatos. 
Una convocatoria amplia tiene la ventaja de alcanzar a un mayor 
número de aspirantes con buena formación, pero .exige una labor 
de selección más rigurosa. Una convocatoria “focalizada’', es 
decir, dirigida a instituciones que emplean a potenciales estu­
diantes y que pueden convertirse en demandantes de futuros 
graduados, tiene la ventaja de asegurar la “colocación del pro­
ducto”. Considero que éstas son las opciones y que la decisión 
a tomar dependerá de los acuerdos que puedan lograrse y los 
contactos que puedan efectuarse con tales instituciones.
b) Preselecdón y propuesta de candidatos: Si bien las ins­
tituciones patrocinantes deberían reservarse el derecho de deci­
dir sobre las postulaciones de aspirantes, en los casos en que se 
decida suscribir convenios con organismos públicos o univer­
sidades para la formación de profesionales para sus cuadros 
docentes y técnico-profesionales, deberán tomarse ciertos re­
caudos. Existe en estos casos el riesgo de establecer una cierta 
automaticidad en la aceptación de postulantes, lo cual debe 
evitarse mediante concursos abiertos, comités de reclutamiento, 
consejos académicos, etc. Estos mecanismos servirían también 
para neutralizar eventuales “imposiciones” de candidatos.
c) Número de aspirantes inscriptos: En principio, e inde­
pendientemente de los recursos disponibles, debería pensarse 
en un programa de dimensiones modestas. El total de la matrí­
cula para un primer año no debería exceder de 50 estudiantes, 
pero tampoco ser inferior a 20. Aun cuando el número de pos­
tulantes fuera muy superior, sería importante avanzar cautelo­
samente en el proceso de experimentación, aprovechando las 
menores dimensiones del programa para corregir deficiencias y 
mejorar sus aspectos operativos. Con la maestría en pleno fun­
cionamiento, el total de alumnos no debería exceder de 70 a 80.
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d) Representación por disciplinas y especialidades : La natu­
raleza multidisciplinaria de una maestría justifica, en principio, 
que la misma esté abierta a graduados de prácticamente cual­
quier disciplina, previa nivelación y homogeneización. No obs­
tante, seria conveniente tender a un adecuado equilibrio en la 
composición del alumnado, asegurando que una considerable 
proporción del mismo posea una formación previa en ciencias 
sociales (especialmente economía, derecho, ciencias políticas, 
relaciones internacionales) y administración de empresas e in­
geniería.
e) Otros elementos para la selección: No existen fórmulas 
que garanticen un óptimo proceso de selección. Es por ello que 
normalmente debe acudirse a una variedad de elementos de jui­
cio, los que en copjunto permiten discernir sobre las cualidades 
y méritos de los aspirantes. Por lo general, conviene solicitar 
constancias de calificaciones obtenidas en los estudios de pre- 
grado y cartas de recomendación, aunque no debe descartarse la 
posibilidad de someter a los aspirantes a exámenes de ingreso 
y/o entrevistas con el Comité de Reclutamiento.
6. Contenido del Programa
En primer lugar, señalaré tres premisas que deberían informar 
el contenido del programa: 1) debería existir un curriculum 
básico de cursos obligatorios; 2) debería evitarse la hipertrofia 
del programa; y 3) debería buscarse una suerte de redundancia 
creativa en el programa. Sobre el primer punto, es evidente que 
la total experimentación conduce al fracaso. Tanto los estudian­
tes como los docentes deben tener muy claro cuál es el tipo de 
formación que se persigue y cuál el escalonamiento de etapas 
que conduce a su concreción. Por lo tanto, sin necesidad de in­
troducir excesiva rigidez en el diseño, es conveniente que al me­
nos los cursos troncales estén debidamente especificados y 
eslabonados. Sobre el segundo punto, existe una natural tenden­
cia a expandir el número de cursos más allá de las reales posi­
bilidades de aprendizaje. Por eso conviene fijar un número 
mínimo de cursos obligatorios y subordinar el resto del curri­
culum a las restricciones de tiempo y recursos disponibles. En 
cuanto al tercer punto, es evidente que existe un número de 
preguntas y cuestiones básicas en la investigación, diagnóstico y
2 0 3
OSCAR OSZLAK
gestión del sector público o en el análisis de sus políticas. Cor­
tando a través de estas preguntas en diferentes momentos, de 
diferentes maneras y desde diferentes perspectivas, es inevitable 
que se produzca cierta redundancia, pero también es previsible 
que se tenderá a formar profesionales mucho más alertas a los 
vericuetos y sutilezas de la gestión pública y la evaluación de 
políticas.
El programa debería concentrarse en cuatro áreas de acti­
vidades:
1) formación teórica; 2) metodología y técnicas; 3) semina­
rios especializados en áreas sustantivas; y 4) investigación, expe­
rimentación y aplicación de conocimientos. Idealmente, en cada 
uno de los semestres, los estudiantes deberían desarrollar si­
multáneamente actividades en cada una de estas áreas, de modo 
tal que las mismas se complementen mutuamente. También se­
ría conveniente partir de un nivel de abstracción relativamente 
alto y paulatinamente orientar las actividades hacia aspectos y 
problemas cada vez más concretos a medida que se avanza en 
el período de formación.
El cuadro N? 1 (ver pág. 209) contiene una distribución del 
curriculum según áreas de actividad. Por supuesto, esta selec­
ción, aunque no arbitraria, es puramente indicativa. El contenido 
deberá surgir de un compromiso entre los objetivos del progra­
ma —que sin duda deben informarlo—, los recursos materiales 
y docentes disponibles y la demanda efectiva que deba satisfa­
cerse. Esto significa que el contenido del programa debe ser 
suficientemente flexible como para adaptarse a tres fuentes de 
determinación no siempre compatibles. Por lo tanto, la labor a 
realizar en relación al curriculum debería consistir en diseñar 
un programa que establezca cursos, seminarios y actividades 
que den contenido a cada una de las cuatro áreas de concentra­
ción, teniendo en cuenta la duración total del programa y las 
unidades de crédito (o intensidad) que sea conveniente otorgar 
a cada área según el perfil profesional buscado, la demanda 
efectiva y la oferta docente disponible. La denominación de los 
cursos y seminarios, así como la descripción de su contenido, 
deberían ser suficientemente genéricos como para permitir pos­
teriormente su adaptación a las circunstancias recién menciona­
das.
Para aclarar el contenido del Cuadro N? 1, señalaré que en
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el mismo se prevén diferentes combinaciones posibles. En prin­
cipio, los tres cursos de formación teórica, así como los tres de 
metodología y técnicas, se consideran “troncales” y, por lo tan­
to, obligatorios. Cada uno de ellos procura cubrir algún aspecto 
básico de la formación en administración pública. En cambio, 
los seminarios especializados son de carácter optativo, salvo los 
indicados para el tercer semestre en que, según sea la especiali- 
zación elegida, deberá tomarse obligatoriamente el que corres­
ponda a dicha especialización. El listado de seminarios es simple­
mente ilustrativo, y podrá complementarse o reemplazarse por 
cursos de características similares ofrecidos dentro o fuera del 
programa. Considerando que en cada semestre el estudiante to­
maría cuatro cursos, y teniendo en cuenta que dos son obligato­
rios, correspondería que elija dos seminarios especializados op­
tativos en cada período.
El cuarto semestre podría consistir en un período de pasan­
tía o internado, es decir, de práctica profesional o académica en 
algún organismo público, universidad o centro de investigación. 
Esta práctica se extendería durante 4 a 6 meses. Al cabo de este 
lapso, el estudiante debería presentar un informe de la expe­
riencia realizada, que podría consistir en una práctica docente, 
la participación en un equipo de investigación o un diagnóstico 
o evaluación de un programa o aspecto de la gestión de la ins­
titución en la que se haya desempeñado.
La última columna del Cuadro Nv 1 (investigación, experi­
mentación y análisis de casos) indica el tipo de actividad prácti­
ca que debería ser predominante en los diferentes estadios de la 
formación. En otras palabras, las monografías, análisis y pre­
paración de casos podrían ser empleados alternativa o conjunta­
mente en los distintos semestres, pero el cuadro solo marca el 
énfasis relativo que cada una de estas modalidades de trabajo 
debería tener según el grado de avance en la formación.
Con respecto al análisis y preparación de casos, conviene 
mencionar que se trata de un método pedagógico sumamente di­
fundido en programas de administración de empresas (v.g. en 
el Instituto Centroamericano de Administración de Empresas 
de Nicaragua, que funciona en vinculación con la Harvard Bu­
siness School) y de administración pública de los Estados Uni­
dos. Sin embargo, será necesario efectuar un gran esfuerzo de 
acopio y elaboración de materiales de este tipo, de modo que
205
OSCAR OSZLAK
los mismos reflejen en alguna medida problemas específicos de 
América Latina. Esta actividad de preparación de material do­
cente sobre la base de “case studies” no podría desvincularse de 
la actividad de investigación aplicada y consultaría que en algún 
momento podría comenzar a desarrollar el programa. Incluso 
podría ser el germen de tal actividad.
7. Duración de la formación y títulos otorgados
Partiendo de la base de una dedicación a tiempo completo por 
parte de los estudiantes, y teniendo en cuenta el carácter más 
académico que profesional de la formación, considero que la 
duración total del trabajo en cursos debería ser de tres semes­
tres, más un cuarto de internado. Al cabo de esté período, previo 
cumplimiento de los requisitos de promoción establecidos en los 
diferentes cursos y actividades y la presentación de una mono­
grafía final, se otorgaría a los graduados el título de Maestro (o 
Magister) en Administración Pública, con eventuales menciones 
en Gestión Administrativa, Economía, Derecho, Ciencia Políti­
ca, etc.
Con respecto a otros requisitos (tales como el tiempo má­
ximo para completar todas las exigencias del programa), podrían 
respetarse las normas generales vigentes en la respectiva uni­
versidad.
8. Perfil y selección del plantel docente 
Bajo este acápite habrá que considerar:
a) Formación de los docentes:
El carácter multidisciplinario del programa también se ma­
nifiesta en relación a este punto. Tratándose de un campo de 
estudios que aún no posee un status académico y profesional con 
perfil propio, debería contarse no solo con docentes formados 
en diferentes disciplinas, sino que además sería conveniente que 
sus intereses se extendieran a otros campos. Idealmente, debe­
rían reclutarse economistas sensibles a los fenómenos político- 
administrativos, politicólogos interesados en economía, y soció­
logos, abogados, historiadores o filósofos orientados hacia la eco­
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nomía y la política. Es conveniente también que los docentes 
hayan tenido experiencia previa en la investigación, la gestión 
pública o la formulación de políticas.
b) Dotación inicial:
El número de docentes estará supeditado, obviamente, a la 
dimensión del programa y al tipo de dedicación. En principio, no 
parece factible contar con planteles con dedicación exclusiva 
para todas las materias, pero señalaría la conveniencia de que al 
menos el dictado de algunos cursos troncales y la supervisión 
de trabajos prácticos e investigaciones esté a cargo de docentes 
fuü-time. También habrá que considerar los recursos docentes 
existentes en las diferentes facultades o escuelas de la universi­
dad. Tal vez podría contarse con el concurso de profesores visi­
tantes del exterior, sea o no a través de mecanismos de convenio 
con universidades extranjeras.
9. Criterios de organización del programa
El desarrollo de las actividades del programa requiere adoptar 
decisiones en materia de estructura académico-administrativa, 
infraestructura material y fuentes de financiamiento. Por otra 
parte, los criterios de organización para determinar el formato, 
atribuciones y ensamble entre estos diversos elementos depende­
rán también de la orientación, la población estudiantil y la enver­
gadura del programa. Por último, deberá tenerse en cuenta cómo 
se articula el programa con los órganos académicos y adminis­
trativos que ya funcionan en la universidad o instituto especia­
lizado.
Entre los aspectos organizativos, sería necesario contemplar 
la creación de cargos tales como el de director del programa, se­
cretario académico, secretario administrativo y coordinador de 
pasantías. También deberá discutirse la constitución de un con­
sejo académico del programa.
El consejo académico tendría por misión asesorar a los res­
ponsables de la dirección del programa acerca de la selección de 
docentes, contenido de los programas de cursos, criterios de 
admisión y promoción de estudiantes, etc. El comité o un sub- 
comité de admisión debería entender en todos aquellos aspectos
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vinculados con la selección de aspirantes, en particular el aná­
lisis de antecedentes y la conducción de entrevistas.
Una vez lanzado el programa, será preciso designar tutores 
para cada estudiante, quienes seguirán la marcha de sus estudios 
y los asesorarán en materia de cursos y trabajos de investiga­
ción, según la especialización elegida. Los que accedan a la etapa 
de monografíá final, deberán proponer un comité ad-hoc de tres 
profesores (uno de los cuales será el tutor), que los orientarán 
en las diferentes áreas de concentración de su trabajo.
Las tareas de los diversos órganos administrativos y acadé­
micos se irán definiendo a través de elaboraciones posteriores y 
de la propia experiencia. Por ello, no tiene sentido abundar aquí 
en aspectos relativos a responsabilidades, jurisdicción, designa­
ción y renovación de autoridades, procedimientos de apelación 
de las decisiones y otros que hacen a su normal funcionamiento. 
Cabría suponer que las universidades tienen previstas estas si­
tuaciones con alcance general.
En cuanto a recursos materiales y financieros, sería preciso 
discutir los compromisos que cada una de las instituciones par­
ticipantes está en condiciones de asumir. En principio, parecería 
adecuado que cada institución asuma los costos de infraestruc­
tura, salarios y apoyo administrativo-académico en función de 
la distribución de responsabilidades que se decida entre todos 
los participantes. También podrían explorarse las posibilidades 
de apoyo financiero de organismos internacionales.
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CUADRO N? 1 - ESTRUCTURA DEL CURRICULUM
Semestre
Curso de Formación 
Teórica







I — Estado y Sociedad
-  Metodología para el 
análisis político- 
administrativo
-  Tecnología de la 
Org. Pública I
— Economía del Sector — 
Público —




Critica de libros 
Preparación de 
informes
II — Teoría de la 
Organización Pública -
— Administración Pública 
Comparada
-  Tecnología de la 
Org. Pública II
-  Técnicas pedagógicas








— Análisis y formulación- 
de Políticas Públicas
-  Seminario avanzado 
de Investigación 
Administrativa
-  Formulación y 
Evaluación de 
Proyectos
— Informática para el — 
Sector público
— Administración de 
RRHH
— Sistemas Políticos 
Comparados
Preparación de casos
IV — Seminario de Reforma P A S A N T I A — Informes de pasantía
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